
 

 

 

 

CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL DE LA 
REPUBLICA DOMINICANA 

 
PROCEDIMIENTO POR ANTE LOS TRIBUNALES. 

 
Art. Único. "En todas las leyes, resoluciones, decretos, reglamentos, ordenanzas, actos y formularios en 
que se diga Alcalde, Juez Alcalde o Alcalde Comunal, se entenderá que se dice Jueces de Paz, y serán 
válidas las antiguas denominaciones como si fueran la denominación oficial del lugar desde el 10 de 
enero de 1947" (L. 1337 del 26 de enero de 1947). 
  
En todas las leyes, resoluciones, decretos, reglamentos o documentos donde diga "Distrito de Santo 
Domingo" y "Común" se entenderá que se dice, respectivamente, Distrito Nacional y Municipio (Arts. 1 
y 2 Ley 4381 del 10 de febrero de 1956). 
  

LIBRO I 
De los Jueces de Paz 

 
TITULO I 

DE LA COMPETENCIA DE LOS JUECES DE PAZ Y DE LAS CITACIONES 

 
(Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). Los jueces de paz conocen todas las acciones 
puramente personales o mobiliarias, en única instancia, tanto en materia civil como comercial, hasta 
concurrencia de la suma de quinientos pesos, y cargo de apelación hasta el valor de mil pesos. 
  
Párrafo 1.- (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). Conocen, sin apelación, hasta el valor de 
quinientos pesos, y a cargo de apelación, hasta el monto que fija el límite de la jurisdicción de los 
tribunales de primera instancia, o sea hasta mil pesos: 
1) Sobre las contestaciones que surjan entre hoteleros o fondistas y huéspedes, y lo concerniente a 
gastos de posada y pérdida o avería de efectos depositados en el mesón o posada; y 
  
2) Entre los viajeros y los conductores de cargas por agua y tierra, por demora, gastos de camino y 
pérdida o avería de efectos de los viajeros. Entre estos y los talabarteros, fabricantes de árganas y 
serones, por suministros, salarios y reparaciones de aperos y objetos destinados al viaje. 
  
Párrafo 2.- (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). Conocen sin apelación, hasta la suma de 
quinientos pesos, y a cargo de apelación por cualquier cuantía a que se eleve la demanda: de las 
acciones sobre pago de alquileres o arrendamientos, de los desahucios, de las demandas sobre rescisión 
de contratos de arrendamientos fundadas únicamente en la falta de pago de los alquileres o 
arrendamientos; de los lanzamientos y desalojo de lugares; y de las demandas sobre validez y en 
nulidad de embargo de ajuar de casa por inquilinato. Si el valor principal del contrato de 
arrendamiento consiste en frutos o géneros o prestación en naturaleza, estimable conforme al precio del 
mercado, el avalúo se hará por el valor del día de vencimiento de la obligación si se trata del pago de 
arrendamiento: en los demás casos se practicará por el precio del mercado en el mes que precede a la 
demanda. Si el precio principal del contrato de arrendamiento consistiere en prestaciones no estimables 
por el precio del mercado, o si se tratare de contratos de arrendamientos a colonos aparceros, el juez de 
paz determinará la competencia, previo avalúo por peritos. 



 

 

 

Cualquier recurso que pueda interponerse contra la sentencia de desahucio no será suspensivo de 
ejecución. 
  
Párrafo 3. - (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978).- Conocen, sin apelación, hasta el valor de 
trescientos pesos, y a cargo de apelación, hasta la cuantía que fija el límite de la competencia en último 
recurso de los tribunales de primera instancia, o sea de mil pesos: 
1) De las indemnizaciones reclamadas por el inquilino o arrendatario, por interrupción del usufructo o 
dominio útil, procedente de un hecho del propietario, cuando el derecho no fuere contradicho; 
  
2) De los deterioros y pérdidas en los casos previstos por los artículos 1732 y 1735 del Código Civil; no 
obstante, el juez de paz no conoce de las pérdidas causadas por incendio o inundación, sino entre los 
límites que establece el período capital del presente artículo. 
  
Párrafo 4. - (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). Conocen asimismo sin apelación, hasta la 
cuantía de quinientos pesos, y a cargo de apelación, por cualquier suma a que ascienda la demanda: 
  
1) De las acciones noxales o de daños causados en los campos, frutos y cosechas, ya sea por el hombre, 
ya por los animales; y de las relativas a la limpia de los árboles, cercas y al entretenimiento de zanjas o 
canales destinados al riego de las propiedades o al impulso de las fábricas industriales, cuando no 
hubiere contradicción sobre los derechos de propiedad o de servidumbre; 
  
2) Sobre las reparaciones locativas de las casas o predios rústicos colocados por la ley a cargo del 
inquilino; 
  
3) Sobre las contestaciones relativas a los compromisos respectivos entre los jornaleros ajustados por 
día, mensual o anualmente, y aquellos que los hubieren empleado; entre los dueños y sirvientes o 
asalariados; entre los maestros de oficio y sus operarios o aprendices; 
  
4) Sobre las contestaciones relativas a criaderas; sobre las acciones civiles por difamación verbal y por 
injurias públicas o no públicas, verbales o por escrito, que no sean por medio de la prensa; de las 
mismas acciones por riñas o vías de hechos; y todo ello cuando las partes ofendidas no hubieren 
intentado la vía represiva. 
  
Párrafo 5.- (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). Conocen, además, a cargo de apelación: 
  
1) de las obras emprendidas durante el año de la demanda sobre el curso de las aguas que sirven de 
riego a las propiedades, y al impulso de las fábricas industriales, o al abrevadero de los ganados y 
bestias en los lugares de crianza, sin perjuicio de las atribuciones de la autoridad administrativa, en los 
casos que determinen las leyes y reglamentos particulares; sobre las denuncias de obra nueva, 
querellas, acciones en reintegranda y demás interdictos posesorios fundados en hechos igualmente 
cometidos dentro del año; de las acciones en delimitación; y de las relativas a la distancia prescrita por 
la ley, los reglamentos y la costumbre de los lugares, para la siembra de árboles o colocación de 
empalizadas o cercas, cuando no surja contradicción alguna sobre la propiedad o los títulos; de las 
acciones relativas a las construcciones y trabajos enunciados en el artículo 674 del Código Civil cuando 
la propiedad o el derecho de medianería de la pared no fueren contradichos; de las demandas sobre 
pensiones alimenticias, siempre que no excedan de la suma de mil pesos anuales, y únicamente cuando 
se intenten en virtud de los artículos 205, 206 y 207 del Código Civil. 
  



 

 

 

Párrafo 6.- (Mod. por la Ley 845 del 15 de julio de 1978). Conocen de toda demanda reconvencional o 
sobre compensación, que por su naturaleza o cuantía estuvieren entre los límites de su competencia; 
aún cuando en los casos previstos por el artículo 1o. dichas demandas unidas a la principal, excedan de 
la cantidad de mil pesos. Conocen además, cualquiera que sea su importancia, de las demandas 
reconvencionales sobre daños y perjuicios basados exclusivamente en la misma demanda principal. 
  
Párrafo 7.- (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). Cuando cada una de las demandas 
principales, reconvencionales o sobre compensación, estuviere dentro de los límites de la competencia 
del juez de paz en última instancia, decidir sin apelación. Si una de estas demandas no pudiere juzgarse 
sino a cargo de apelación, el juez de paz entonces no pronunciará sobre todas ellas sino a cargo de 
apelación. Si la demanda reconvencional o de compensación, excediere los límites de la competencia 
del juez de paz, este podrá dejar de pronunciar sobre lo principal, o bien mandar que las partes 
recurran por el todo ante el tribunal. 
  
Párrafo 8. - (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). Cuando la instancia incoada por una 
misma parte contuviere diversas demandas, el juez de paz juzgará a cargo de apelación, si el valor total 
excediere de trescientos pesos, aunque algunas de estas demandas fuere inferior a dicha suma. El juez 
de paz será incompetente para conocer sobre el todo, si las demandas reunidas excedieren el límite de 
su jurisdicción. 
  
Párrafo 9.- (Mod. por la Ley No. 571 de 1941). En las casos en que el embargo de ajuar de casas por el 
inquilinato, no puede llevarse a efecto sino en virtud de permiso judicial, este será acordado por el juez 
de paz del lugar en que hubiere de efectuarse. 
 
Párrafo 10.- Los jueces de paz conocen, asimismo, a cargo de apelación, de las demandas sobre 
mensuras, apeo y deslinde de tierra, en los términos que prescribe la ley sobre agrimensura en vigor. 
  
Párrafo 11.- (Agregado por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). Conocerán también los juzgados de 
paz de todas aquellas acciones o demandas que les sean atribuidas por disposiciones especiales de la 
ley. 
  
Art. 2 Las citaciones ante los jueces de paz, contendrán la fecha del día, mes y año; los nombres, 
profesión y domicilio del demandante; nombres, morada, domicilio y calidad del alguacil; nombres y 
morada del demandado; enunciarán sumariamente el objeto de la demanda, y los medios en que se 
funda, indicando el juez de paz que habrá de conocer de ella, y el día y hora de la comparecencia. 
  
Párrafo.- En materia puramente personal o mobiliaria, la citación se hará por ante el juez de paz del 
domicilio del demandado; y en caso de no tenerlo, para el juez de paz de su residencia. 
  
Art. 3 La citación se hará para ante el juez de paz del lugar en que radique el objeto litigioso, siempre 
que se trate: 
  
1ro. De las acciones noxales, o sean los daños causados en los campos, frutos y cosechas. 
  
2do. Mutación de límites, usurpación de terrenos, árboles, empalizadas, zanjas y demás cercas, siempre 
que se hayan cometido dentro del año de la demanda; así como también de las empresas que versaren 
sobre el curso de las aguas y de todas las demás acciones o interdictos posesorios, sirviéndoles de base 



 

 

 

la circunstancia de que se intenten dentro del año de la turbación. 
  
3ro. De las reparaciones locativas. 
  
4to. De las indemnizaciones que reclamare el arrendatario o inquilino interrumpido en el goce, siempre 
que no se le contradiga su derecho; y de los deterioros que alegare el propietario. 
  
Art. 4 (Mod. por la Ley No. 3459 del 24 de diciembre de 1982). Toda citación será diligenciada por un 
alguacil del domicilio del demandado, debiendo dejarle copia de ella. En caso de no hallarse en su 
domicilio persona alguna a quien entregarla se le dejará al síndico municipal en las cabeceras de 
municipios, y al alcalde pedáneo en los campos; y el original será firmado sin costo por dichos 
funcionarios. 
  
Art. 5 (Mod. por la Ley No. 136 del 27 de abril de 1967). Entre el día de la citación y el de la 
comparecencia, mediará por lo menos un día, si la parte residiere a distancia de 30 kilómetros. En  caso 
de inobservancia de dicho plazo, si el demandado no compareciere, el juez de paz ordenará que se le 
cite nuevamente, con cargo al demandante de las costas de la primera citación. 
  
Art. 6 Los jueces de paz pueden, en casos urgentes, con el objeto de abreviar los plazos, permitir la 
citación por medio de una cédula, y aún para el mismo día, a la hora que indique. 
  
Art. 7 Las parte pueden presentarse siempre espontáneamente por ante un juez de paz, quien conocerá 
de sus diferencias, ya en último recurso, si las leyes o las partes la autorizan a ello, ya a cargo de 
apelación, aunque no sea su juez natural, ni en razón del domicilio del demandado ni del asiento de la 
causa litigiosa. 
  
Párrafo.- Las partes que soliciten esa clase de juicios deberán firmar el acta en que prorroguen la 
jurisdicción del juez de paz, y en caso de no saber hacerlo, deberá consignarse así en el acto. 
  

TITULO II 
DE LAS AUDIENCIAS DEL JUEZ DE PAZ Y COMPARECENCIA DE LAS PARTES 

 
Art. 8 Los jueces de paz tendrán audiencia todos los días, pudiendo juzgar hasta los domingos y días 
festivos, y a mañana y tarde, y aun celebrar audiencia en su casa morada, con tal de que sea a puertas 
abiertas. 
  
Art. 9 Las partes comparecerán el día fijado por la citación, o aquel en que ellas hubieren convenido, 
bien personalmente, o por medio de apoderado, sin que de modo alguno pueda mediar notificación de 
defensa ni alegato escrito. 
  
Art. 10 Las partes se explicarán ante el juez de paz con toda moderación, observando el comedimiento y 
respeto debido a la justicia. Si alguno contraviniere este precepto, el juez de paz le hará por primera vez 
una admonición; y en caso de reincidencia, podrá imponerle una multa que no exceda de cinco pesos, 
con fijación de la sentencia en el local del juzgado de paz. 
  
Art. 11 En el caso de insulto o irreverencia grave contra el juez de paz, éste hará levantar acta sobre ello, 
condenando al culpable o los culpables a tres días de prisión. 
  



 

 

 

Art. 12 Las sentencias pronunciadas en los casos determinados por los artículos que anteceden serán 
provisionalmente ejecutorias. 
  
Art. 13 Las partes o sus apoderados serán oídas contradictoriamente. Su causa se fallará en seguida, o 
en primera audiencia, exigiendo el juez de paz el depósito de piezas, cada vez que lo estime necesario. 
  
Art. 14 Cuando alguna de las partes manifestare su voluntad de inscribirse en falsedad, negare algún 
escrito o declare que no lo reconoce, el juez de paz le dará constancia de ello, rubricará el documento, y 
remitirá la causa por ante los jueces que deban conocer de ella. 
  
Art. 15 En los casos en que hubiere ordenado un interlocutorio, la causa se fallará definitivamente 
dentro de cuatro meses contados desde la fecha del interlocutorio; después de cuyo transcurso, la 
instancia quedará extinguida de derecho, la sentencia que se hubiere pronunciado sobre el fondo será 
apelable aun en las materias de que conoce el juez de paz en último recurso y anulada a requerimiento 
de la parte interesada. Cuando la instancia se extinguiere por culpa del juez de paz, serán a su cargo los 
daños y perjuicios. 
  
Art. 16 (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). La apelación de las sentencias pronunciadas 
por los jueces de paz no será admisible después de los quince días contados desde su notificación a las 
personas domiciliadas en el mismo municipio. Por lo que respecta a las personas domiciliadas fuera del 
municipio, tienen para interponer su recurso, además de los quince días, el término fijado por los 
artículos 73 y 1033 del presente Código. 
  
Art. 17 La ejecución provisional y sin fianza de las sentencias, se ordenará siempre que haya título 
auténtico, promesa reconocida o condenación anterior de que no haya apelado. En los demás casos, el 
juez de paz podrá ordenar la ejecución provisional de sus sentencias sin fianza, no obstante apelación, 
siempre que se trate de pensiones alimenticias o que la suma no exceda de setenta pesos; y a cargo de 
prestar fianza, cuando excediere dicha suma. La fianza será recibida por el juez de paz. 
  
Párrafo.- Cuando hubiere peligro en el retardo, podrá ordenarse la ejecución provisional, con fianza o 
sin ella, en la minuta del fallo, conforme a las distinciones contenidas en el presente artículo. 
(Ver el Art. 130 de la Ley No. 834 del 15 de julio de 1978, infra p. 42). 
  
Art. 18  Será inadmisible la apelación de los fallos indebidamente calificados como pronunciados en 
primera instancia, o que siendo por su naturaleza en último recurso, no lo expresaren así. Serán 
apelables los fallos calificados en último recurso, si en ellos se estatuyese sobre cuestiones de 
competencia, o sobre materias de que el juez de paz no pueda conocer sino en primera instancia. Con 
todo, si el juez de paz se hubiere declarado competente, la alzada no podrá interponerse sino después 
del fallo definitivo. 
  
Párrafo.- El secretario extenderá en la hoja de audiencia, la minuta de toda sentencia, firmándolas al pie 
el juez de paz actuante y el dicho secretario. 
  

TITULO III 
DE LAS SENTENCIAS EN DEFECTO Y 

DE LAS OPOSICIONES A ELLAS 

 



 

 

 

Art. 19 (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). Si el día indicado por la citación, el 
demandado no comparece, se fallará al fondo por sentencia reputada contradictoria cuando la decisión 
requerida por el demandante sea susceptible de apelación cuando la citación haya sido notificada a la 
persona del demandado o de su representante. 
  
Art. 20 (Mod. por la Ley No. 845 de 15 de julio de 1978). La oposición será admisible contra la sentencia 
en último recurso dictada por defecto si el demandado no ha sido citado a persona o si justifica que se 
ha encontrado en la imposibilidad de comparecer o de hacerse representar. Ella deberá ser interpuesta 
en los quince días de la notificación de la sentencia hecha por el alguacil comisionado por el juez. 
  
La oposición contendrá sumariamente, los medios de la parte, y citación al próximo día de audiencia, 
observando sin embargo los plazos prescritos para la citación; indicará el día y la hora de la 
comparecencia, y será notificada como se dice arriba. 
  
Se hará aplicación del artículo 156 a las sentencias por defectos, así como a las sentencias reputadas 
contradictorias, en virtud de los artículos 19 y 20. Sin embargo, la notificación hará mención de los 
plazos de oposición o de apelación propios al juzgado de paz. 
  
Art. 21 (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). Si el demandante no se presenta, el juez 
descargará al demandado de la demanda, por una sentencia que será reputada contradictoria. 
  
Art. 22 La parte oponente que por segunda vez se dejare condenar en defecto, quedará inhábil para 
intentar nueva oposición. 
 

TITULO IV 
DE LAS SENTENCIAS SOBRE ACCIONES E INTERDICTOS POSESORIOS 

  
Art. 23 Las acciones o interdictos posesorios no se admitirán sino en tanto que hayan sido iniciadas 
dentro del año de la turbación, por aquellos que un año antes, a lo menos, se hallaban en pacífica 
posesión del objeto litigioso por sí o por sus causantes, y a título no precario. 
  
Art. 24 Cuando la posesión o la turbación fuere contradichas, el informativo que para su 
averiguación se ordene no podrá tener por objeto el fondo del derecho. 
  
Art. 25 Jamás se podrá involucrar lo posesorio con lo petitorio. 
  
Art. 26 El demandante en lo petitorio no podrá ejercer acción ulterior sobre lo posesorio. 
  
Art. 27 El demandante en materia posesoria no podrá intentar la acción petitoria sino después que la 
instancia sobre lo posesorio haya terminado completamente. En caso de haber sucumbido no podrá 
intentar la acción petitoria sino después de haber satisfecho plenamente todas las condenaciones. No 
obstante, si la parte que las hubiere obtenido estuviese en retardo de hacerlas liquidar, el juez de lo 
petitorio podrá fijar un plazo para esa liquidación, después de cuyo vencimiento será admisible la 
acción petitoria. 
  

TITULO V 
DE LAS SENTENCIAS QUE NO SON DEFINITIVAS Y DE SU EJECUCION 

 



 

 

 

Art. 28 No se librará copia de sentencia que no sea definitiva, cuando se diere contradictoriamente 
contra partes presentes. En aquellos casos en que la sentencia ordenare una operación a que deban 
concurrir las partes, fijará el lugar, día y hora y su simple pronunciamiento hará veces de citación. 
  
Art. 29 Si la sentencia ordenare juicio pericial, el juez de paz librará a la parte diligente cédula de 
citación para llamar los expertos o peritos, con designación del lugar, día y hora, con inserción del 
hecho, motivos y dispositivo de la sentencia referente a la operación decretada. Cuando la sentencia 
decrete un informativo, la cédula de citación mencionará la fecha de la sentencia, y fijará el lugar, el día 
y la hora en que deba realizarse. 
  
Art. 30 Siempre que el juez de paz se traslade al lugar litigioso, ya para visitarlo, ya para oír testigos, se 
hará acompañar del secretario, el cual llevará consigo la minuta de la sentencia preparatoria. 
  
Art. 31 No se admitirá recurso de apelación de las sentencias sino después de pronunciada la sentencia 
definitiva y juntamente con la apelación de esta sentencia; pero la ejecución de las sentencias 
preparatorias en nada perjudicará los derechos de las partes, en cuanto a la apelación, sin que de modo 
alguno tengan que hacer preventivamente protestas ni reservas. 
  
Por lo que hace a las sentencias interlocutorias, es admisible el recurso de apelación antes de la 
sentencia definitiva; y en este caso, se librará copia de la sentencia interlocutoria. 
  

TITULO VI 
DEL REQUERIMIENTO A LOS GARANTES 

  
Art. 32 Si el primer día de la comparecencia, el demandado pidiere que sea llamado su garante para 
sanearle en juicio, el juez de paz concederá plazo suficiente, atendida la distancia que mediare entre el 
juzgado de paz y el domicilio del garante; y la citación para éste será liberada o explicativa de las 
causas, y los fundamentos de la acción; y sin que sea necesario notificarle la sentencia que le llama en 
garantía. 
  
Art. 33 Si no hubiere solicitado el saneamiento el día de la primera comparecencia, o si la citación no se 
hizo en el plazo fijado, se procederá sin demora a la sentencia de la acción principal, sin perjuicio de 
estatuir separadamente sobre la demanda en garantía. 
  

TITULO VII 
DE LOS INFORMATIVOS 

 
Art. 34 (Derogado y sustituido por los artículos 73 al 100 de la Ley no. 834 del 15 de julio de 1978. 
  
Art. 35 (Los artículos 34 al 40 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 36 (Los artículos 34 al 40 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 37 (Los artículos 34 al 40 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  



 

 

 

Art. 38 (Los artículos 34 al 40 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 39 (Los artículos 34 al 40 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 40 (Los artículos 34 al 40 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  

TITULO VIII 
DE LAS VISITAS DE LUGARES CONTENCIOSOS Y 

DE LOS JUSTIPRECIOS 
 
Art. 41 Siempre que se trate de comprobar el estado de los lugares, o de justipreciar el valor de las 
indemnizaciones y reparaciones solicitadas, el juez de paz decretará su visita personal del lugar 
litigioso, a presencia de las partes. 
  
Art. 42 Si el objeto de la visita o del justiprecio exigiere conocimientos extraños al juez de paz, ordenará 
que los peritos que nombrará por su mismo auto, le acompañen a la visita y den su parecer siéndole 
facultativo fallar sobre el mismo lugar sin ausentarse. En los casos sujetos a apelación, el secretario 
redactará un acta de visita, consignando el juramento prestado por los peritos. El juez de paz, su 
secretario y los peritos firmarán el acta; si éstos no saben o no pueden firmar, se hará mención de ello 
en la misma.  
Art. 43 En los asuntos no sujetos a apelación es innecesaria el acta aludida, si bien la sentencia 
contendrá los nombres de los peritos, la prestación de su juramento y el resultado de su parecer. 
  

TITULO IX 
DE LA RECUSACION DE LOS JUECES DE PAZ 

 
Art. 44 Se podrá recusar a los jueces de paz en los casos siguientes: 1o. Cuando tengan interés personal 
en la contestación o litis; 2o. Cuando sean parientes o aliados de cualquiera de las  partes hasta el grado 
de primo hermano inclusive; 3o. Si dentro del año que precedió a la recusación, ha mediado proceso 
criminal entre ellos y una de las partes, o su cónyuge o sus parientes y afines en línea directa; 4o. Si 
hubiere pleito civil entre ellos y una de las partes o su cónyuge; 5o. Siempre que hubieren dado opinión 
por escrito sobre el asunto de que se trata. 
  
Art. 45 La parte que quisiere recusar a un juez de paz tendrá que formular su recusación apoyada en los 
motivos que para ello tuviere, haciéndola notificar por medio de cualquier alguacil, en la persona del 
secretario del juzgado de paz, quién visará el original del acto. Tanto el original como la copia irán 
firmados por la parte o su apoderado especial; y la copia depositada en secretaría será comunicada 
inmediatamente al juez de paz por el Secretario. 
  
Art. 46 El juez de paz está obligado a consignar al pie del acto, y dentro de dos días, su respuesta; bien 
accediendo a la recusación, bien su negativa de abstenerse del conocimiento del negocio, con su 
refutación a los medios de la recusación. 
  
Art. 47 Dentro de los tres días siguientes a la respuesta del juez de paz, negándose a abstenerse del 
conocimiento, o en vista de su silencio, el secretario, a instancia 



 

 

 

de la parte más diligente, remitirá al fiscal del tribunal de primera instancia del distrito una copia del 
acto de recusación del juez de paz con su refutación, si la hubiere. Esta recusación se juzgará en dicho 
tribunal en último recurso, y dentro de la octava, oído el dictamen del fiscal, y sin citación de parte. 
  

LIBRO II 
DE LOS TRIBUNALES DE PRIMERA 

INSTANCIA 
TITULO I 

  
DE LAS MEDIDAS CONSERVATORIAS FACULTATIVAS PREVIAS A LA DEMANDA 

 
Art. 48 (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). En caso de urgencia, y si el cobro del crédito 
parece estar en peligro, el juez de primera instancia del domicilio del deudor o del lugar donde estén 
situados los bienes a embargar podrá autorizar, a cualquier acreedor que tenga un crédito que parezca 
justificado en principio, a embargar conservatoriamente los bienes muebles pertenecientes a su deudor. 
  
El crédito se considerará en peligro y por tanto habrá urgencia cuando se aporten elementos de prueba 
de naturaleza tal que permitan suponer o temer la insolvencia inminente del deudor, lo cual se hará 
constar en el auto que dicte el juez, así como la suma por lo cual se autoriza el embargo y el plazo en 
que el acreedor deberá demandar ante el juez competente la validez del embargo conservatorio o sobre 
el fondo, todo a pena de nulidad del embargo. 
  
El juez podrá exigir al acreedor la justificación previa de la solvencia suficiente o la presentación de un 
fiador o de una fianza, que se hará en secretaría o en manos de un secuestrario, sin necesidad de llenar 
las formalidades prescritas por el artículo 440 del Código de Procedimiento Civil. 
La parte interesada podrá recurrir en referimiento ante el mismo juez que dictó el auto. 
El auto se ejecutará sobre minuta y no obstante cualquier recurso. 
  
Art. 49 El acta del embargo conservatorio será notificada al deudor conjuntamente con la demanda en 
validez o sobre el fondo. 
  
Art. 50 Dentro del mes de la notificación del acta del embargo, el deudor podrá hacer levantar el 
embargo conservatorio por instancia dirigida al juez de los referimientos, mediante consignación en 
manos del secuestrario que éste tenga a bien designar de las sumas necesarias para garantizar las 
causas del embargo, en principio, intereses y costas. 
  
Los valores así consignados quedarán afectados al pago del crédito del persiguiente con privilegio 
sobre los demás cuando el crédito litigioso haya sido objeto de una decisión judicial que haya adquirido 
autoridad de cosa juzgada. 
  
El tribunal apoderado del litigio o el juez de los referimientos podrá ordenar la cancelación, reducción o 
limitación del embargo, en cualquier estado de los procedimientos, cuando hubiere motivos serios y 
legítimos. 
  
Art. 51 El acta de embargo deberá contener, a pena de nulidad, una designación precisa y detallada de 
los bienes embargados así como elección de domicilio en el municipio donde se haga el embargo, si el 
acreedor no residiere en ese lugar. 
  



 

 

 

El deudor podrá hacer en ese domicilio de elección toda clase de notificaciones y recursos, incluyendo 
los ofrecimientos reales y la consignación. 
  
Los artículos 585, del 587 al 593, y del 596 al 602 del presente Código se aplicarán al acta de embargo 
conservatorio. 
  
Art. 52 Si los bienes muebles pertenecientes al deudor se encontraren en manos de terceros, se 
procederá en las formas previstas en materia de embargo retentivo o de embargo en reivindicación. 
  
Art. 53 La sentencia que valide el embargo conservatorio de los muebles lo convertirá de pleno derecho 
en embargo ejecutivo, sin necesidad de que se levante nueva acta de embargo, y la que deniegue la 
validación del embargo conservatorio valdrá levantamiento del mismo. 
  
Art. 54 El juez de primera instancia podrá igualmente, en las mismas formas y condiciones 
prescritas en el artículo 48 autorizar al acreedor a tomar una inscripción provisional de hipoteca judicial 
sobre algunos o sobre todos los inmuebles de su deudor. 
Esta inscripción provisional, solo producirá sus efectos por tres años; pero podrá renovarse por igual 
tiempo indefinidamente, mediante la presentación del auto que autorizó la primera inscripción. 
  
El acreedor deberá demandar sobre el fondo en el plazo que indique en el auto que autoriza la 
inscripción hipotecaria, bajo pena de nulidad de la inscripción. 
  
Dentro del plazo de dos meses de la fecha en que la sentencia sobre el fondo haya adquirido autoridad 
de cosa juzgada, el acreedor deberá convertir la inscripción provisional en inscripción definitiva, la cual 
producirá sus efectos retroactivamente a contar de la fecha de la primera inscripción y se hará sin costo. 
El acreedor pagará los derechos y gastos una sola vez. 
A falta de inscripción definitiva en el indicado plazo de dos meses, la inscripción provisional quedará 
retroactivamente sin efecto y su cancelación podrá ser solicitada por cualquier persona interesada, a 
costa del que haya tomado la inscripción y en virtud de auto dictado por el juez que la autorizó. 
  
Art. 55 Cuando el valor de los inmuebles afectados por la inscripción provisional, autorizada de 
conformidad con el artículo que antecede, sea notoriamente superior al monto de las sumas inscritas, el 
deudor podrá hacer limitar sus efectos, en cualquier momento, por el juez de los referimientos o por el 
juez que conozca del fondo de la demanda, mediante notificación de que los inmuebles que se reserven 
tengan por lo menos un valor doble al monto del crédito en principal, intereses y gastos. 
  
Art. 56 El acreedor notificará el auto que autoriza la inscripción provisional de la hipoteca judicial en la 
quincena de su inscripción, con elección de domicilio dentro de la jurisdicción de la Conservaduría de 
Hipotecas o del Registro de Títulos donde se haya hecho la inscripción o registro. 
  
El artículo 50 podrá aplicarse a la inscripción provisional de la hipoteca judicial. 
Si el crédito no es reconocido por la sentencia que decida sobre el fondo, la cancelación de la inscripción 
hipotecaria hecha a título provisional se hará cuando haya adquirido autoridad de cosa juzgada dicha 
sentencia, sea en virtud de la misma o por decisión del juez que autorizó la inscripción provisional. 
  
Art. 57 Toda enajenación a título gratuito de un mueble embargado es nula y sin efecto, si no ha 
adquirido fecha cierta con autoridad a la notificación del acta de embargo conservatorio. 
  



 

 

 

Después de la inscripción de la hipoteca hecha de acuerdo con los artículos 54 y 55, el deudor no podrá 
dar en arrendamiento sin autorización judicial, ni constituir derechos reales oponibles al acreedor 
persiguiente, ni percibir por anticipado o ceder rentas por más de tres meses, a pena de nulidad. 
  
Art. 58 Si el hacer un embargo conservatorio, el alguacil encontrare que los bienes han sido ya 
embargados, procederá a la comprobación de los mismos de acuerdo con el acta de embargo, que 
deberá presentarle el deudor y hará constar esa comprobación en su propia acta; de lo contrario 
recurrirá al juez de los referimientos, después de haber puesto un guardián en las puertas si fuere 
necesario. 
  
El acta de comprobación será notificada al primer embargante, y esta notificación valdrá oposición 
sobre el producto de la venta. 
  

TITULO II 
DE LOS EMPLAZAMIENTOS 

 
Art. 59 En materia personal, el demandado será emplazado para ante el tribunal de su domicilio: si no 
tuviere domicilio, para ante el tribunal de su residencia: si hubiere muchos demandados, para ante el 
tribunal del domicilio de uno de ellos, a opción del demandante. 
  
En materia real, para ante el tribunal donde radique el objeto litigioso. 
  
En materia mixta, para ante el tribunal donde radique el objeto litigioso, o para ante el del domicilio del 
demandado. 
  
En materia de sociedad, en tanto que exista, para ante el tribunal del lugar en que se halle establecida. 
  
En materia de sucesión, para ante el tribunal en donde se haya abierto ésta, en los casos siguientes: 1o. 
en las demandas entre herederos, hasta la divisoria inclusive; 2o. en las demandas intentadas por los 
acreedores del difunto antes de la divisoria; y 3o. en las relativas a la ejecución de las disposiciones 
testamentarias, hasta la sentencia definitiva. 
En materia de quiebra, para ante el tribunal del domicilio del quebrado. 
  
En materia de garantía, para que el tribunal ante el cual se halle pendiente la demanda originaria. 
  
Finalmente, en el caso de elección de domicilio, para la ejecución de un acto, para ante el tribunal del 
domicilio designado, o el del domicilio real del demandado, de conformidad al artículo 111 del Código 
Civil. 
  
Art. 60 Las demandas intentadas por los abogados y oficiales ministeriales, en pago de honorarios, se 
discutirán por ante el tribunal en donde se hubiesen causado dichos honorarios. 
  
Art. 61 (Mod. por la Ley No. 296 del 31 de mayo de 1940). En el acta de emplazamiento se hará constar 
a pena de nulidad: 1o. la común, el lugar, el día, el mes y el año del emplazamiento; los nombres, 
profesión y domicilio del demandante; la designación del abogado que defenderá por él con expresión 
del estudio del mismo, permanente o ad hoc, en la ciudad donde tenga su asiento el tribunal llamado a 
conocer del asunto, estudio en el que se considerará haber elegido domicilio el intimante, si por el 
mismo acto no lo hace, expresamente en otro lugar de la misma 



 

 

 

ciudad, salvo previsiones especiales de la ley; 2o. el nombre y residencia del alguacil así como el 
tribunal donde ejerza sus funciones; los nombres y residencia del demandado; y el nombre de la 
persona a quien se entregue la copia del emplazamiento; 3o. el objeto de la demanda, con la exposición 
sumaria de los medios; y 4o. la indicación del tribunal que deba conocer de la demanda, así como la del 
plazo para la comparecencia. 
  
Art. 62 En el caso de que el alguacil tenga que salir fuera de la población para notificar el acta de 
emplazamiento, se le abonarán sus dietas, conforme al arancel de costas judiciales. 
  
Art. 63 No se notificará ningún emplazamiento en los días de fiesta legal, sin permiso del presidente del 
tribunal que deba conocer de la demanda. 
  
Art. 64 En la materia real o mixta, los emplazamientos expresarán, a pena de nulidad, la naturaleza de 
la heredad, la común y, en tanto que sea posible, la sección o lugar en que esté situada; dos de los 
linderos, a lo menos; si fuere una casa, se expresará la calle y el número, si lo hubiere: si se trata de un 
predio rústico o fundo de labranza o granja, bastará designar el nombre y la situación de ellos. 
  
Art. 65 (Mod. por la Ley No. 5210 del 11 de septiembre de 1959). Con el emplazamiento se dará copia 
de los documentos, o de la parte de aquellos en que se apoye la demanda. A la falta de estas copias, no 
se regularán en las costas las que el demandante estuviere obligado a producir en el curso de la 
instancia. 
 
Art. 66 El alguacil no podrá autorizar los actos requeridos por sus parientes y afines, ni los de su 
esposa, en línea directa, hasta lo infinito; y en la línea colateral, hasta primo hermano inclusive: el todo 
a pena de nulidad. 
  
Art. 67 Los alguaciles están obligados a expresar el valor del emplazamiento, tanto en original como en 
la copia bajo la pena de un peso, que se hará efectiva al registrarse el acto. 
Art. 68 (Mod. por la Ley No. 3459 del 24 de septiembre de 1952). Los emplazamientos deben notificarse 
a la misma persona, o en su domicilio, dejándole copia. Si el alguacil no encontrare en éste ni a la 
persona a quien se emplaza ni a ninguno de sus parientes, empleados o sirvientes, entregará la copia a 
uno de los vecinos, quien firmará en el original. Si el vecino no quiere o no puede firmar, el alguacil 
entregará la copia al síndico municipal, o a quien haga sus veces, si fuere en la cabecera de un 
municipio, y al alcalde pedáneo si fuere en el campo. Estos funcionarios deberán visar el original, libre 
de todo gasto. El alguacil hará mención de todo, tanto en el original como en las copias. 
  
Art. 69 Se emplazará: 
1o. (Derogado por el Art. 21 de la Ley No. 1486 del 20 de marzo de 1938). 
2o. (Derogado por el Art. 21 de la Ley No. 1486 del 20 de marzo de 1938). 
3o. (Derogado por el Art. 21 de la Ley No. 1486 del 20 de marzo de 1938). 
4o. (Mod. por la Ley No. 3459 del 24 de diciembre de 1952). A los municipios, en la persona o en el 
domicilio del síndico municipal respectivo; y al Distrito Nacional, en la persona o en el domicilio del 
Presidente del Ayuntamiento del Distrito Nacional. 
  
5o. A las sociedades de comercio, mientras existan, en la casa social; y si no lo hay, en la persona o 
domicilio de uno de los socios. 
  



 

 

 

6o. A los concursos y ligas de acreedores, en la persona o en el domicilio de uno de los síndicos. 
  
7o. A aquellos que no tienen ningún domicilio conocido en la República, en el lugar de su actual 
residencia; si no fuere conocido ese lugar, el emplazamiento se fijará en la puerta principal del local del 
tribunal que deba conceder de la demanda, entregándose una copia al fiscal, que visará el original. 
  
8o. A aquellos que se hallen establecidos en el extranjero, se les emplazará en el domicilio del fiscal del 
tribunal que deba conocer de la demanda; el fiscal visará el original y remitirá la copia al Ministro de 
Relaciones Exteriores. 
  
Art. 70 Lo que se prescribe en los dos artículos precedentes, se observará bajo pena de nulidad. 
  
Art. 71 Si se declarase nulo un emplazamiento por causa del alguacil, podrá éste ser condenado a pagar 
los gastos del emplazamiento y del procedimiento anulado; salvo los daños y perjuicios de la parte, 
según las circunstancias. 
  
Art. 72 El término ordinario de los emplazamientos, para aquellos que estén domiciliados en la 
República, es el de la octava. 
  
En aquellos casos que requieran celeridad, el presidente podrá, por auto a instancia de parte, permitir 
que se emplace a breve término. 
  
Art. 73 (Mod. por la Ley No. 1821 del 14 de octubre de 1948). Si el emplazo residiere fuera de la 
República, el término será como sigue: 
1.- Alaska, Cánada y Terranova, treinta días. 
2.- Estados Unidos de América, Cuba, Haití y Puerto Rico, quince días. 
3.- México, América Central, incluyendo Panamá y demás Antillas, cuarenta y cinco días. 
4.- Estados o territorios suramericanos con litoral en el Mar Caribe o en el Atlántico, sesenta días. 
5.- Estados o territorios suramericanos con litoral en el Pacífico y demás parte de América, sesenta y 
cinco días. 
6.- Estados o territorios de Europa, excluyendo Rusia, y Estados o territorios del norte de Africa, sesenta 
días. 
7.- Rusia y demás puntos de la tierra, ciento veinte días. 
  
Art. 74 Cuando el emplazamiento que deba hacerse a una persona domiciliada en el extranjero, se le 
entregue personalmente en la República, no se contará sino el término ordinario; el tribunal puede, sin 
embargo, prorrogar dicho término, si hubiere lugar a ello. 
  

TITULO III 
DE LA CONSTITUCION DE ABOGADO, 

Y DE LAS DEFENSAS 
 
Art. 75 (Mod. por la Ley No. 296 del 31 de mayo de 1940). El demandado está obligado, en el término 
del emplazamiento, a constituir abogado y elegir domicilio en la ciudad que sea asiento del tribunal 
que deba conocer del caso salvo previsiones especiales de la ley; dicha constitución se hará por acto 
notificado de abogado a abogado. Ni el demandante ni el demandado podrán revocar su respectivo 
abogado sin constituir otro. Los procedimientos hechos y las sentencias obtenidas contra el abogado 
revocado y no reemplazado serán válidos. 



 

 

 

  
Art. 76 Cuando la demanda haya sido formada a breve término, el demandado podrá hacer presentar el 
día de la audiencia su abogado, a quien se dará acta de su constitución: de esta sentencia no se sacará 
copia; pero el abogado del demandado está obligado en ese día, a reiterar su constitución por un acta; y 
si no lo hiciere, se sacará copia de la sentencia a su costa. 
Art. 77 (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). Después de vencidos los plazos del 
emplazamiento cualquiera de las partes podrá promover la audiencia. 
  
Art. 78 (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). En la audiencia las partes se limitarán a 
exponer sus conclusiones motivadas y el juez les concederá plazos moderados para el depósito de 
réplica y contrarréplica que no deberán exceder de quince días para cada una de las partes y serán 
consecutivos. 
  
Art. 79 (Derogado por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). 
Art. 80 (Derogado por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). 
Art. 81 (Derogado por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 82 En todos los casos en que la audiencia pueda perseguirse por un acto de abogado, no se 
admitirá en la tasación sino un solo por cada parte. 
  

TITULO IV 
DE LA COMUNICACION AL FISCAL 

 
Art. 83 (Mod. por el Decreto del 14 de junio de 1889). Se comunicarán al fiscal las causas siguientes: 1o. 
las que conciernen al orden público, a las comunes, establecimientos públicos, a las donaciones y 
legados en provecho de los pobres; 2o. las que conciernen al estado de las personas y las tutelas; 3o. las 
declinatorias por incompetencia; 4o. designación de jueces, recusación y declinatorias por parentesco y 
alianza; 5o. responsabilidad civil contra los jueces; 6o. (Mod. por el Art. 3o. de la Ley No. 390 del 14 de 
diciembre de 1940). Las causas que interesen a la mujer casada; 7o. las causas de los menores y, 
generalmente, todas aquellas en que una de las partes sea defendida por un curador, y las causas que 
conciernen o interesan a los presuntos ausentes. 
  
Párrafo.- (Agregado por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). La comunicación al fiscal solo procede 
en los casos antes indicados cuando es requerida por el demandado in limine litis, o cuando es 
ordenada de oficio por el tribunal. 
  
Art. 84 (Derogado por la Ley No. 1822 del 16 de octubre de 1948). 
  
  

TITULO V 
DE LAS AUDIENCIAS, SU PUBLICIDAD Y POLICIA 

 
Art. 85 Las partes podrán, acompañadas de sus abogados, defenderse por sí mismas. Sin embargo, el 
Tribunal tiene la facultad de prohibirles este derecho, si reconoce que la pasión o la inexperiencia no les 
permite discutir con la decencia conveniente, o con la claridad necesaria para el esclarecimiento de la 
causa. 
  



 

 

 

Art. 86 Las partes no podrán encargar de su defensa, sea verbal, sea por escrito, ni aún a título de 
consulta a los jueces en actividad de servicio y a los fiscales, aunque se refiera a los pleitos que se 
ventilan en tribunales diferentes de aquellos en que ellos ejerzan sus funciones. Sin embargo, los jueces 
y fiscales pueden defender por ante todos los tribunales sus causas personales y las de sus esposas, 
parientes o afines en línea recta, y las de sus pupilos. 
  
Art. 87 Las audiencias serán públicas, excepto aquellas que la Ley ordena que sean secretas. 
El tribunal puede, no obstante, ordenar que se celebren a puertas cerradas, si la discusión pública 
pueda dar lugar a escándalo o inconvenientes graves; pero en este caso, el tribunal estará obligado a 
deliberar sobre el particular, y a dar cuenta de su deliberación al mismo fiscal. 
  
Art. 88 Los que asistieren a las audiencias deberán estar con la cabeza descubierta, con respeto y 
silencio; todo cuanto ordenase el presidente para mantener el orden, será ejecutado al instante y con 
puntualidad. La misma disposición se observará en aquellos lugares en que, sean los jueces o los 
fiscales, ejercieren las funciones de su cargo. 
  
Art. 89 Si uno o muchos individuos, sean quienes fueren, interrumpieren el silencio, haciendo señales 
de aprobación, sea a la defensa de las partes, sea a los discursos de los jueces o del fiscal, sea a las 
advertencias u órdenes del presidente, juez comisario o fiscal, sea a las sentencias o autos; a los que 
causaren alboroto o excitación a ello, de cualquier manera que sea, si después de la advertencia de los 
alguaciles, no se contuvieren, serán aprehendidos y detenidos en la cárcel pública durante veinte y 
cuatro horas; el alcaide les recibirá en ella con la presentación de la orden del presidente, de la cual se 
hará mención en el acta de audiencia. 
  
Art. 90 Si el desorden fuese ocasionado por un individuo que desempeñe algún destino en el tribunal, 
podrá ser suspendido de sus funciones, además de las penas de que trata el artículo precedente; la 
suspensión, por la primera vez, no podrá exceder de tres meses. La sentencia será ejecutoria 
provisionalmente, lo mismo que el caso del artículo anterior. 
  
Art. 91 Toda persona que ultrajase o amenazase a los jueces o curiales, en el ejercicio de sus funciones, 
será, por auto del presidente, del juez comisario o el fiscal, cada uno en el lugar donde ejerza la policía, 
aprehendido y detenido en la cárcel pública, interrogado dentro de las veinte y cuatro horas, y 
condenado por el tribunal, en vista del acta que haga constar el delito, a una prisión que no podrá 
exceder de un mes, y a una multa que no podrá ser menos de veinte y cinco pesos, ni exceder de cien. Si 
al acusado no se le pudiese aprehender en el instante, el tribunal pronunciará las penas antedichas, en 
las veinte y cuatro horas; salvo la oposición que el condenado podrá interponer en los diez días 
siguientes al pronunciamiento de la sentencia, constituyéndose en estado de arresto. 
  
Art. 92 En el caso de que los delitos cometidos mereciesen una pena aflictiva o infamante, el encausado 
será enviado en calidad de arresto por ante el tribunal competente, para que allí sea perseguido y 
castigado de conformidad a las reglas establecidas por el Código de Instrucción Criminal. 
  

TITULO VI 
DEL EXAMEN PREVIO Y LA INSTRUCCION POR 

ESCRITO 
 
Art. 93 El tribunal podrá ordenar que los documentos se depositen en secretaría, para deliberarse 
mediante la relación que de ellos mismos formule uno de los 



 

 

 

jueces nombrado por la sentencia, con indicación del día en que deba presentarse dicha relación. 
  
Art. 94 Las partes y sus abogados estarán obligados a ejecutar la sentencia que ordena el examen 
previo, sin que haya necesidad de sacar copia de dicha sentencia ni notificarla, y sin intimación; si una 
de las partes no depositase sus documentos, la causa será decidida en vista de los documentos de la 
otra. 
  
Art. 95 Si una causa no pareciese susceptible de ser decidida por alegatos o examen previo, el tribunal 
ordenará que se instruya por escrito, para que se haga la relación de la misma por uno de los jueces 
nombrado por la sentencia. Ninguna causa puede someterse a la relación, sino en la audiencia, y a 
mayoría de votos. 
  
Art. 96 El demandante hará notificar un escrito, conteniendo sus medios de defensa, en la octava de la 
notificación de la sentencia, terminando con un estado de los documentos producidos en apoyo. Estará 
también obligado, en las veinte y cuatro horas que sigan a aquella notificación a depositar en la 
secretaría su escrito, participándolo a la parte contraria. 
  
Art. 97 En la octava del depósito en la secretaría, hecho por el demandante, el demandado tomará en 
comunicación los documentos, y hará notificar su respuesta con el estado de los documentos en apoyo, 
al pie del escrito: en las veinte y cuatro horas después de esta notificación, el demandado devolverá a la 
secretaría los documentos que se le dieron en comunicación, hará el suyo y notificará el acto. Cuando 
haya muchos demandados que tengan a la vez abogados e intereses diferentes, tendrá cada uno el 
término fijado para la toma en comunicación, contestar y depositar; la comunicación se les dará 
sucesivamente, principiando por el más diligigente. 
  
Art. 98 Si el demandante no hiciere el depósito en secretaría en el término antes fijado, el demandado 
hará el suyo, como se ha dicho. El demandante no tendrá sino ocho días para imponerse de los 
documentos y replicar; pasado este término, se procederá a dar sentencia, en vista de los documentos 
del demandado. 
  
Art. 99 Si fuere el demandado el que no haya depositado sus documentos, en el término acordado, se 
procederá a dar sentencia con vista de los documentos del demandante. 
Art. 100 En el caso en que haya vencido uno de los plazos fijados, sin que ninguno de los demandados 
haya tomado en comunicación los documentos, se procederá a dar la sentencia, con vista de los que se 
hubieren depositado. 
  
Art. 101 A falta de depósito hecho por el demandante, el demandado más diligente hará el depósito de 
los documentos en secretaría; y se seguirá la instrucción según se ha expresado. 
Art. 102 Cuando una de las partes quiera depositar nuevos documentos, lo hará en la secretaría, con 
acto que contenga el estado de ellos; lo cual se notificará al abogado, sin escrito de nuevo depósito, bajo 
pena de ser desechado de la tasación, aún cuando el estado de los documentos contuviere nuevas 
conclusiones. 
  
Art. 103 La parte contraria tendrá ocho días para tomar en comunicación los documentos, y dar 
contestación, la cual no podrá exceder de tres pliegos de papel. 
  
Art. 104 Los abogados expresarán, al pie de los originales y copias de todos sus escritos, el número de 



 

 

 

pliegos de papel que empleen; lo que también se anunciará en el acto de depósito, bajo pena de ser 
desechado de la tasación. 
  
Art. 105 No entrarán en tasación, sino los escritos y notificaciones mencionados en el presente título. 
  
Art. 106 La comunicación de los documentos se tomará en la secretaría, dando recibo los abogados, con 
expresión de la fecha en que se haga. 
  
Art. 107 En el caso de que los abogados no devolviesen los documentos recibidos en comunicación, en 
el término arriba expresado, el tribunal, en vista del certificado del secretario, y mediante un simple 
acto de intimación para continuar la audiencia dará sentencia que los condenará personalmente, y sin 
apelación a la devolución de los documentos; así como las costas de la sentencia sin repetición; y a dos 
pesos, a lo menos, de daños y perjuicios por cada día de retardo. Si los abogados no devolviesen los 
documentos, en la octava de la notificación de dicha sentencia, el tribunal podrá aplicar, sin apelación, 
mayor suma por daños y perjuicios, y aun condenarlos al apremio corporal, y suspenderles por todo el 
tiempo que juzgase conveniente. Las anteriores condenaciones se podrán pronunciar a solicitud de las 
partes, sin que para ello necesiten del auxilio de abogados, y por un simple memorial que presentarán 
al presidente, al relator o al fiscal. 
  
Art. 108 En la secretaría del tribunal se llevará un registro, en el cual se inscribirán todos los depósitos, 
según su orden de fechas; dicho registro, dividido en columnas, contendrá la fecha del depósito, los 
nombres de las partes, los de sus abogados y el del relator; dejándose una columna en blanco. 
  
Art. 109 Después que todas las partes hayan hecho el depósito, o después de vencidos los plazos arriba 
expresados, el secretario, a requerimiento de la parte más diligente, entregará los documentos al relator, 
que se hará cargo de ellos, firmando en la columna en blanco el registro de depósito. 
  
Art. 110 En los casos de muerte, dimisión o impedimento del relator, se nombrará otro juez por auto del 
presidente, a escrito presentado; notificándose dicho auto a la parte o a su abogado, tres días a lo menos 
antes de la relación. 
  
Art. 111 Todas las relaciones, aun las hechas por examen previo, se harán en la audiencia: el relator 
resumirá el hecho y los medios, sin manifestar su opinión: los abogados, bajo ningún pretexto, tendrán 
la palabra después del relator: y solamente podrán entregar, en el momento, al presidente, simples 
notas que indiquen los hechos que conceptúen que el relator haya presentado de un modo incompleto o 
inexacto. 
  
Art. 112 Después de oído el relator, seguirá el fiscal en su dictamen, también en la misma audiencia. 
  
Art. 113 Las sentencias que se dictaren en vista de los documentos de una sola de las partes, por no 
haber la otra depositado los suyos, no son susceptibles de oposición. 
  
Art. 114 Después de pronunciada la sentencia, el relator devolverá los documentos a la secretaría; y 
quedará descargado de ellos con sólo tachar su firma en el registro de depósito. 
  
Art. 115 Al retirar los abogados sus documentos, firmarán al margen del registro de depósito: lo cual 
servirá de descargo al secretario. 
  



 

 

 

 
TITULO VII 

DE LAS SENTENCIAS 
 

Art. 116 Las sentencias se decidirán a mayoría de votos, y se pronunciarán en seguida. Los jueces se 
retirarán a la cámara de consejo para decidir; podrán también diferir la causa para dar decisión en una 
de las próximas audiencias. 
  
Art. 117 Cuando haya más de dos opiniones, los jueces que se encuentren en minoría, estarán obligados 
a agregarse a una de las dos opiniones que se hayan emitido por el mayor número. No obstante, no 
estarán obligados a adherirse sino después que se hayan recogido los votos por segunda vez. 
  
Art. 118 (Mod. por el Art. 3 de la Ley No. 4983 del 5 de abril de 1911). En los casos de empate, se 
llamará para dirimir, a uno de los jueces de primera instancia del departamento. La causa se discutirá 
nuevamente. 
  
Art. 119 (Derogado y sustituido por los artículos 60 al 72 de la Ley No. 834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 120 En toda sentencia que ordene un juramento, se enunciarán los hechos sobre los cuales deba ser 
recibido. 
  
Art. 121 El juramento se hará por la parte personalmente, y en la audiencia. En el caso de impedimento 
legítimo, debidamente justificado, el juramento podrá recibirse ante el juez que el tribunal comisione, el 
que se trasladará a la morada de la parte, con asistencia del secretario. Si la parte a la cual se ha 
deferido el juramento, reside en otro distrito, el tribunal podrá ordenar que lo preste ante el tribunal del 
lugar de su residencia. En todos estos casos, el juramento se prestará en presencia de la otra parte, y 
llamada legalmente por acto de abogado a abogado; y si no tuviere abogado nombrado, por 
emplazamiento que exprese el día de la prestación del juramento. 
  
Art. 122 En todos aquellos casos en que los tribunales pueden acordar plazos para la ejecución de sus 
sentencias, lo harán por la misma sentencia que estatuya sobre la causa, expresando los motivos para 
haber acordado el plazo. 
  
Art. 123 El plazo se contará desde el día de la sentencia, cuando sea contradictoria; y del de la 
notificación, si se hubiere dado en defecto. 
  
Art. 124 El deudor no podrá obtener plazo, ni gozar del que se le hubiere acordado, si sus bienes han 
sido subastados a requerimiento de otros acreedores; o si se halla en estado de quiebra; o es contumaz; 
o si está preso; o finalmente, cuando por causa suya, hubieren disminuido las seguridades que había 
dado al acreedor por su contrato. 
  
Art. 125 Los actos conservatorios serán válidos, no obstante el plazo acordado. 
  
Art. 126 El apremio corporal no se pronunciará, sino en los casos prescritos por la ley. 
(Ver artículo 8-2-a de la Constitución de la República). 
  
Art. 127 Los jueces pueden disponer que se sobresea en la ejecución de la prisión, durante el tiempo que 
fijen; después de este tiempo se ejecutará, sin necesidad de 



 

 

 

nueva sentencia. Dicho sobreseimiento no se podrá acordar, sino por la sentencia que decida la 
contestación, la cual enunciará los motivos del tiempo acordado. 
  
Art. 128 Las sentencias que condenen a daños y perjuicios, contendrán la liquidación u ordenarán que 
se presenten por estado. 
  
Art. 129 Las sentencias que condenen a una restitución de frutos ordenarán que sea en naturaleza por lo 
que respecta al último año; y por lo que hace a los años precedentes, según los precios corrientes del 
mercado más próximo; tendiéndose en cuenta las estaciones y los precios comunes del año; y a falta de 
precios corrientes, por la opinión de peritos. Si fuese imposible la restitución en naturaleza por el 
último año, se hará del mismo modo prescrito para la de los años precedentes. 
  
Art. 130 (Mod. por la Ley No. 507 del 25 de julio de 1941). Toda parte que sucumba será condenada en 
las costas; pero éstas no serán exigibles, sea que provengan de nulidades, excepciones o incidentes o del 
fallo de lo principal, sino después que recaiga sentencia sobre el fondo que haya adquirido la fuerza de 
la cosa irrevocablemente juzgada. Sin embargo, si en virtud de sentencia sobre incidente, nulidad o 
excepción el tribunal ha quedado desapoderado del conocimiento del fondo, las costas serán exigibles 
un mes después de haber adquirido dicha sentencia la fuerza de la cosa irrevocablemente juzgada, 
siempre que durante ese plazo no se haya introducido de nuevo demanda sobre el fondo del litigio. 
  
Art. 131 (Mod. por la Ley No. 296 del 31 de mayo de 1940). Sin embargo, se podrán compensar las 
costas en el todo o en parte entre cónyuges, ascendientes, descendientes, hermanos y hermanas o afines 
en los mismos grados. Los jueces pueden también compensar las costas, en el todo o en parte, si los 
litigantes sucumbieren respectivamente en algunos puntos, o cuando concedan un plazo de gracia a 
algún deudor. 
  
Art. 132 Los abogados y alguaciles que excediesen los límites de su ministerio; los tutores, curadores, 
herederos beneficiarios u otros administradores que hubiesen comprometido los intereses confiados a 
su administración podrán ser condenados a las costas, en su propio nombre y sin derecho a repetición; 
as í como a los daños y perjuicios, si hubiere lugar; sin perjuicio de pronunciar la suspensión contra los 
abogados y alguaciles, y la destitución contra los tutores y los demás, según la gravedad de las 
circunstancias. 
  
Art. 133 (Mod. por la Ley No. 507 del 25 de julio de 1941). Los abogados pueden pedir la distracción de 
las costas a su provecho afirmando antes el pronunciamiento de la sentencia que ellos han avanzado la 
mayor parte. La distracción de las costas no se podrá declarar sino por la sentencia que condene al pago 
de ellas; en este caso, se promoverá tasación y se expedirá el auto a nombre del abogado; sin perjuicio 
de la acción contra la parte. Las costas distraídas no podrán ser cedidas por la parte que ha obtenido 
ganancia de causa, ni podrán ser embargadas retentivamente por los acreedores de esta última. Sin 
embargo, la distracción no obsta a que la parte condenada en costas pueda oponer al abogado las 
causas de compensación que hubiera podido invocar contra el cliente de este último por concepto de 
créditos del litigio, en principal, accesorios y costas a que se refiere el artículo 130. 
  
Art. 134 Cuando se hubiese intentado una demanda provisional, si el pleito se hallase en estado, tanto 
sobre lo provisional, como sobre el fondo, los jueces estarán obligados a decidir el todo por una sola 
sentencia. 
  



 

 

 

Art. 135 (Derogado y sustituido por los artículos 127 al 141 de la Ley No. 834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 136 (Los artículos 135 al 136 fueron derogados y sustituidos por los artículos 127 al 141 de la Ley 
No. 834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 137 (Los artículos 135 al 136 fueron derogados y sustituidos por los artículos 127 al 141 de la Ley 
No. 834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 138 El presidente, los jueces, y el secretario firmarán la sentencia, tan pronto como se redacte; y se 
hará mención, al margen de la hoja de audiencia, de los jueces y del fiscal que hubiesen asistido: esta 
mención se firmará por el presidente y secretario. 
  
Art. 139 Los secretarios que expidiesen copia de una sentencia antes de firmada, serán perseguidos 
como falsarios. 
  
Art. 140 Tanto el Ministro Fiscal de la Suprema Corte, como los tribunales inferiores, inspeccionarán 
todos los meses los registros donde se asienten las sentencias, para cerciorarse de que se ha cumplido 
con estas disposiciones: en el caso de incumplimiento, extenderán acta para proceder como haya lugar. 
  
Art. 141 La redacción de las sentencias contendrá los nombres de los jueces, del fiscal y de los abogados; 
los nombres, profesiones y domicilio de las partes; sus conclusiones, la exposición sumaria de los 
puntos de hecho y de derecho, los fundamentos y el dispositivo. 
  
Art. 142 La redacción se hará por las cualidades notificadas entre las partes: de consiguiente, la parte 
que quisiere obtener copia de una sentencia contradictoria, estará obligada a notificar al abogado de su 
adversario; las cualidades que contengan los nombres, profesiones y domicilio de las partes, las 
conclusiones y los puntos de hecho y de derecho. 
  
Art. 143 El original de esta notificación permanecerá en manos de los alguaciles de estrados, durante 
veinte y cuatro horas. 
  
Art. 144 El abogado que quiera oponerse, sea a las cualidades, sea a la exposición de los puntos del 
hecho y de derecho, lo declarará al alguacil de estrados, que deberá hacer mención de ello en el 
original. 
  
Art. 145 Por un simple acto de abogado a abogado, las partes se arreglarán respecto a esa oposición por 
ante el juez que hubiese presidido; en el caso de impedimento de éste, por ante el juez más antiguo, 
según el orden de la toma de posesión. 
  
Art. 146 Las sentencias se encabezarán y darán en nombre de la República. 
Art. 147 Cuando haya abogado constituido, no se podrá ejecutar la sentencia, sino después de haberle 
sido notificada, a pena de nulidad. Las sentencias provisionales y definitivas que pronunciasen 
condenaciones, se notificarán además a la parte, en su persona o en su domicilio, haciéndose mención 
de la notificación hecha al abogado. 
  
Art. 148 Si el abogado ha muerto o cerrado su estudio, la notificación a la parte bastará; pero se hará 
mención de la muerte o de la cesación de funciones del abogado. 
  



 

 

 

TITULO VIII 
DE LAS SENTENCIAS EN DEFECTO, 

Y DE LA OPOSICION A LAS MISMAS 
 

Art. 149 (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). Si el demandado no comparece en la forma 
indicada por la ley o si el abogado constituído no se presenta en el día indicado para la vista de la causa 
se pronunciará el defecto. 
  
Párrafo.- Si el día fijado para la audiencia el demandado no concluye sobre el fondo y se limita a 
proponer una excepción o a solicitar una medida de instrucción cualquiera el juez fallará con arreglo a 
lo que se prevé en las disposiciones procesales que rigen la materia. 
  
Art. 150 (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). El defecto se pronunciará en la 
audiencia mediante el llamamiento de la causa; las conclusiones de la parte que lo requiera, serán 
acogidas si se encontrasen justas y reposasen en una prueba legal. Sin embargo, los jueces podrán 
ordenar que los documentos se depositen en secretaría, para dictar sentencia en la próxima audiencia. 
  
La oposición será admisible contra las sentencias en última instancia pronunciadas por defecto contra el 
demandado, si éste no ha sido citado por acto notificado a su persona misma o a la de su representante 
legal. 
  
Art. 151 (Modificado por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). En caso de pluralidad de demandados, 
si uno de ellos, o varios, o todos no han constituido abogados, el tribunal fallará al fondo, por sentencia 
reputada contradictoria respecto de todos, cuando la decisión sea susceptible de apelación o cuando los 
demandados condenados en defecto hayan sido citadas a persona, o en la persona de su representante 
legal. 
  
Si la decisión requerida por el demandante no es susceptible de apelación, aquel o aquellos de los 
demandados que, no habiendo sido citados a persona no comparezcan, serán citados de nuevo por el 
alguacil comisionado por auto del presidente. La sentencia pronunciada después de la expiración del 
nuevo plazo de emplazamiento será reputada contradictoria respecto de todos, siempre que uno de los 
demandados por primero o el segundo acto, haya constituido abogada o haya sido citado en persona o 
en la persona de su representante legal; en el caso contrario, los demandados que hayan hecho defecto 
podrán formar oposición a la sentencia. 
  
Párrafo.- Cuando varios demandados hayan sido emplazados para el mismo objeto, a diferentes plazos, 
o haya habido nuevo emplazamiento en aplicación del párrafo precedente, no se fallará respecto de 
ninguno de ellos antes del vencimiento del plazo más largo. 
  
Art. 152 (Derogado por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 153 (Mod por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). El acto de nueva citación a que 
Se refieren las disposiciones precedentes mencionará que la sentencia a intervenir tendrá los efectos de 
una sentencia contradictoria. 
  
Art. 154 (Derogado por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). 
  



 

 

 

Art. 155 (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). Las sentencias por defecto, sean o no 
reputadas contradictorias, no serán ejecutadas mientras la oposición o la apelación sean admisibles, a 
menos que la ejecución provisional sea de derecho o haya sido ordenada. 
  
Art. 156 (Mod por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). Toda sentencia por defecto, lo mismo que 
toda sentencia reputada contradictoria por aplicación de la ley, será notificada por un alguacil 
comisionado a este efecto, sea en la sentencia, sea por un auto del presidente del tribunal que ha 
dictado la sentencia. 
  
La notificación deberá hacerse en los seis meses de haberse obtenido la sentencia, a falta de lo cual la 
sentencia se reputará como no pronunciada. Dicha notificación deberá, a pena de nulidad, hacer 
mención del plazo de oposición fijado por el artículo 157 o del plazo de apelación previsto en el artículo 
443, según sea el caso. 
  
En caso de perención de la sentencia, el procedimiento no podrá ser renovado sino por una nueva 
notificación del emplazamiento primitivo. El demandado será descargado de las costas del primer 
procedimiento. 
  
Art. 157 (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). La oposición, en el caso en que sea admisible 
de acuerdo con el artículo 149, deberá, a pena de caducidad, ser notificada en el plazo de 15 días a 
partir de la notificación de la sentencia a la persona del condenado o de su representante, o en el 
domicilio del primero. 
  
Art. 158 (Derogado por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). 
Art. 159 (Derogado por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 160 Cuando la sentencia en defecto haya sido pronunciada contra una parte que tenga abogado, la 
oposición no se recibirá sino en tanto que se haya formado por escrito, notificado de abogado a 
abogado. 
  
Art. 161 El escrito contendrá los medios de oposición, a menos que los medios de defensa no se 
hubiesen notificado antes de la sentencia; en cuyo caso bastará declarar que se emplean como medios 
de oposición. La oposición que no se notifique en esta forma no detendrá la ejecución; se desechará por 
efecto de simple acto, y sin necesidad de ningún otro procedimiento. 
  
Art. 162 Cuando la sentencia en defecto haya sido pronunciada contra una parte que no tenga abogado, 
la oposición se podrá formar, sea por acto extrajudicial, sea por declaración hecha al notificársele los 
mandamientos de pago, actos de embargo o de prisión, o todo otro acto de ejecución; con la obligación 
por parte del oponente de reiterarla por medio del escrito en la octava, con constitución de abogado; 
pasado este término, no será admisible y se continuará la ejecución, sin necesidad de hacerla ordenar. Si 
el abogado de la parte que ha obtenido la sentencia, ha muerto o no puede ya defender, la parte hará 
notificar a la condenada en defecto nueva constitución de abogado; y éste está obligado, en los términos 
arriba expresados, contados desde el día de la notificación, a reiterar la oposición por medio el escrito, 
constituyendo abogado. 
  
En ningún caso entrarán en la tasación los medios de oposición presentados con posterioridad al 
escrito. 



 

 

 

Art. 163 En la secretaría del tribunal se llevará un registro, en el cual el abogado del oponente hará 
mención sumaria de la oposición, enunciando los nombres de las partes, de sus abogados, y la fecha de 
la sentencia en defecto y de la oposición: no se abonará el derecho de registro sino en el caso en que se 
sacase copia. 
  
Art. 164 No se ejecutará ninguna sentencia en defecto contra un tercero, sino probando, con la 
certificación del secretario, que no existe ninguna oposición en el registro. 
  
Art. 165 En ningún caso se podrá aceptar oposición contra una sentencia que haya desechado la 
primera oposición formada. 
  

TITULO IX 
DE LAS EXCEPCIONES 

 
Párrafo 1ro. De la Fianza que deben prestar los extranjeros. 
Art. 166 (Mod. por el Art. 2 de la Ley No. 295 del 1919). El extranjero transeúnte que actúe como 
demandante principal o interviniente ante cualquier tribunal o juzgado de la República, que no sea un 
juez de paz si el demandado lo propone antes de otra excepción, deberá afianzar previamente el pago 
de las costas y de los daños y perjuicios a que pudiere ser condenado. 
  
(Ver el artículo 16 del Código Civil, modificado por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). 
 
Art. 167 (Mod. por el Art. 2 de la Ley No. 295, del 21 de mayo de 1919). La sentencia que impone la 
fianza fijará también su cuantía. Si el extranjero consigna en el erario la suma fijada por la sentencia, o si 
demuestra que posee en la República bienes inmuebles, que están en condiciones de poder garantizar el 
pago de esa suma, será exonerado de dar fianza. 
Párrafo 2do. De las Declinatorias. 
  
Art. 168 Los artículos 168 al 172 fueron derogados y sustituidos por los Arts. 1 a 34 de la Ley 834 del 15 
de julio de 1978. 
  
Art. 169 (Los artículos 168 al 172 fueron derogados y sustituidos por los artículos 1 al 34 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 170 (Los artículos 168 al 172 fueron derogados y sustituidos por los artículos 1 al 34 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 171 (Los artículos 168 al 172 fueron derogados y sustituidos por los artículo 1 al 34 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 172 (Los artículos 168 al 172 fueron derogados y sustituidos por los artículo 1 al 34 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
Párrafo 3ro. Las Nulidades. 
  
Art. 173 (Derogado y sustituido por los Arts. 35 al 43 de la Ley No. 834 del 15 de julio de 1978). Párrafo 
4to. De las Excepciones Dilatorias. 
  



 

 

 

Art. 174 El heredero, la viuda, la mujer separada del cuerpo o bienes, emplazada por defecto de la 
comunidad, tendrán tres meses, contados desde el día en que se abra la sucesión o desde el que se haya 
disuelto la comunidad, para hacer inventarios, y cuarenta días para deliberar: si el inventario se ha 
hecho antes de los tres meses, el término de los cuarenta días principiará desde el que se hubiese 
terminado aquel. Si justifican que el inventario no se ha podido hacer en los tres meses, se les acordará 
un término conveniente para que lo hagan, y cuarenta días para deliberar; lo cual se decidirá 
sumariamente. Sin embargo, el heredero conserva la facultad, vencidos los términos arriba expresados, 
para hacer inventario y tomar la calidad de heredero beneficiario, siempre que no haya hecho acto de 
heredero, o que no exista en su contra sentencia basada en autoridad de cosa juzgada, que le condene 
en calidad de heredero puro y simple. 
  
Art. 175 El que pretendiere tener derecho para llamar a otro en garantía, estará obligado a hacerlo en la 
octava del día de la demanda originaria, más un día por cada tres leguas. Cuando hubiere muchos 
garantes, interesados en la misma garantía, no habrá sino un solo término para todos, el cual se 
arreglará según la distancia del lugar de la residencia del garante más apartado. 
  
Art. 176 Cuando el garante pretendiere tener derecho a llamar a otro subgarante, estará obligado a 
efectuarlo en el término arriba expresado, a contar del día de la demanda en garantía formada contra él: 
esto mismo se observará sucesivamente con respecto a todos los subgarantes. 
  
Art. 177 No obstante, si el demandado originario es emplazado en los términos señalados para hacer 
inventario y deliberar, el término para citar en garantía no principiará sino desde el día en que hayan 
terminado los indicados plazos para hacer inventario y deliberar. 
  
Art. 178 No habrá otro término para citar en garantía, sea cual fuese la materia de que se trate, bajo 
pretexto de menor edad u otra causa privilegiada, salvo el derecho a perseguir a los garantes; pero sin 
que se retarde la sentencia de la demanda principal. 
  
Art. 179 Si los términos de los emplazamientos en garantía no se venciesen al mismo tiempo que el de 
la demanda originaria, no se pronunciará el defecto contra el demandado primitivo, cuando antes de 
vencerse dicho término hubiese declarado, por acto de abogado a abogado, que ha intentado demanda 
en garantía; salvo el caso en que el demandado, después del vencimiento del término para llamar al 
garante, no justifique haber formado la demanda primitiva, pudiéndosele aún condenar en daños y 
perjuicios, si se le prueba que la demanda en garantía alegada por él, no ha sido intentada. 
  
Art. 180 Cuando el demandante originario sostenga que no haya lugar a término fijo para citar en 
garantía, el incidente se juzgará sumariamente. 
  
Art. 181 Todos aquellos que fueren emplazados en garantía, estarán obligados a comparecer por ante el 
tribunal donde radique la demanda originaria, aun en el caso que repudien la calidad de garante. 
Empero, si aparece por escrito o por la evidencia del hecho, que la demanda originaria se ha intentado 
con el fin de distraerlo de sus jueces naturales, podrán pedir la declinatoria. 
  
Art. 182 En garantía formal, para las materias reales o hipotecarias, el garante podrá siempre, 
asumiendo los derechos y responsabilidades de éste, personarse en el lugar del demandado, a quien se 
revelará de la demanda, siempre que lo requiera antes de la primera sentencia. Sin embargo, aunque 
relevado de la causa, podrá asistir a ella para conservar sus derechos; y el demandante originario podrá 
también pedir que permanezca en ella para conservar los suyos. 



 

 

 

Art. 183 En la garantía simple, el garante podrá solamente intervenir sin asumir el derecho y la 
responsabilidad del demandado. 
  
Art. 184 Cuando las demandas originarias y en garantía, estén en estado de decidirse a un mismo 
tiempo, se procederá a ello conjuntamente; en caso contrario, el demandante originario podrá hacer que 
se juzgue su demanda separadamente: la misma sentencia pronunciará respecto al desglose, si las dos 
instancias estaban acumuladas; sin perjuicio de decidir sobre la garantía, después de la sentencia en lo 
principal, si procediese. 
  
Art. 185 Las sentencias pronunciadas contra los garantes formales, se ejecutarán contra los garantidos. 
Bastará notificar la sentencia a éstos, sea que hayan sido separados de la causa, o que hayan 
permanecido en ella, sin necesidad de otra demanda ni procedimiento. Respecto a las costas, daños y 
perjuicios, la liquidación y la ejecución no podrá hacerse sino contra los garantes. 
  
Sin embargo, en el caso de insolvencia de éstos, el garantido será responsable de las costas, a menos que 
haya sido relevado de la causa: lo será también de los daños y perjuicios, si el tribunal juzga que hay 
lugar a ello. 
  
Art. 186 (Derogado y sustituido por el Art. 2 de la Ley No. 834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 187 El heredero, la viuda y la mujer separada de cuerpo o bienes, pueden no proponer sus 
excepciones dilatorias, sino después de vencidos los términos acordados para hacer inventario y 
deliberar. 
  
Párrafo 5to. De la Comunicación de Documentos. 
  
Art. 188 (Arts. 188 al 192 derogados y sustituídos por los Arts. 49 al 59 de la Ley No. 834 del 15 de julio 
de 1978). 
  
Art. 189 (Los artículos 188 al 192 fueron derogados y sustituídos por los artículos 49 al 59 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 190 (Los artículos 188 al 192 fueron derogados y sustituídos por los artículos 49 al 59 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 191 (Los artículos 188 al 192 fueron derogados y sustituídos por los artículos 49 al 59 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 192 (Los artículos 188 al 192 fueron derogados y sustituídos por los artículos 49 al 59 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
  

TITULO X 
DE LA VERIFICACION DE ESCRITURAS 

 
Art. 193 Cuando se trate de verificación de escrituras bajo firma privada, el demandante puede, sin 
previa autorización del juez, hacer emplazar a tres días de término, a fin de obtener acta de 
reconocimiento, o para que se tenga el documento por 



 

 

 

reconocido. Si el demandado no niega su firma, todas las costas relativas al reconocimiento, aun los de 
registros del documento, serán a cargo del demandante. 
  
Art. 194 Si el demandado no comparece, se pronunciará el defecto, y el documento se tendrá por 
reconocido: si el demandado reconoce el documento, la sentencia dará acta de ello al demandante. 
  
Art. 195 Cuando el demandado niegue la firma que se le atribuye, o declare no reconocer la que se le 
atribuye a un tercero, podrá ordenarse su verificación, tanto por títulos como por peritos y por testigos. 
  
Art. 196 La sentencia que autorice la verificación ordenará que se haga por tres peritos, que nombrará 
de oficio, a no ser que las partes se pongan de acuerdo para nombrarlos. La misma sentencia 
comisionará el juez por ante el que deba procederse a la verificación: dispondrá también que el 
documento que va a verificar se deposite en la secretaría, y después de haberse hecho constar su estado, 
y que haya sido firmado y rubricado por el demandante o su abogado y por el secretario, que extenderá 
acta del todo. 
  
Art. 197 En el caso de recusación del juez comisario o de los peritos, se procederá en la forma prescrita 
en los títulos XIV y XXI del presente libro. 
  
Art. 198 En los tres días del depósito del documento, el demandado podrá tomar conocimiento de él en 
secretaría, sin extraerlo de la oficina: además de dicho conocimiento, el documento será rubricado por 
él o por su abogado y apoderado especial, y el secretario extenderá acta de ello. 
  
Art. 199 En el día indicado por el auto del juez comisario, y a intimación hecha por la parte más 
diligente, notificada al abogado, si lo hubiere; o en el domicilio de la parte, por un alguacil comisionado 
en dicho auto, las partes estarán obligadas a comparecer por ante el dicho juez comisario, para convenir 
respecto a los documentos de comparación. Si el demandante en verificación no comparece, el 
documento será rechazado; si faltare el demandado, el juez podrá tener el documento por reconocido. 
En ambos casos, la sentencia se pronunciará en la próxima audiencia, en vista del informe del juez 
comisario, sin acta llamando a las partes: dicha sentencia es susceptible de oposición. 
  
(Ver respecto del recurso de oposición, V. Arts, 149 y sig., mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 
1978). 
  
Art. 200 Si las partes no se acordasen respecto a los documentos de comparación, el juez no podrá 
admitir como tales, sino los siguientes: 1o. las firmas puestas en los actos pasados ante notarios, o las 
que sean puestas en los actos judiciales a presencia del juez y secretario; o finalmente los documentos 
escritos y firmados por aquél cuya firma se trata de comparar, en calidad de juez, secretario, notario, 
abogado, alguacil, o ejerciendo bajo cualquier otro título, funciones de persona pública; 2o. escritos bajo 
firma privada, reconocidos por aquél a quien se atribuye el documento de que se trata de verificar; pero 
no los negados o no reconocidos por él, aunque hubiesen sido anteriormente examinados y reconocidos 
por él. Si la denegación o desconocimiento no es relativa sino a una parte del documento que se va a 
verificar, el juez podrá ordenar que el resto de dicho documento servirá de documento de comparación. 
  
Art. 201 Si los documentos de comparación se hallasen en poder de depositarios públicos u otros, el 
juez comisario dispondrá que en el día y hora indicados por él, los detentadores de dichos documentos 
los lleven al lugar donde deba hacerse la verificación, bajo pena de apremio corporal contra los 
depositarios públicos; y contra los demás, por las vías 



 

 

 

ordinarias, sin perjuicio de pronunciar también contra éstos últimos el apremio corporal si hubiere 
lugar. 
  
Art. 202 Si los documentos de comparación no pueden ser distraídos de la oficina, o si los detentadores 
están muy distantes, queda a la prudencia del tribunal el ordenar, con vista del informe que emita el 
juez comisario, y después de oído el fiscal, que la verificación se haga en la residencia de los 
depositarios o en el lugar más próximo; o que, en el término fijado, los documentos sean remitidos a la 
secretaría por la vía que el tribunal señale en su sentencia. 
  
Art. 203 En éste último caso, si el depositario es funcionario público, dará previamente copia certificada 
de los documentos, la cual se cotejará con la minuta u original, por el presidente del tribunal del 
distrito, que extenderá acta del cotejo: dicha copiase colocará por el depositario en el lugar de sus 
minutas, para que la reemplace hasta la devolución de los documentos; y podrá dar copia de ellos, 
haciendo mención del acta que se haya extendido. El depositario será reembolsado de sus costas por el 
demandante en verificación, según la tasación que de ellas hará el juez que hubiese extendido el acta; y 
con arreglo a la cual se librará mandamiento ejecutivo. 
  
Art. 204 La parte más diligente hará intimar, por emplazamiento, a los peritos y a los depositarios, para 
que comparezcan en el lugar, día y hora indicados por el auto del juez comisario: a los peritos, con el fin 
de prestar juramento y proceder a la verificación; y a los depositarios, con el de que presenten los 
documentos de comparación; se intimará a la parte para que se halle presente, por acto de abogado a 
abogado. De todo lo relacionado se extenderá acta: se dará copia, en extracto, a los depositarios, en lo 
que les concierne así como de la sentencia.  
  
Art. 205 Cuando los depositarios hayan presentado los documentos, queda a la prudencia del juez 
comisario el ordenar que ellos presencien la verificación para la custodia de dichos documentos, y que 
se los lleven y vuelvan a presentar en cada vacación; u ordenar que los documentos queden 
depositados en manos del secretario, que se encargará de ello por acta: en este último caso, el 
depositario, si es funcionario público podrá sacar copia de ellos, en la forma expresada en el artículo 
203; y esto, aún cuando el lugar donde se practique la verificación se halle fuera del distrito en que el 
depositario tenga el derecho de ejercer sus funciones. 
  
Art. 206 A falta de documentos de comparación, o en el caso de insuficiencia de los mismos, el juez 
comisario podrá ordenar que el demandado escriba lo que le sea dictado por los peritos, hallándose 
presente el demandante o llamado debidamente. 
  
Art. 207 Una vez que los peritos hayan prestado juramento, y les hayan sido comunicados los 
documentos o lo que el demandado hubiese escrito, las partes se retirarán después de haber hecho, en 
el acta del juez comisario, todos los requerimientos y observaciones que juzguen a propósito. 
  
Art. 208 Los peritos procederán conjuntamente a la verificación en la secretaría, en presencia del 
secretario o del juez, si así lo hubiere éste ordenado; y si no pudiesen concluir en el mismo día, volverán 
a reunirse en el día y la hora indicados por el juez o el secretario. 
  
Art. 209 El informe de los peritos se anexará a la minuta del acta del juez comisario, sin necesidad de 
afirmarlo; los documentos se devolverán a los depositarios, que darán recibo de ellos al secretario en el 
acta. La tasación de las jornadas y vacaciones de los peritos, se hará constar en el acta y de ella se 
expedirá ejecutoria contra el demandante en verificación. 



 

 

 

  
Art. 210 Los tres peritos están obligados a extender un informe común y motivado, y a no formar sino 
un solo dictamen, a mayoría de votos. Si se forman opiniones diferentes, el informe contendrá los 
motivos de cada una, sin que sea permitido hacer reconocer la opinión particular de cada perito. 
  
Art. 211 Se podrá oír como testigos aquellos, que hayan visto escribir y firmar el documento en 
cuestión, o que tuviesen conocimiento de los hechos que puedan servir a descubrir la verdad. 
  
Art. 212 Al proceder a la audición de los testigos, los documentos negados o desconocidos les serán 
presentados, debiendo rubricarlos; lo que se hará constar, lo mismo que su negativa. 
  
Además, se observarán las reglas prescritas más adelante para los informativos. 
 
Art. 213 Si se prueba que el documento es escrito o firmado por aquél que lo ha negado, se le condenará 
a cincuenta pesos de multa a favor del Estado, además de las costas, daños y perjuicios de la parte. 
  

TITULO XI 
DE LA FALSEDAD COMO INCIDENTE CIVIL 

 
Art. 214 El que pretenda que un documento notificado, comunicado o producido en el curso del 
procedimiento es falso o falsificado, puede, si ha lugar, hacerse inscribir en falsedad aunque el dicho 
documento haya sido verificado, sea con el demandante, sea con el demandado en falsedad, si la 
verificación no ha tenido por objeto una persecución de falsedad principal o incidente, y aun cuando, 
fuera de esta excepción, haya intervenido sentencia fundada en dicho documento como verdadero. 
  
Art. 215 El que quiera inscribirse en falsedad, estará obligado previamente a requerir a la parte adversa, 
por acto de abogado a abogado, que declare si quiere o no servirse del documento, advirtiendo que, en 
caso afirmativo, el intimante se inscribirá en falsedad. 
  
Art. 216 En el término de ocho días, la parte requerida debe hacer notificar, por acto de 
abogado, su declaración firmada por ella, o por quien tenga su procuración especial y auténtica, de la 
cual se dará copia, expresando si tiene o no el propósito de servirse del documento argüido de falsedad. 
  
Art. 217 Si el demandado en la enunciada forma no hace la declaración, o si declara que no quiere 
servirse del documento, el demandante podrá pedir decisión, en la audiencia del tribunal por medio de 
un simple acto, para que el documento acusado de falsedad sea desechado con respecto a la parte 
adversa, sin que esto impida al mismo demandante deducir de él aquellos argumentos o consecuencias 
que juzgue convenientes, o entablar las demandas que le parezca, por sus daños y perjuicios. 
  
Art. 218 Si el demandado declara que quiere servirse del documento, el demandante declarará por un 
acto ante la secretaría del tribunal, bajo su firma o la de su apoderado en forma especial y auténtica, su 
propósito de inscribirse en falsedad, y proseguirá la audiencia por medio de un simple acto, con el 
objeto de hacer admitir la inscripción y de pedir el nombramiento del comisario que ha de entender en 
el incidente. 
  
Art. 219 Será obligatorio al demandado entregar en la secretaría del tribunal el documento argüido de 
falsedad, dentro de los tres días de notificada la sentencia que haya admitido la inscripción y nombrado 



 

 

 

el comisario; y deberá asimismo notificar el acto de depósito en la secretaría, en el término de los tres 
días siguientes. 
  
Art. 220 Si en el plazo prefijado no se ha cumplido por la parte demandada lo prescrito en el precedente 
artículo, el demandante podrá proseguir la audiencia, pidiendo la eliminación del dicho documento, 
según lo dispuesto en el artículo 217, si no prefiere solicitar la autorización para hacer entregar a su 
costa el documento referido en la secretaría; en cuyo caso y para el resarcimiento de sus desembolsos, 
como gastos perjudiciales, le será expedido mandamiento ejecutivo contra el demandado. 
  
Art. 221 En caso de que exista minuta del documento argüido en falsedad, el juez comisario, a 
requerimiento del demandante, ordenará, si ha lugar, que el demandado obligatoriamente y en el 
tiempo que se le determine, haga remitir la referida minuta a la secretaría y que los depositarios de la 
misma sean compelidos a efectuarlo; los funcionarios públicos, bajo pena de apremio corporal, y los 
que no lo fueren, por vía de embargo, multa y hasta por apremio corporal, si el caso lo requiere. 
  
  
Art. 222 Queda encomendado a la prudencia del tribunal en vista del informe del juez comisario, 
ordenar o no que se proceda a la continuación de las diligencias contra la falsedad, sin esperar la 
presentación de la minuta; como también resolver lo que corresponda en caso de que no se pudiera 
producir dicha minuta, o que se justificara suficientemente que se ha perdido o ha sido sustraída. 
  
Art. 223 El plazo para la entrega de la minuta, se empieza a contar desde el día de la notificación del 
auto o de la sentencia en el domicilio de los que estén en posesión de dicho documento. 
  
Art. 224 El plazo que se haya fijado a la parte demandada para hacer el depósito de la minuta se 
contará desde el día de la notificación del auto o de la sentencia a su abogado; y no habiendo practicado 
la dicha parte las diligencias necesarias para la producción del documento expresado en ese plazo, el 
demandante podrá promover la audiencia, conforme a lo prevenido en el artículo 217. Las diligencias 
arriba prescritas al demandado estarán cumplidas por su parte, haciendo notificar a los depositarios, en 
el plazo que le hubiere sido señalado, copia de la notificación que a él le haya sido hecha del auto, o de 
la sentencia que ordene la producción de la minuta ante dicha, sin que esté obligado a hacerse expedir 
copia de dicho auto o sentencia. 
  
Art. 225 Cuando se hubiere efectuado la entrega en secretaría del dicho documento arguido de 
falsedad, se notificará el depósito al abogado del demandante, con intimación de hallarse presente a la 
redacción de acta; y tres días después de esta notificación se extenderá la dicha acta, haciendo constar el 
estado del documento. Si es el demandante el que ha diligenciado la entrega, la enunciada acta se 
extenderá dentro de los tres días de la misma entrega, citándose previamente al demandado para que 
concurra a la actuación. 
  
Art. 226 Si se hubiere ordenado que las minutas sean depositadas, se extenderá, en conjunto, el acta 
haciendo constar el estado de las dichas minutas, y de las copias argüidas de falsedad, en los plazos 
arriba señalados: el tribunal podrá, no obstante, disponer, según la exigencia del caso, que se redacte 
desde luego el acta relativa el estado de dichas copias, sin esperar la producción de las minutas; de 
cuyo estado se formará, en este caso, acta formal por separado. 
  
Art. 227 El acta contendrá la mención y descripción de las enmiendas, raspaduras, interlíneas y demás 
circunstancias de igual género: será extendida por el juez 



 

 

 

comisario, en presencia del fiscal, del demandante y del demandado, o de sus respectivos apoderados 
en forma especial y auténtica; dichos documentos y minutas serán rubricados por el juez comisario y el 
fiscal, por el demandado y el demandante, si pueden o quieren rubricarlos; y en caso contrario, se hará 
así constar. Si dejare de comparecer la una o la otra parte, se pronunciará el defecto, llevándose 
adelante la formación del expediente. 
  
Art. 228 En cualquier estado de la causa podrá el demandante en falsedad o su apoderado, tomar en 
comunicación de manos del secretario los documentos argüidos de falsedad, no pudiendo extraerlos de 
la secretaría, y sin demora alguna. 
  
Art. 229 Dentro de los ocho días siguientes a la formación del dicho expediente, el demandante estará 
obligado a notificar al demandado sus medios de falsedad, los cuales contendrán los hechos, 
circunstancias y pruebas que han de servir para establecer la falsedad o la falsificación; si no lo hiciere, 
el demandado podrá proseguir la audiencia para hacer ordenar, si así procede, que el dicho 
demandante quede desechado de su inscripción en falsedad. 
  
Art. 230 El demandado tendrá la obligación de contestar por escrito los medios de falsedad, dentro de 
los ocho días siguientes a la notificación de aquellos; si no lo hace, el demandante podrá proseguir la 
audiencia para obtener resolución sobre la repulsa del documento, conforme a lo prescrito en el 
suprainserto artículo 217. 
  
Art. 231 Transcurridos tres días después de las dichas contestaciones, la parte más diligente 
podrá proseguir la audiencia; y los medios de falsedad serán admitidos o desechados, en todo o en 
parte: se ordenará, si ha lugar, que los referidos medios, o partes de ellos, permanezcan unidos, sea a 
los actos del incidente de falsedad, si algunos de los dichos medios han sido admitidos, sea a la causa o 
al expediente principal, según lo requiera la calidad de los repetidos medios y la exigencia de los casos 
ocurrentes. 
  
Art. 232 La sentencia ordenará que se prueben los medios admitidos, tanto por título como por testigos, 
ante el juez comisario, reservándose al demandado la prueba contraria; y que se proceda a la 
verificación de los documentos argüidos de falsedad, por tres peritos en caligrafía, que serán 
nombrados de oficio por la misma sentencia. 
  
Art. 233 Los medios de falsedad que se declaren pertinentes y admisibles se enunciarán expresamente 
en el dispositivo de la sentencia que autorice la prueba, excluyéndose de ésta cualquier otro medio. Sin 
embargo, los peritos podrán hacer aquellas observaciones convenientes a su arte, que tuvieren por 
oportunas, respecto de los documentos impugnados como falsos, atendiéndolas los jueces en lo que 
estimaren razonable. 
  
Art. 234 Al oírse los testigos se observarán las formalidades más adelante prescritas para los 
informativos: los documentos impugnados como falsos, serán presentados a los declarantes, quienes los 
rubricarán, si pueden o quieren hacerlo: en caso contrario, se hará de ello la debida mención. Respecto 
de los documentos de comparación y otros que deban ser presentados a los peritos, si el juez comisario 
lo juzga conveniente, podrán ser asimismo presentados a los testigos, en todo o en parte; en cuyo caso, 
éstos los rubricarán, según lo arriba prescrito. 
  
Art. 235 Si al declarar los testigos presentaren algunos documentos, quedarán éstos agregados al 
expediente, después de haberlos rubricado el juez comisario y 



 

 

 

aquellos de los mismos testigos que puedan o quieran hacerlo; si no lo efectuare alguno o ninguno de 
ellos, se hará constar; y si los dichos documentos comprueban la falsedad o la verdad de los 
documentos controvertidos, se presentarán a los demás testigos que tuvieren conocimiento de tales 
instrumentos de prueba, al fin de que éstos sean por ellos rubricados, conforme a lo que arriba se ha 
prescrito. 
  
Art. 236 La prueba por peritos se hará en la forma siguiente: 1o. Los documentos de comparación serán 
convenidos entre las partes, o indicados por el juez, según lo prevenido en el artículo 200, título de la 
verificación de escrituras; 2o. se entregará a los peritos la sentencia que haya admitido la prescripción 
en falsedad, los documentos controvertidos; el acta del estado de éstos, la sentencia que admitió los 
medios de falsedad y ordenó el juicio de peritos; los documentos de comparación cuando se hubieren 
producido; el acta de presentación de los mismos, y la sentencia por la cual fueron recibidos: los peritos 
harán constar en su informe que todos los referidos documentos se les entregaron y el examen 
practicado por los mismos peritos, quienes rubricarán los documentos controvertidos como falsos: del 
dicho examen no se levantará acta alguna. En el caso de que los testigos hubieren unido a sus 
reclamaciones algún o algunos documentos, la parte podrá requerir, y el juez comisario ordenar que 
sean sometidos a los peritos; 3o. en el referido informe se guardarán además las reglas prescritas en el 
título de la verificación de escrituras. 
  
Art. 237 En los casos de recusación ya sea contra el juez comisario, ya sea contra los peritos, se 
procederá con arreglo a lo prescrito en los títulos XIV y XXI del presente libro. 
  
Art. 238 Cuando la instrucción esté concluida, se promoverá decisión en virtud de un simple acto. 
 
Art. 239 Si resultaren del procedimiento indicios de falsedad o de falsificación, cuyos autores o 
cómplices estén vivos, y la acción criminal aun no se haya extinguido por la prescripción, con arreglo a 
lo que dispone el Código Penal, el Presidente expedirá orden de arresto contra los denunciados, y 
ejercerán en esta parte las funciones de oficial de la policía judicial. 
  
Art. 240 En el caso del precedente artículo, se sobreseerá en la acción civil, hasta después de 
pronunciado el fallo sobre la falsedad. 
  
Art. 241 Cuando en las actuaciones sobre inscripción en falsedad, el tribunal hubiere ordenado que se 
suprima, lacere o tache en todo o en parte, o bien la reforma o el restablecimiento de los documentos 
que se hayan declarado falsos, se sobreseerá en la ejecución de esta parte de la sentencia, hasta que 
transcurra el plazo en que el condenado pueda apelar, establecer la revisión civil, o mientras no hubiere 
prestado válida y formalmente su aquiescencia al fallo. 
  
Art. 242 El fallo que recaiga sobre la falsedad dispondrá lo que corresponda tocante a la restitución de 
los documentos, ya sea a las partes, ya a los testigos que los hubieren producido o presentado, lo que se 
efectuará aun respecto a los documentos impugnado, cuando no hayan sido condenados como falsos; 
en cuanto a los documentos que hubieren sido extraídos de un depósito público, se ordenará que sean 
devueltos a los depositarios, o remitidos por los secretarios de la manera prescrita por el tribunal: todo 
lo que se cumplirá sin que intervenga sentencia por separado sobre la restitución de los documentos, la 
cual se practicará solamente después de transcurrido el plazo señalado en el artículo precedente. 
  
Art. 243 Durante dicho plazo, se sobreseerá en la restitución de dichos documentos de comparación u 
otros, si el tribunal no ordenare otra cosa, en virtud de 



 

 

 

requerimiento de los depositarios de dichos documentos, o de las partes que tengan interés en la 
demanda. 
  
Art. 244 Queda a cargo de la secretaría el cumplimiento de los artículos precedentes, en lo que ha 
dichos empleados concierne, bajo pena de interdicción, de una multa que no podrá bajar de veinte 
pesos y de pagar daños y perjuicios a las partes, además del procedimiento extraordinario a que se 
haya lugar 
. 
Art. 245 Mientras que los referidos documentos permanezcan en secretaría, los secretarios no podrán 
expedir ningún testimonio o copia de los documentos impugnados como falsos, sino en virtud de una 
sentencia; respecto de los actos cuyos originales o minutas hubieren sido entregados en secretaría, y 
especialmente respecto de los registros que contengan actos no argüidos de falsedad, los secretarios 
podrán expedir testimonio de ellos a las partes que tengan derecho de pedirlos, sin que puedan cobrar 
mayores derechos que los señalados en igual caso a los depositarios de dichos originales o minutas; y el 
presente artículo se cumplirá bajo las penas determinadas en el artículo precedente. Si los depositarios 
de las minutas de dichos documentos hubieren hecho testimonios para suplir las mismas minutas, en 
cumplimiento del artículo 203 del título De la Verificación de las Escrituras, solamente los dichos 
depositarios podrán expedir testimonio de los actos referidos. 
  
Art. 246 El demandante en falsedad que sucumba será condenado a una multa de setenta pesos, o más, 
y a pagar los daños y perjuicios que correspondan. 
  
Art. 247 Se incurrirá en la multa, siempre que después de haberse efectuado la inscripción en falsedad, 
y haberse admitido la demanda al efecto, el demandante hubiera desistido de ella voluntariamente, o 
haya sucumbido, o cuando las partes hayan sido declaradas fuera de causa, ya sea por falta de medios 
o pruebas suficientes, sea por no haber cumplido el demandante las diligencias y formalidades arriba 
determinadas; aplicándose dicha multa, sin que obsten a ello los términos en que la decisión estuviere 
redactada, ni que la sentencia haya omitido pronunciar aquella condenación; y todo esto, aún cuando el 
demandante ofrezca perseguir la falsedad por la vía extraordinaria. 
  
Art. 248 No se incurrirá en la multa cuando el documento, o bien uno de los documentos argüidos de 
falsedad haya sido declarado falso en todo o en parte, o cuando hubiere sido desechado de la causa o 
del proceso; no procederá tampoco en el caso de que la demanda establecida para inscribirse en 
falsedad no haya sido admitida; y así se entenderá sean cuales fueren los términos que los jueces hayan 
empleado para desechar dicha demanda, o para no considerarla. 
  
Art. 249 No podrá ejecutarse ninguna transacción respecto de la demanda en falsedad incidente, si 
aquella no hubiere sido homologada judicialmente, después de haberse comunicado al fiscal, el cual 
podrá hacer sobre el particular cuantos requerimientos juzgue oportunos. 
  
Art. 250 El demandante en falsedad podrá siempre recurrir a la vía criminal en materia de falsedad 
principal, y en este caso, se aplazará la decisión de la causa, a menos que los jueces entiendan que 
puede recaer sentencia sobre el proceso, con separación del documento arguido de falsedad. 
  
Art. 251 Ningún fallo de instrucción o definitivo, en materia de falsedad, puede ser pronunciado sin 
oírse las conclusiones del fiscal. 
  

TITULO XII 



 

 

 

DE LA INFORMACION TESTIMONIAL 
 

Art. 252 (Los artículos del 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los Arts. 73 a 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 253 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 254 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 255 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 256 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 257 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 258 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 259 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 260 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 261 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 262 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 263 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituídos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 264 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 265 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 266 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  



 

 

 

Art. 267 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 268 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 269 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 270 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 271 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 272 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 273 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 274 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 275 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 276 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 277 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 278 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 279 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 280 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 281 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
  
Art. 282 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 



 

 

 

  
Art. 283 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 284 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 285 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 286 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 287 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 288 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 289 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 290 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 291 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 292 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y substituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley 
No. 834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 293 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 294 (Los artículos 252 al 294 fueron derogados y sustituidos por los artículos 73 al 100 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
  

TITULO XII 
DE LA INSPECCION DE LUGARES 

 
Art. 295 Cuando ocurra un caso en que el tribunal lo crea necesario, podrá ordenar que uno de los 
jueces se transporte a los lugares; pero no podrá ordenar esto en aquellas materias que solamente 
exigen un simple informe de peritos, si no se lo requiere expresamente una u otra de las partes. 
  
Art. 296 La sentencia conferirá comisión a uno de los jueces que hayan asistido a ella. 
  



 

 

 

Art. 297 A requerimiento de la parte más diligente, el juez comisario expedirá un acto que determine 
los lugares, el día y la hora de la traslación; lo que se notificará de abogado a abogado, y valdrá citación. 
  
Art. 298 El juez comisario hará mención en la minuta de su expediente de los días empleados en la 
traslación, la permanencia y el regreso. 
  
Art. 299 El testimonio del acta será notificado por la parte más diligente, a los abogados de las otras 
partes; y tres días después, aquella podrá proseguir la audiencia en justicia por un simple acto. 
  
Art. 300 No será necesaria la presencia del fiscal sino en los casos en que el ministerio público fuere 
parte. 
  
Art. 301 Los gastos de transporte se anticiparán por la parte requerente, que los consignará en 
secretaría. 
  

TITULO XIV 
DE LOS INFORMES DE PERITOS 

 
Art. 302 Cuando procediere un informe de peritos, se ordenará por una sentencia, en la cual se 
enunciarán claramente los objetos de la diligencia pericial. 
  
Art. 303 El juicio pericial podrá hacerse por tres peritos, a menos que las partes consientan en que se 
proceda a dicha diligencia por uno solo. 
  
Art. 304 Si al darse la sentencia ordenando el juicio pericial, las partes estuvieron de acuerdo para 
nombrar los peritos, la misma sentencia contendrá acta del nombramiento. 
  
Art. 305 Si la elección de peritos no hubiere sido convenida por las partes, la sentencia ordenará que 
éstas deben nombrarlos dentro de los tres días de la notificación; y que en otro caso, se proceda a la 
operación por los peritos, que serán nombrados de oficio por la misma sentencia. 
  
Este fallo contendrá también el nombramiento del juez comisario, que recibirá el juramento de los 
peritos convenidos o nombrados de oficio: no obstante, el tribunal podrá ordenar que los peritos 
presten juramento por ante el juez de paz de la común en que hubieren de actuar. 
  
Art. 306 En el plazo mencionado, las partes que se hubieren puesto de acuerdo para el nombramiento 
de los peritos o declararán en la secretaria. 
  
Art. 307 Expirado el plazo arriba dicho, la parte más diligente se proveerá con el auto del juez, y citará a 
los peritos nombrados por las partes o de oficio, para que presten juramento, sin que para éste sea 
necesario que las partes se hallen presentes. 
  
  
Art. 308 No se podrá proponer recusaciones sino contra los peritos nombrados de oficio, a menos que 
las causas hayan sobrevenido después del nombramiento, y antes del acto de jurar. 
  
Art. 309 La parte que tuviere medios de recusación que alegar, estará obligada a hacerlo dentro de los 
tres días del nombramiento, por un simple acto o bajo su propia 



 

 

 

firma o la de su apoderado especial, conteniendo las causas de la recusación, y las pruebas si las 
tuviese, o la oferta de verificarlas por medio de testigos; una vez expirado el plazo dicho, no se podrá 
proponer la recusación, y el perito prestará juramento en el día indicado por la citación. 
  
Art. 310 Los motivos que sirven para tachar a los testigos, pueden ser también causa de la recusación 
contra los peritos. 
  
Art. 311 La recusación contestada se juzgará sumariamente en la audiencia del tribunal por un simple 
acto, y oídas las conclusiones del fiscal; los jueces podrán ordenar la prueba por testigos, la que se hará 
en la forma que adelante se determine para las informaciones sumarias. 
  
Art. 312 La sentencia que recaiga sobre la acusación será ejecutoria, aunque intervenga apelación. 
  
Art. 313 Si fuere admitida la recusación, se nombrará de oficio, por la misma sentencia, otro perito, u 
otros peritos, en lugar del, o de los recusados. 
  
Art. 314 Si la recusación es desechada, la parte que la hubiere propuesto será condenada en cuantos 
daños y perjuicios correspondieren, aun respecto del perito, si éste lo requiriese; pero en este último 
caso, no podrá continuar como perito. 
  
  
Art. 315 El acta que certifique la prestación del juramento, contendrá la indicación, hecha por los 
peritos, del lugar, día y hora de su operación. Si se hallaren presentes las partes o sus abogados, esta 
indicación valdrá como citación. En el caso de hallarse ausentes las partes, serán citadas por acto de 
abogado, para que concurran en el día y la hora que los peritos hayan indicado. 
  
Art. 316 Si algún perito no aceptare el nombramiento, o no se presentare, sea para el juramento o para 
el acto pericial, en el día y la hora indicados, las partes se pondrán de acuerdo inmediatamente para 
nombrar otro en su reemplazo; y si no, el nombramiento podrá hacerlo de oficio el tribunal. El perito 
que después de haber prestado juramento no llene su cometido, estará sujeto a que el tribunal que lo 
comisionó lo condene a todos los gastos frustratorios, y hasta a los daños y perjuicios si hubiere lugar. 
  
Art. 317 La sentencia que hubiere ordenado el informe, con los documentos necesarios, se remitirá a los 
peritos; las partes podrán manifestar y requerir lo que tuvieren por conveniente, de lo cual se hará 
mención en el informe; este se redactará en el lugar contencioso, o en el lugar, día y hora que indiquen 
los peritos. Uno de los peritos se encargará de la redacción del documento, que todos firmarán: si los 
peritos en general, o alguno de ellos, no supiesen escribir, el secretario del juzgado de paz que hubieren 
actuado redactará y firmará el acta. 
  
Art. 318 Los peritos darán un solo informe; no emitirán sino un solo juicio, a mayoría de votos. 
No obstante, cuando haya pareceres distintos, indicarán los motivos de las diversas opiniones, sin 
manifestar cual haya sido el parecer personal de cada uno. 
  
Art. 319 La minuta del informe se depositará en la secretaría del tribunal que hubiere ordenado el juicio 
por peritos, sin nuevo juramento de éstos: las vacaciones que les correspondan se tasarán por el 
presidente al pie de la minuta, y de ellas se librará ejecutoria contra la parte que requirió la diligencia 
pericial o a cuya instancia se ordenó, si fuese de oficio. 
  



 

 

 

Art. 320 En caso de demora o negativa de parte de los peritos para depositar su informe, se podrá 
emplazarlos a tres días de término, por ante el tribunal que los hubiere comisionado, para oírse 
condenar, aun por vía de apremio corporal, si procede, a hacer dicho depósito; sobre lo cual se 
resolverá sumariamente y sin previa instrucción. 
(Observación: Fue suprimida la expresión "sin preliminar de conciliación", que aparecía en este artículo, 
en virtud del Art. 4 de la Ley No. 5210 del 11 de septiembre de 1959). 
  
Art. 321 La parte más diligente hará sacar copia del informe y notificarla al abogado de la contraria; y se 
proseguirá la audiencia en justicia por medio de un simple acto. 
  
Art. 322 Si los jueces no hallaren en el informe las aclaraciones suficientes, podrán ordenar de oficio un 
nuevo examen pericial, por uno o muchos peritos que el tribunal nombrará igualmente de oficio, y que 
podrán pedir a los precedentes peritos aquellos datos que creyeren convenientes. 
  
Art. 323 Los jueces no están obligados a adoptar el parecer de los peritos, si su convicción se opone a 
ello. 
  

TITULO XV 
DEL INTERROGATORIO SOBRE HECHOS Y ARTICULOS 

 
Art. 324 (Los Arts. 324 al 336 fueron derogados y sustituidos por los Arts. 60 al 72 de la Ley No. 834, del 
15 de julio de 1978). 
  
Art. 325 (Los artículos 324 al 336 fueron derogados y sustituidos por los artículos 60 al 72 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 326 (Los artículos 324 al 336 fueron derogados y sustituidos por los artículos 60 al 72 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 327 (Los artículos 324 al 336 fueron derogados y sustituidos por los artículos 60 al 72 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 328 (Los artículos 324 al 336 fueron derogados y sustituidos por los artículos 60 al 72 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 329 (Los artículos 324 al 336 fueron derogados y sustituidos por los artículos 60 al 72 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 330 (Los artículos 324 al 336 fueron derogados y sustituidos por los artículos 60 al 72 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 331 (Los artículos 324 al 336 fueron derogados y sustituidos por los artículos 60 al 72 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 332 (Los artículos 324 al 336 fueron derogados y sustituidos por los artículos 60 al 72 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  



 

 

 

Art. 333 (Los artículos 324 al 336 fueron derogados y sustituidos por los artículos 60 al 72 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 334 (Los artículos 324 al 336 fueron derogados y sustituidos por los artículos 60 al 72 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 335 (Los artículos 324 al 336 fueron derogados y sustituidos por los artículos 60 al 72 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 336 (Los artículos 324 al 336 fueron derogados y sustituidos por los artículos 60 al 72 de la Ley No. 
834 del 15 de julio de 1978). 
  

TITULO XVI 
DE LOS INCIDENTES 

Párrafo 1o. De las demandas incidentales 

 
Art. 337 Las demandas incidentales se introducirán por un simple acto que contendrá los medios y las 
conclusiones, con ofrecimiento de comunicar los documentos justificativos, bajo recibo, o por depósito 
en la secretaría. El demandado en el incidente dará su respuesta por un simple acto. 
  
Art. 338 Todas las demandas incidentales se introducirán al mismo tiempo; para los gastos de las que se 
propongan posteriormente, y cuyas causas existieran en la época en que se presentaron las primeras, no 
habrá derecho de repetición. Las demandas incidentales se juzgarán previamente, si hubiere lugar; y en 
los asuntos respecto de los cuales se haya ordenado una instrucción por escrito, el incidente se llevará a 
la audiencia, para que se resuelva según corresponda. 
  

Párrafo 2o. De la Intervención 
Art. 339 La intervención se formará por medio de escrito que contenga los fundamentos y conclusiones, 
y del cual se dará copia a los abogados de las partes en causa, así como de los documentos justificativos. 
  
Art. 340 La intervención no podrá retardar el fallo de la causa principal, cuando ésta se halle en estado. 
  
Art. 341 En los asuntos respecto de los cuales se hubiere ordenado una instrucción por escrito, si la 
intervención es impugnada por una de las partes, se llevará el incidente a la audiencia. 
  
Art. 342 La decisión del asunto que estuviere en estado, no se diferirá ni por el cambio de calidad de las 
partes, ni por la cesación de las funciones en virtud de las cuales actuaren, ni por las defunciones, 
dimisiones, interdicciones o destituciones de sus abogados. 
  

TITULO XVII 
DE LA RENOVACIÓN DE INSTANCIA, Y 
CONSTITUCIÓN DE NUEVO ABOGADO 

 
Art. 343 El asunto estará en estado cuando los debates hayan tenido principio; se reputa que han 
principiado los debates, cuando se hubieren formulado contradictoriamente las conclusiones en 
audiencia. Si se tratase de asuntos que se instruyen por escrito la causa estará en estado cuando las 
instrucción esté completa, o hayan transcurrido los plazos para las producciones y réplicas. 
  



 

 

 

Art. 344 En los asuntos que no estén en estado, serán nulos todos los procedimientos efectuados con 
posterioridad a la notificación de la muerte de una de las partes; no será necesario notificar los 
fallecimientos, dimisiones, interdicciones o destituciones de los abogados; las diligencias practicadas y 
las sentencias obtenidas después, serán nulas si no ha habido constitución de nuevo abogado. 
  
Art. 345 Ni el cambio de estado de las partes, ni su cesación en las funciones que les deban la cualidad 
para actuar, serán motivo para impedir la continuación de los procedimientos. Sin embargo, el 
demandado que no hubiere constituido abogado antes del cambio de estado o de la muerte del 
demandante, será emplazado de nuevo a octavo día, para que oiga adjudicar las conclusiones. 
 
(Observación: Fue suprimida la expresión "sin necesidad de intentarse previamente la conciliación" que 
aparecía en este artículo en virtud del Art. 4 de la L. 5210 del 11 de septiembre de 1959). 
  
Art. 346 Para la citación en nueva instancia o en constitución, se fijarán los plazos determinados en el 
título De los Emplazamientos, y se indicarán en el acta los nombres de los abogados que ocupaban, y 
del redactor, si lo hubiere. 
  
Art. 347 La instancia se renovará por acto de abogado a abogado. 
  
Art. 348 Si la parte emplazada en nueva instancia contesta, el incidente se juzgará sumariamente. 
  
Art. 349 Si en el término del plazo señalado, la parte emplazada en nueva instancia o en constitución de 
abogado no compareciere, se pronunciará fallo declarando renovada la causa, y disponiendo que se 
proceda con arreglo a los últimos trámites, sin que puedan intervenir otros plazos que los que aún 
quedasen por terminar. 
  
Art. 350 La sentencia pronunciada en defecto contra una parte, por virtud de demanda en nueva 
instancia o en constitución de nuevo abogado, se notificará por un alguacil comisionado; si el asunto se 
hallare en relación, la notificación expresará el nombre del relator. 
  
Art. 351 La oposición a dicha sentencia se llevará a la audiencia, aún en los asuntos que estén sometidos 
a la relación. 
(Respecto del recurso de oposición, ver los Arts. 149 y sig. modificado por la Ley No. 845 del 15 de julio 
de 1978). 
  
Art. 352 Ninguna oferta, ninguna manifestación o consentimiento se podrá hacer, avanzar o aceptar, sin 
un poder especial, a pena de denegación. 
  

TITULO XVIII 
DE LA DENEGACIÓN DE ACTOS HECHOS POR 

ABOGADOS O ALGUACILES 
 
Art. 353 La denegación se hará en la secretaría del tribunal que deba conocer de ella, por un acto bajo 
firma de la parte, o del que tenga su poder especial y auténtico; el acto contendrá los medios, 
conclusiones y constitución de abogado. 
  
Art. 354 Si la denegación se formare en el curso de una instancia todavía pendiente, se notificará, sin 
otra demanda, por acto de abogado contra quien se dirija la 



 

 

 

denegación, como a los demás abogados de la causa, y la dicha notificación valdrá intimación de estar a 
defensa en la denegación. 
  
Art. 355 Si el abogado no ejerciere ya sus funciones, la denegación se notificará por acto de alguacil a su 
domicilio: si hubiere muerto, la denegación se notificará a sus herederos, con citación para ante el 
tribunal que conozca de la instancia; y a las partes en la misma instancia de abogado a abogado. 
  
Art. 356 La denegación se juzgará siempre por el tribunal bajo cuya jurisdicción se instruyó el 
procedimiento denegado, aun cuando la instancia que cursara cuando éste tuvo origen se halle 
pendiente ante otro tribunal; la denegación será denunciada con el consiguiente llamamiento a juicio a 
las partes de la instancia principal. 
  
Art. 357 Se sobreseerá en todo procedimiento y en el fallo de la instancia principal, hasta que recaiga el 
de la denegación, a pena de nulidad; salvo no obstante, el señalamiento de un plazo fijo para que el 
denegante haga juzgar la denegación; de lo contrario, se decidirá el fondo del asunto. 
  
Art. 358 Cuando la denegación concierna a un acto respecto del cual no hubiere instancia, la demanda 
se llevará ante el tribunal del demandado. 
  
Art. 359 Toda demanda en denegación se comunicará al fiscal. 
  
Art. 360 Si la denegación fuere declarada válida, la sentencia o las disposiciones en ésta contenidas con 
respecto a los puntos que hubieren motivado la denegación, quedarán anuladas y como insubsistentes: 
se condenará al denegado a resarcir todos los daños y perjuicios a favor del demandante y de las otras 
partes, y según la gravedad del caso y la naturaleza de las circunstancias podrá ser castigado con pena 
de interdicción, o perseguido extraordinariamente. 
  
Art. 361 Si la denegación fue desechada, se hará mención de la sentencia de repulsa al margen del acto 
de denegación, y se podrá condenar al demandante a los daños y reparaciones que correspondan 
respecto del denegado y las otras partes. 
  
Art. 362 Si se intentare la denegación con motivo de una sentencia que haya adquirido un carácter de la 
cosa juzgada, no se podrá admitir después de la octava a contar del día en que la sentencia se deba 
reputar como ejecutada, en los términos del artículo 159 de este Código. 
  

TITULO XIX 
DE LA DESIGNACION DE JUECES 

 
Art. 363 Cuando se llevare una contestación a dos o más juzgados de paz de la jurisdicción de un 
mismo tribunal, la designación de jueces se pedirá a este tribunal. Si los juzgados de paz corresponden 
a diferentes tribunales o si la contestación está sometida a dos o más tribunales de primera instancia, la 
designación de jueces se llevará a la Suprema Corte. 
  
Art. 364 En vista de las demandas intentadas ante diversos tribunales, se dará sentencia a 
requerimiento de parte, conteniendo el permiso de citar en designación, y los jueces podrán ordenar 
que dichos tribunales sobresean en todo procedimiento relativo a las enunciadas demandas. 
  



 

 

 

Art. 365 El demandante notificará la sentencia y citará las partes en el domicilio de su abogados. El 
plazo para notificar la sentencia y hacer la citación será de quince días contados desde el fallo. El plazo 
para comparecer será el de los emplazamientos, teniéndose en cuenta las distancias, según el domicilio 
respectivo de los abogados. 
  
Art. 366 Si el demandante no hubiere hecho citar en los plazos prefijados, quedará privado de la 
designación de jueces, sin que sea necesario hacer ordenar ésta, y los procedimientos podrán 
continuarse por ante el tribunal a que el demandado en designación atribuyó el conocimiento del 
litigio. 
 
Art. 367 Se podrá condenar al demandante que sucumba a los daños y perjuicios en favor de las otras 
partes. 
 
Art. 368.- La adopción privilegiada solamente es permitida en favor de los menores que no tengan cinco 
años cumplidos, siempre que hayan sido abandonados por sus padres, o que estos sean desconocidos o 
hayan muerto. No puede ser solicitada sino conjuntamente por esposos no separados personalmente 
que llenen las condiciones de edad exigidas por el artículo 344 y que no tengan hijos ni descendientes 
legítimos. La existencia de hijos adoptivos no constituye obstáculo para la adopción privilegiada. 
(Modificado según Ley 5152 del 13 de junio de 1959). 
   
Art. 369.- La adopción privilegiada no puede resultar sino de sentencia dictada sobre instancia en 
audiencia pública, previo informativo y debate en cámara de consejo. La sentencia otorgará al hijo el 
apellido de los adoptantes, y a petición de los mismos puede ordenar una modificación de sus 
nombres. La adopción privilegiada es irrevocable, salvo lo previsto en el artículo 367. Se hará mención 
de la adopción privilegiada al margen del acta de nacimiento del menor, a diligencia del abogado 
actuante, dentro de los tres meses de haberse pronunciado la sentencia y bajo las sanciones previstas en 
el artículo 364. (Modificado según Ley 5152 del 13 de junio del 1959). 
  
Art. 370.- El menor que sea objeto de una adopción privilegiada deja de pertenecer a su familia natural, 
sin perjuicio de las prohibiciones de matrimonio previstas por la ley, y tiene los derechos y obligaciones 
que si hubiera nacido del matrimonio. Sin embargo, si uno o varios de los ascendientes de los autores 
de la adopción privilegiada no han dado ha ésta su adhesión en un acto auténtico, el adoptado y estos 
ascendientes no se deberán alimentos y no tendrán calidad de herederos reservatorios en sus 
sucesiones recíprocas. 
  
Art.2.- Los esposos que antes de la promulgación de la presente ley hubiesen adoptado un menor, 
podrán solicitar la adopción privilegiada del mismo, aunque éste haya sobrepasado la edad exigida por 
el artículo 368 del Código Civil, conforme ha sido reformado por esta ley, para lo cual les bastará 
someter su petición al Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial correspondiente, con los 
documentos justificativos deque se han cumplido las previsiones de los artículos 364 y 365 del 
expresado Código, tal y como han sido, asimismo, reformados por esta ley. El tribunal dictará sentencia 
en la forma indicada en el artículo 369 del mismo Código, según la reforma introducídale por medio de 
la presente ley. Art.3.- Durante un período de 2 años a contar de la promulgación de esta ley, se podrá 
solicitar la adopción privilegiada en la condición prevista en la misma, aunque se trate de un menor de 
más de cinco años. 
  
Art. 371.- El hijo cualquiera que sea su edad, debe consideración y respeto a su padre y a su madre. Art. 
371-1.- El hijo permanece sometido a la autoridad de sus padres 



 

 

 

hasta su mayor edad o emancipación. Art. 371-2.- La autoridad pertenece al padre y a la madre para 
proteger al hijo en su seguridad, su salud y su moralidad. Ellos tienen a su respecto, el derecho y el 
deber de guarda, de vigilancia y de educación. Art. 371-3.- El hijo no puede sin permiso de su padre y 
de madre abandonar la casa familiar y no puede ser retirado de ella sino en los casos de necesidad que 
determine la Ley. Art. 371-4.- El padre y la madre no pueden, salvo motivos graves, oponerse a las 
relaciones personales del hijo con sus abuelos. A falta de acuerdo entre las partes, las modalidades de 
esas relaciones serán reguladas por el Juez de Paz correspondiente. En consideración de situaciones, 
excepcionales, el Juez de Paz puede acordar un derecho de correspondencia o de visitas a otras 
personas, parientes o no. 
  
Art. 372.- Durante el matrimonio, el padre y la madre ejercen en común su autoridad. 
  
Art. 372-1.- Si el padre y la madre no se ponen de acuerdo en lo concerniente al interés del hijo, el 
cónyuge más diligente podrá apoderar al Juez de Paz correspondiente a fin de que, previa tentativa de 
conciliación entre las partes, dicho funcionario estatuya lo que sea de lugar. 
  
Art. 372-2.- Respecto de los terceros de buena fe, cada uno de los esposos se reputa actuar con el 
acuerdo del otro, cuando realiza él solo, en relación con la persona del hijo, algún acto propio de la 
autoridad del padre y de la madre. 
  
Art. 373.- Pierde el ejercicio de su autoridad, o se le priva prisionalmente de ella, el padre o la madre 
que se encuentre en uno de los casos siguientes. 1ro.- Si, no está en condiciones de manifestar su 
voluntad en razón de su incapacidad, ausencia, alejamiento, o cualquier otra causa. 2do.- Si ha 
consentido una delegación de sus derechos según las reglas del presente Capítulo. 3ro.- Si ha sido 
privado de esos derechos por sentencia que haya adquirido la autoridad de la cosa juzgada. 
  
Art. 373-1.- Si el padre o la madre muere o se encuentra en uno de los casos enumerados en el artículo 
anterior, el ejercicio de la autoridad corresponde plenamente al otro. 
  
Art. 373-2.- Si los padres están divorciados o separados de cuerpos, la autoridad es ejercida por aquél a 
quien el tribunal le ha confiado la guarda del hijo, salvo el derecho devisita y vigilancia del otro. 
Cuando la guarda ha sido confiada a un tercero, los otros atributos de la autoridad continuarán siendo 
ejercidos por el padre y por la madre; sin embargo, el tribunal al designar a un tercero como guardián 
provicional, puede decidir que él deberá requerir que se abra una tutela. 
  
Art. 373-3.- El divorcio o la separación de cuerpos no constituye obstáculo a la devolución prevista en el 
artículo 373.1, aún cuando aquél de los padres que queda en estado de ejercer la autoridad haya sido 
privado de la guarda por efecto de la sentencia pronunciada por él. Sin embargo, el tribunal que había 
estatuido en último lugar acerca de la guarda podrá ser apoderado por la familia o por el ministerio 
público, a fin de que se designe a un tercero como guardián del hijo, con apertura o sin apertura de 
tutela como se ha iniciado en el artículo anterior. En circunstancias excepcionales, el tribunal que 
estatuya acerca de la guarda del hijo después del divorcio o de la separación de cuerpos, podrá decidir, 
en vida de los padres, que ella no se le confiera al superviviente en caso de muerte del esposo guardián. 
Podrá en este caso designar a la persona a quien se le conferirá la guarda provisionalmente. 
  
Art. 373-4.- Si no queda ni padre ni madre en estado de ejercer su autoridad, habrá lugar a la apertura 
de una tutela de conformidad con el artículo 390 de este Código. 
  



 

 

 

Art. 374.- La madre ejercerá plenamente sobre su hijo natural, la autoridad del padre y la madre. Si el 
padre reconoce al hijo dentro de los tres meses del nacimiento, la madre continuará ejerciendo la 
referida autoridad, pero el padre podría solicitar al tribunal que se le confiera a él solo o a ambos 
conjuntamente. Si el padre no lo ha reconocido, y la madre no está en condiciones de ejercer la 
autoridad, el hijo quedará baja la autoridad de los abuelos maternos. A falta de éstos, el ministerio 
público o cualquier pariente materno deberá solicitar al Juez de Primera Instancia correspondiente, la 
apertura de la tutela. 
 
Art. 375.- El padre que tenga de la conducta de su hijo motivos muy graves de descontento, podrá 
utilizar los siguientes medios de corrección. 
  
Art. 376.- Si el hijo tiene menos de quince años, el padre podrá hacerle entender durante un espacio de 
tiempo que no pase de un mes; y a este efecto, el presidente del tribunal librará auto de prisión, a 
instancia del padre. 
  
Art. 377.- Desde los quince años cumplido hasta la mayor edad o la emancipación, el padre podrá 
únicamente pedir la detención de su hijo, durante seis meses a lo más; al efecto se dirigirá al presidente 
del tribunal que, después de oir al fiscal, librará o negará la orden de arresto, y podrá reducir el tiempo 
de prisión pedido por el padre. 
  
Art. 378.- Ni en uno ni en otro caso habrá más escrituras ni formalidades judiciales que la orden de 
arresto, sin enunciar motivos, y únicamente se extenderá un acta en que el padre se obligue a pagar 
todos los gastos y a facilitar los alimentos necesarios. 
  
Art. 379.- El padre puede disminuir el tiempo de la prisión ordenada o requerida por él. Si después de 
ser puesto en libertad persiste el hijo en sus anteriores extravíos, podrá ser detenido nuevamente en la 
forma prescrita en los artículos anteriores. 
  
Art. 380.- Si el padre contrae segundas nupcias, para hacer detener al hijo nacido de la primeras, 
aunque éste sea menor de quince años cumplidos, deberá sujetarse a las prescripciones el artículo 377. 
  
Art. 381.- La madre superviviente que permanezca viuda, no podrá hacer detener a su hijo sino con el 
concurso de los dos parientes paternos más próximos, y pidiendo la detención con arreglo al artículo 
377. 
  
Art. 382.- Cuando el hijo tenga bienes personales o ejerza una profesión, no podrá ser detenido aunque 
sea menor de quince años cumplidos, sin que la detención se solicite en la forma determinada en el 
artículo 377. El hijo detenido podrá dirigir su solicitud al fiscal de la Suprema Corte. Este pedirá 
informe al fiscal del tribunal inferior, y dará cuenta al Presidente de la Corte, el que examinados todos 
los datos y después de dar aviso al padre, podrá revocar o modificar la orden dada por el presidente al 
tribunal de primera instancia. 
  
Art. 383.- Los artículos 376, 377, 378 y 379, se refieren también a los padres de los hijos naturales 
legalmente reconocidos. 
  
Art. 384.- El padre, durante el matrimonio, y después de la disolución de éste, el cónyuge que 
sobreviva, tendrá el usufructo de los bienes de sus hijos hasta cumplir estos dieciocho años o hasta la 
emancipación, que se verifique antes de aquella edad. 



 

 

 

  
Art. 385.- Las obligaciones que a los padres corresponden en este caso serán: 1a. las que tienen en 
general los usufructuarios; 2a. la alimentación, sostenimiento y educación de los hijos en proporción a 
su fortuna; 3a. el pago de los réditos e intereses de los capitales; 4a. los gastos de funeral y entierro y los 
de la última enfermedad. 
  
Art. 386.- Este usufructo no tendrá lugar en beneficio del padre o de la madre contra quien se haya 
pronunciado sentencia de divorcio; excepto sobre los bienes de los hijos que la sentencia hubiera puesto 
bajo su guarda; y cesará respecto de la madre que contraiga segundas nupcias. (Modificado según Ley 
452 del 1o. de mayo de 1941, G. O. 5587). 
  
Art. 387.- No se hará extensivo a los bienes que los hijos puedan adquirir por su trabajo o industria 
peculiar, ni a los que les sean dados o legados, con la condición expresa de que sus padres no hayan de 
disfrutarlos. 
  
Art. 388.- Se entiende menor de edad el individuo de uno u otro sexo que no tenga dieciocho años 
cumplidos. 
  
Art. 389.- El padre es, durante el matrimonio, el administrador de los bienes personales de sus hijos 
menores. Es responsable de la propiedad y rentas de aquellos bienes cuyo usufructo no tiene, y 
solamente de la propiedad en aquellos en que se lo concede la ley. 
  
Art. 390.- Después de la disolución del matrimonio por la muerte de uno de los cónyuges, la tutela de 
los hijos menores y no emancipados, pertenece de pleno derecho al cónyuge superviviente. Párrafo.- Si 
no se tratare de cónyuges supervivientes, por haberse disuelto, anteriormente, el matrimonio, la tutela 
corresponderá al padre o a la madre superviviente. Sin embargo, cuando en el caso de este párrafo, la 
no presencia del tutor haya dejado al menor sin amparo en su persona o en sus intereses, el consejo de 
familia, constituido en el lugar del domicilio del fallecido, podrá nombrar a dicho menor un tutor y un 
protutor, sujeto, lo primero, a homologación pedida por instancia, salvo el derecho, para el tutor legal 
excluido, de impugnar por oposición, y fundándose por motivos graves, lo decidido en justicia, 
mediante demanda al tutor dativo. Las impugnaciones y las decisiones sobre ellos recaídas, no 
afectarán la validez de los actos ya realizados por el tutor designado, salvo los casos de fraude. 
(Modificado según Ley 452 del 1o. de mayo de 1941, G. O. 5587). 
  
Art. 391.- Podrá, sin embargo, el padre, nombrar a la madre que haya de ser tutora, un consultor 
especial, sin cuyo dictamen no pueda realizar ningún acto relativo a la tutela. Si el padre especificare 
los actos para los cuales considerare necesario el dictamen del consultor, la tutora podrá ejecutar 
cualquier otro sin necesidad de oír a éste. 
  
Art. 392.- El nombramiento de consultor no podrá hacerse sino de una de las maneras siguientes: 1a. 
por acto de última voluntad; 2a. en declaración hecha ante el Alcalde, acompañado del secretario, o 
ante notarios. 
  
Art. 393.- Si al morir el marido la mujer está encinta, se nombrará por consejo de familia al hijo póstumo 
un curador. Al nacer el hijo, será la madre tutora, y el curador será de pleno derecho de protutor. 
  
Art. 394.- La madre no está obligada a aceptar la tutela; sin embargo, en el caso que la rehúse, deberá 



 

 

 

cumplir los deberes inherentes a aquel cargo, hasta que se nombre nuevo tutor. 
  
Art. 395.- Si la madre tutora desea contraer segundas nupcias deberá, antes de su nuevo enlace, 
convocar el consejo de familia, que decidirá si debe o no continuar en la tutela. Si omitiere esta 
formalidad, perderá de pleno derecho aquel cargo, y su nuevo marido será solidariamente responsable 
de todas las consecuencias de la tutela conservada indebidamente por su esposa. 
  
Art. 396.- Cuando el consejo de familia, convocado en forma, no prive a la madre de la tutela, le dará 
necesariamente por cotutor a su nuevo marido, quien, en virtud de este hecho, será solidariamente 
responsable con su mujer de la gestión posterior al matrimonio. 
  
Art. 397.- El derecho individual de nombrar un tutor, pariente o extraño, únicamente pertenece al 
cónyuge superviviente. 
  
Art. 398.- Este derecho no puede ejercerse sino en la forma prescrita en el artículo 392, y con las 
excepciones y modificaciones que a continuación se expresan. 
  
Art. 399.- (Abrogado según Ley 390 del 14 de diciembre de 1940, G.O. 5535). 
  
Art. 400.- Abrogado según la Ley 390 del 14 de diciembre de 1940, G.O. 5535). 
  
Art. 401.- El tutor nombrado por el padre o la madre, no está obligado a aceptar la tutela, si no es 
además de esto de aquellas personas que a falta de esta elección especial, hubieran podido ser 
encargadas de aquella por el consejo de familia. 
  
Art. 402.- Cuando el cónyuge superviviente no hubiere nombrado tutor al menor, la tutela pertenece de 
derecho al abuelo paterno; a falta de éste al materno, y así subiendo en las líneas directas, de modo que 
siempre sea preferido al ascendiente paterno al materno del mismo grado. 
  
Art. 403.- Si a falta de los abuelos paterno y materno del menor, la concurrencia aparece entre dos 
ascendientes del grado superior, pertenecientes ambos a la línea paterna de aquél, la tutela 
corresponderá de derecho a aquel de los dos que resulte ser el abuelo paterno del padre del menor. 
  
Art. 404.- Si se verificase la misma concurrencia entre dos bisabuelos de la línea materna, nombrará 
precisamente a uno de ellos el consejo de familia. 
  
Art. 405.- Cuando un hijo menor y no emancipado quede huérfano, y carezca de tutor elegido por sus 
padres, ni tenga ascendientes varones, como cuando el tutor de una de las dos clases expresadas se 
encuentre en los casos de exclusión de que se hablará, o tenga excusa legal, se proveerá por el consejo 
de familia al nombramiento de un tutor. 
  
Art. 406.- Este consejo se convocará, sea a requerimiento y diligencia de los parientes del menor, de sus 
acreedores y sus partes interesadas, sea de oficio y por disposición del Alcalde del domicilio del menor. 
Cualquiera persona está autorizada para denunciar al Alcalde el hecho que dé motivo al nombramiento 
de un tutor. 
  
Art. 407.- El consejo de familia se compondrá, además del Alcalde, de seis parientes o afines vecinos de 
la común donde haya de nombrarse tutor o que residan a dos 



 

 

 

leguas, la mitad de la línea paterna y la otra mitad de la línea materna, siguiendo el orden de 
proximidad en cada línea. Será preferido el pariente al afín del mismo grado, y entre los parientes del 
mismo grado, el de mayor edad. 
  
Art. 408.- Los hermanos carnales del menor y los maridos de sus hermanas carnales, son los únicos 
exceptuados de la limitación del artículo anterior. Si son seis o más, todos formarán parte del consejo de 
familia, y lo compondrán ellos solos con las viudas de los ascendientes y con los ascendientes que 
tuviesen excusa válida si los hubiere. Si son un número menor, los demás parientes no serán llamados 
sino para completar el consejo. 
  
Art. 409.- Cuando los parientes o afines de una o de otro línea no hubiese el número suficiente en la 
común, o dentro de la distancia señalada en el artículo 407, el Alcalde llamará, bien a los parientes o 
afines domiciliados a mayores distancias, o, dentro de la misma común, a ciudadanos cuyas relaciones 
de amistad con los padres del menor fueren de todos conocidas. 
  
Art. 410.- El Alcalde podrá, aun cuando hubiere en el lugar un número suficientes de parientes o afines, 
permitir que se cite, cualquiera que sea la distancia que haya a su domicilio, a los parientes o afines más 
próximos en grados, o de los mismos que los parientes presentes: esto se realizará descartando algunos 
de los últimos, y de modo que el número de los citados no exceda del señalado en los artículos 
precedentes. 
  
Art. 411.- El plazo para comparecer se determinará por el Alcalde en un día fijado; pero de modo que 
haya entre la citación notificada y el día indicado para la reunión del consejo un intervalo de tres días a 
lo menos, cuando todas las partes residan en la común o a distancia de dos leguas. Siempre que entre 
las partes citadas haya domiciliados a mayor distancia, se aumentará un día por cada tres leguas. 
  
Art. 412.- Los parientes, afines o amigos así convocados, deberán concurrir personalmente o por medio 
de apoderado especial. Cada apoderado no podrá representar más a que una persona. 
  
Art. 413.- Todo pariente, afín o amigo que haya sido convocado, y no comparezca sin tener para ello 
excusa legítima, sufrirá una multa que no excederá de diez pesos. Esta multa será impuesta sin 
apelación por el Juez de paz. 
  
Art. 414.- Si la excusa es admisible y conviene esperar o reemplazar al individuo ausente, en tal caso, 
como cualquier otro en que se crea que el interés del menor lo exige, podrá el Alcalde aplazar o 
prorrogar la reunión. 
  
Art. 415.- Esta se verificará en la Alcaldía, a no ser que el mismo juez designe otro local al efecto: la 
presencia de las tres cuartas partes al menos de los individuos citados, será necesaria para que haya 
deliberación. 
  
Art. 416.- El Alcalde presidirá el consejo de familia y tendrá voz deliberativa y preponderante en caso 
de empate. 
  
Art. 417.- (Este artículo está suprimido). 
  
Art. 418.- El tutor obrará y administrará como tal, desde el día de su nombramiento, si hubiese sido 



 

 

 

hecho a su presencia; si no, desde el día en que se le haya notificado. 
  
Art. 419.- La tutela es un cargo personal que no se transfiere a los herederos del tutor. Estos únicamente 
responderán de la gestión de su causahabiente; y si son mayores de edad, tendrán obligación de 
continuarla hasta el nombramiento de nuevo tutor. 
  
Art. 420.- En toda tutela habrá un protutor o protutora, nombrado por el consejo de familia. Sus 
funciones se reducirán a obrar en favor de los intereses del menor, siempre que estén en oposición con 
los del tutor. (Modificado según Ley 390 del 14 de diciembre de 1940, G. O. 5535). 
  
Art. 421.- Cuando se confieran las funciones del tutor a una persona en quien concurra alguna de las 
cualidades expresadas en las secciones 1a., 2a., y 3a., de este capítulo, deberá este tutor antes de entrar 
en ejercicio, hacer convocar un consejo de familia, compuesto como se a dicho en la sección 4a. Si se 
ingiere en la gestión antes de llenar esta formalidad, el consejo de familia, convocado a instancia de los 
parientes, acreedores u otras partes interesadas, o de oficio por el Alcalde, podrá, si hubo dolo de parte 
del tutor, privarle de la tutela, sin perjuicio de las indemnizaciones a que tenga derecho el menor. 
  
Art. 422.- En las demás tutelas, el nombramiento de protutor seguirá inmediatamente al de tutor. 
  
Art. 423.- En ningún caso el autor tomará parte en la votación en que se nombre el protutor. Este se 
designará, excepto en el caso de hermanos carnales, en la línea a que no pertenezca el tutor. 
  
Art. 424.- El protutor no reemplazará de pleno derecho al tutor, cuando vaque la tutela o resulte 
abandonada por ausencia; pero en este caso, bajo pena de daños y perjuicios, debe provocar el 
nombramiento de un nuevo tutor. También deberá el protutor provocar el nombramiento de un tutor, 
en el caso del párrafo final del artículo 390. (Modificado según Ley 452 del 1o. de mayo de 1941, G. O. 
5587). 
  
Art. 425.- Las funciones del protutor cesarán en la misma época que la tutela. 
  
Art. 426.- Las disposiciones contenidas en las secciones 6a. y 7a. del presente capítulo, serán aplicables a 
los pro-tutores. Sin embargo, no podrá el tutor provocar la destitución del pro-tutor ni votar en los 
consejos de familia convocados para este objeto. 
  
Art. 427.- Están dispensados de la tutela: el Presidente de la República; los Secretarios de Estado; los 
diputados al Congreso; los magistrados y fiscal de la Suprema Corte de Justicia; los Gobernadores de 
provincias y distritos; además, todo individuo que ejerza cargo público en lugar distinto de aquel 
donde ha de ejercer el tutor sus funciones. (Art. 162 de la Ley de Organización Judicial: Además de los 
funcionarios públicos enumerados en el artículo 427 de Código Civil, están dispensados de la tutela: El 
Vicepresidente de la República, los Senadores, los Jueces y los Procuradores Generales de las Cortes de 
Apelación). 
  
Art. 428.- Están igualmente dispensados de la tutela, los militares en activo servicio y todas las demás 
personas que ejerzan fuera del territorio dominicano una misión conferida por el Gobierno. 
  
Art. 429.- Si la dicha misión no fuere pública, no se pronunciará la dispensa sino después de la 
presentación del nombramiento o certificación expedida por el Ministro cuyo ramo dependa el 
comisionado. 



 

 

 

  
Art. 430.- Las personas que se encuentren en las condiciones a que los artículos precedentes se refieren, 
y que hayan aceptado la tutela con posterioridad al ejercicio de las funciones, servicios o misiones que 
puedan alegarse como dispensa, no podrán ya eximirse por este concepto. 
  
Art. 431.- Por contrario, aquellas a quienes se hayan conferido dichas funciones con posterioridad a la 
aceptación y gestión de una tutela, podrán, si no quieren conservar ésta, hacer convocar, en el plazo de 
un mes, el consejo de familia para que proceda a su reemplazo. Si al cesar en los cargos indicados el 
antiguo tutor, pretendiese el nuevamente nombrado la dispensa, o solicitase aquél volver a encargarse 
de la tutela, podrá acordar en este sentido el consejo de familia. 
  
Art. 432.- No puede compelerse a ningún ciudadano que no sea pariente o afín, a encargarse de un 
tutela, si en el radio de cuatro leguas existiesen personas que tuviesen aquellas cualidades y pudieran 
encargarse de su gestión. 
  
Art. 433.- Cualquier individuo mayor de sesenta y cinco años puede rehusar el cargo de tutor. Si 
hubiese sido nombrado antes de cumplir esta edad, podrá al cumplir setenta años, solicitar se le exima 
del desempeño de sus cargo. 
  
Art. 434.- Está dispensado de ejercer el cargo de tutor, el ciudadano que padezca una enfermedad 
grave, justificada en forma. Si el padecimiento ha sobrevenido después de haber sido nombrado, podrá 
alegarse como excusa para no continuar. 
  
Art. 435.- La gestión de dos tutelas es una justa causa para eximirse de la aceptación de una tercera. El 
que a la cualidad de tutor una la de esposo o padre, no estará obligado a aceptar una segunda tutela, a 
no ser la de sus propios hijos. 
  
Art. 436.- Los que tengan cinco hijos legítimos, están dispensados de ejercer toda otra tutela que no sea 
la de aquéllos. Se tendrán en cuenta a los efectos de esta dispensa, los hijos muertos en activo servicio 
en el ejército. Los demás no se contarán, a no ser que hayan dejado descendencia existente en el 
momento de alegarse la dispensa. 
  
Art. 437.- El nacimiento de nuevos hijos, durante el ejercicio del cargo de tutor, no será causa bastante 
para renunciar a la tutela. 
  
Art. 438.- Si el tutor nombrado se halla presente en la reunión en que se le confiera el cargo, deberá en el 
acto, y bajo pena de no poder alegar reclamaciones ulteriores, presentar sus excusas, acerca de las 
cuales deliberará el consejo de familia. 
  
Art. 439.- Si el tutor nombrado no hubiese asistido a la reunión que le confiera la tutela, podrá exigir la 
convocación del consejo de familia, para que delibere sobre las excusas que alegue. Las diligencias 
referentes a este fin, deberán practicarse en el plazo de tres días, contados desde el de la notificación de 
su nombramiento; este término se extenderá un día más por cada tres leguas de distancia que haya 
desde el lugar de su domicilio al de aquel en que se haga el nombramiento: pasado el plazo, no se 
admitirán reclamaciones. 
  
Art. 440.- Si se desechan las excusas, podrán reclamar su admisión ante los tribunales; pero deberá 
durante el pleito desempeñar provisionalmente el cargo. 



 

 

 

  
Art. 441.- Si se le declara exento de la tutela, los que no admitiesen sus excusas podrán ser condenados 
en costas. Si se confirmare el acuerdo reclamado, deberá pagarlas el tutor. 
  
Art. 442.- No pueden ser tutores ni miembros de los Consejos de Familia: 1ro. Los menores de edad, a 
no ser que se trate de sus hijos; 2do. Los que estén sujetos a interdicción; 3ro. Todos los que tengan o 
cuyos padres tuviesen un pleito contra el menor, al cual estén ligados el estado, el capital o una parte 
considerable de los bienes del mismo menor. (Modificado según Ley 390 del 14 de diciembre de 1940, 
G. O. 5535 y por la Ley 440 del 18 de abril de 1941, G. O. 5581) 
  
Art. 443.- La condenación a una pena aflictiva o infamante lleva consigo, de pleno derecho, la exclusión 
de la tutela. También produce la remoción del tutor, en el caso en que se trate de una tutela 
anteriormente conferida. 
  
Art. 444.- Están también excluidos de la tutela y sujetos a remoción si estuvieren en ejercicio: 1ro. Las 
personas cuya mala conducta fuere notoria; 2do. Aquellos cuya gestión demostrase incapacidad o 
infidelidad. 
  
Art. 445.- No podrá formar parte de un consejo de familia, el individuo que haya sido excluido o 
destituido de otra tutela. 
  
Art. 446.- Siempre que proceda la destitución de un tutor, se acordará ésta por el consejo de familia, 
convocado a instancia del protutor o de oficio por el Alcalde. Este no podrá eludir la convocatoria, 
cuando se pida en forma por uno o varios parientes o afines, primos hermanos o de grados más 
próximos del menor. 
  
Art. 447.- Todo acuerdo del consejo de familia que determine la exclusión o destitución del tutor, será 
motivado; y no podrá tomarse sin oír o citar previamente al tutor. 
  
Art. 448.- Si el tutor se conforma con el acuerdo, se hará constar, y el nuevo tutor entrará desde luego en 
el ejercicio de sus funciones. Si hubiese reclamación, el protutor pedirá ante el tribunal de primera 
instancia la confirmación del acuerdo: el tribunal pronunciará su fallo que será apelable. El tutor 
excluido o destituido puede, en este caso, citar al pro-tutor con objeto de pedir que se declare su 
continuación en la tutela. 
  
Art. 449.- Los parientes o afines que hubieren pedido la convocatoria, podrán intervenir en las 
diligencias, que se sustanciarán y fallarán como negocio urgente. 
  
Art. 450.- El tutor velará por la persona del menor y la representará en todos los negocios civiles. 
Administrará sus bienes como un buen padre de familia, y responderá de los daños y perjuicios que de 
su mala gestión pudiesen sobrevenir. No puede comprar los bienes del menor ni tomarlos en 
arrendamiento, a no ser que el consejo de familia haya autorizado al pro-tutor a arrendárselos: tampoco 
le está permitido aceptar la cesión de ningún derecho ni crédito contra su pupilo. 
  
Art. 451.- En los diez días siguientes a los de su nombramiento, el tutor, siempre que aquél le conste de 
una manera positiva, podrá pedir que se alcen los sellos, si se pusieron, y hará proceder 
inmediatamente en presencia del protutor, al inventario de los bienes del menor. Si éste le debiere 
alguna cosa, hará constar esta circunstancia en el inventario, a 



 

 

 

pena de perder su derecho; a esta declaración precederá la pregunta que sobre este caso concreto 
deberá hacerle el oficial público, y de la cual se hará mención en la diligencia. 
  
Art. 452.- En el mes siguiente a la conclusión del inventario, el tutor hará vender, en presencia del 
protutor, en subasta pública, y previos anuncios y edictos a los que se referirán las diligencias, todos los 
muebles, excepto aquellos que conservare en naturaleza por autorización del consejo de familia. 
  
Art. 453.- Los padres, mientras tengan el usufructo legal y propio de los bienes del menor, están 
dispensados de vender los muebles, si prefieren conservarlos para hacer a su tiempo la restitución. En 
este caso, mandarán hacer a su costa y por un perito nombrado por el protutor, y que preste juramento 
ante el Alcalde, un avalúo de los citados muebles. Al hacer la entrega, deberán dar el valor de los 
objetos que no hubiesen conservado. 
  
Art. 454.- Al comenzar el ejercicio de una tutela, excepto aquellas de que se encarguen los padres, el 
consejo de familia determinará prudencialmente y conforme a la importancia de los bienes 
administrados, la cantidad a la que puede ascender el gasto anual del menor y el de la administración 
de sus bienes. En la misma diligencia se hará constar si el tutor está autorizado para hacerse auxiliar en 
la gestión por uno o varios administradores particulares asalariados, que presten su servicio bajo la 
responsabilidad de aquel. 
  
  
Art. 455.- El mismo consejo determinará positivamente, la cantidad que haya de servir de punto de 
partida, para que el tutor emplee el sobrante de las rentas una vez cubiertos los gastos; la colocación de 
aquellos sobrantes deberá hacerse dentro del plazo de seis meses, terminado el cual sin haberlo hecho, 
estará obligado el tutor a pagar intereses. 
  
Art. 456.- Si el tutor no hubiere hecho determinar por el consejo de familia, la cantidad que debe servir 
de base al empleo del capital, deberá, una vez expirado el plazo fijado en el artículo anterior, pagar los 
intereses de toda suma no colocada, por módica que sea. 
  
Art. 457.- El tutor, aunque sea el padre o la madre del menor, no puede contratar en empréstito por 
cuenta del pupilo, ni enajenar e hipotecar sus bienes e inmuebles, sin que preceda a estos actos una 
autorización del consejo de familia. Esta autorización no se dará nunca si no reconoce por causa una 
necesidad absoluta o una utilidad evidente. En el primer caso, el consejo de familia no concederá su 
autorización, sino después de haberse hecho constar, en cuenta sumaria presentada por el tutor, que el 
dinero, muebles y rentas del menor, no bastan a cubrir sus necesidades. El consejo de familia indicará 
en todo caso, los bienes y muebles que hayan de venderse con preferencia, y todas las demás 
condiciones que considere oportunas. 
  
Art. 458.- Los acuerdos del consejo de familia que se refieran a este objeto, no se ejecutarán sino 
después de haber pedido y obtenido el tutor su aprobación ante el tribunal de primera instancia; éste 
resolverá en cámara de consejo y previo dictamen fiscal. 
  
Art. 459.- La venta se hará en pública subasta, presidida por un miembro del Tribunal de Primera 
Instancia, o por un Notario comisionado al efecto, en presencia del protutor; a ella deben preceder 
edictos fijados en la forma de costumbre en la Común. Cada uno de estos edictos será firmado y visado 
por el Presidente del Ayuntamiento en cuyo término se fije. (Modificado según Ley 3079 del 18 de 
septiembre de 1951, G. O. 7454). 



 

 

 

  
Art. 460.- Las formalidades exigidas en los artículos 457 y 458 para la venta de los bienes del menor, no 
son aplicables al caso en que por sentencia de un tribunal se hubiere acordado la licitación de bienes 
pro-indivisos a instancia de los copropietarios. Solamente, aun en este caso, la licitación no podrá 
hacerse más que en la forma prescrita por el artículo precedente: se admitirán en ella necesariamente 
los daños. 
  
Art. 461.- El tutor no podrá aceptar ni repudiar una herencia perteneciente al menor, sin estar 
autorizado para ello por el consejo de familia. En todo caso no se hará la aceptación, sino a beneficio del 
inventario. 
  
Art. 462.- Cuando la herencia repudiada a nombre del menor no fuere aceptada por otra persona, podrá 
ser adquirida de nuevo, bien por el tutor autorizado al efecto por nuevo acuerdo del consejo de familia, 
o por el menor cuando llegue a la mayor edad; pero en estos casos debe recibirse en el estado en que se 
encuentre, y sin facultad de impugnar las ventas u otros actos ejecutados legalmente durante el tiempo 
en que estuvo sin aceptarse la herencia. 
  
Art. 463.- El tutor no podrá aceptar las donaciones hechas al menor, sin estar autorizado por el consejo 
de familia. Producirán respecto del menor, los mismos efectos, que si se hubiesen hecho a una persona 
mayor de edad. 
  
Art. 464.- El tutor no podrá entablar demandas relativas a los derechos inmobiliarios del menor, ni 
asentir a las demandas relativas a los mismos derechos, sin autorización del consejo de familia. 
  
Art. 465.- La misma autorización será necesaria al tutor para provocar una partición; pero podrá, sin 
necesidad de aquella, contestar a demandas de particiones propuestas contra el pupilo. 
  
Art. 466.- Para que la partición produzca respecto del menor todos los efectos que tendría si se refiriese 
a mayores de edad, deberá practicarse judicialmente y previa tasación hecha por peritos nombrados 
por el tribunal de primera instancia donde se haya abierto la sucesión. Los peritos, después de prestar 
ante el presidente del mismo tribunal, u otro juez delegado por éste, el juramento de desempeñar bien y 
finalmente su encargo, procederán a la formación de lotes, que se sacarán por suerte, a presencia de un 
miembro del tribunal o un notario designado por éste, y que hará la entrega de los lotes. Cualquiera 
otra partición se considerará provisional. 
  
Art. 467.- El tutor no podrá celebrar transacciones en nombre del menor, sin haber sido autorizado por 
el consejo de familia, asesorado del dictamen de tres abogados designados por el fiscal del tribunal de 
primera instancia. La transacción no será válida sino después de haber sido confirmada por el tribunal 
de primera instancia, previo dictamen del fiscal. 
  
Art. 468.- El tutor que tenga motivos graves de queja sobre la conducta del pupilo, podrá dar 
conocimiento de estos hechos a un consejo de familia y, si por éste se le autoriza, solicitar la reclusión 
del menor conforme a la establecido sobre este punto en el título de la patria potestad. 
  
Art. 469.- Todo tutor está obligado a dar cuenta de su gestión cuando ésta concluya. 
  
Art. 470.- A todo tutor, excepto el que lo sea de sus propios hijos, puede obligársele, aun durante la 
tutela, a presentar al protutor estados de la situación de los 



 

 

 

bienes confiados a su gestión, en las épocas en que el consejo de familia haya creído oportuno fijar, sin 
que a pesar de esto pueda ser compelido a dar más de un estado en cada año. Estos estados de situación 
se redactarán y remitirán sin gastos, en papel simple y sin ninguna formalidad judicial. 
  
Art. 471.- La cuenta definitiva de la tutela se hará a expensas del menor, cuando llegare a la mayor edad 
u obtuviere su emancipación. El tutor adelantará los gastos. Serán abonables al tutor todos los gastos 
justificados en forma y cuyo objeto sea útil. 
  
Art. 472.- Cualquier pacto que pueda mediar entre el tutor y el pupilo que haya llegado a la mayor 
edad, será nulo, si no le precediere la dación de cuenta detallada y la entrega de los documentos 
justificativos: el todo acreditado por recibo del que tome la cuenta, diez días antes de la celebración del 
pacto. 
  
Art. 473.- Si la cuenta es causa de cuestiones, se discutirán y resolverán éstas como cualquiera otra 
demanda civil. 
  
Art. 474.- La suma a que ascienda el saldo de las cuenta debido por el tutor, producirá intereses sin 
necesidad de solicitarlos, desde la dación de cuentas. Los intereses de lo que el menor deba al tutor no 
se contarán, sino desde el día de la intimación de pagar, siguiente al corte de la cuenta. 
  
Art. 475.- Las acciones que el pupilo tenga contra su tutor, con motivo del ejercicio de la tutela, 
prescriben por cinco años a contar desde la mayor edad. (Modificado según Ley 585 del 24 de octubre 
de 1941, G. O. 5661). 
  
Art. 476.- El matrimonio del menor produce de pleno derecho su emancipación. 
  
Art. 477.- El menor, aunque no esté casado, puede ser emancipado por su padre, y a falta de éste, por su 
madre, cuando haya cumplido los quince años. Bastará para realizar esta emancipación, que el padre o 
la madre presten declaración ante el Alcalde, acompañado de su secretario. 

  
Art. 478.- El menor, huérfano de padre y madre, podrá también, pero únicamente después de haber 
cumplido los dieciséis años, ser emancipado, si lo juzga capaz el consejo de familia. En este caso, la 
emancipación nacerá del acuerdo que la haya autorizado, y de la declaración que el Juez de Paz, como 
presidente del consejo de familia, haga en el mismo acto diciendo: El menor queda emancipado. 
  
Art. 479.- Cuando el tutor no haya practicado ninguna diligencia para emancipar al menor a quien el 
artículo anterior se refiere, y uno o varios parientes o afines de aquel, primos hermanos o en grado más 
próximo, lo consideren capaz de ser emancipado, podrán pedir al Alcalde que convoque el consejo de 
familia para acordar sobre aquel punto. El Alcalde deberá acceder a esta solicitud. 
  
Art. 480.- Las cuentas de la tutela se darán al menor emancipado, acompañado al efecto de un curador 
nombrado por el consejo de familia. 
  
Art. 481.- El menor emancipado otorgará los arrendamientos cuya duración no exceda de nueve años; 
recibirá sus rentas; dará recibos y ejecutará todos los actos de pura administración, sin que pueda pedir 
restitución por esos actos en todos los casos en que no pueda pedirla el que haya cumplido la mayor de 
edad. 
  



 

 

 

Art. 482.- No podrá intentar acciones inmobiliarias, ni contestar a las que en este punto se entablen 
contra él, ni aun recibir y dar cartas de pago de un capital mueble sin la asistencia de su curador, el 
cual, en el último caso, velará sobre el empleo que se dé al capital recibido. 
  
Art. 483.- Bajo ningún pretexto podrá el menor emancipado tomar dinero a préstamo sin un acuerdo 
previo del consejo de familia, aprobado por el tribunal de primera instancia, después de oír éste el 
dictamen fiscal. 
  
Art. 484.- Tampoco podrá vender ni enajenar sus bienes inmuebles, ni ejecutar más actos que los de 
pura administración, sin observar las formas prescritas al menor emancipado. Respecto a las 
obligaciones que haya contraído por compra o en otra forma, podrán reducirse en caso de exceso: en 
esta parte los tribunales tomarán en consideración las condiciones de la fortuna del menor, la buena o la 
mala fe de las personas que con él hubieren contratado, y la utilidad o inutilidad de los gastos hechos. 
Art. 485.- El menor emancipado, cuyos contratos hubieren sufrido reducción, en virtud de lo dispuesto 
en el artículo anterior, podrá ser privado del beneficio de la emancipación, siguiendo para ello las 
mismas formas que tuvieron lugar para conferírsela. 
  
Art. 486.- Desde el momento en que se revoque la emancipación, entrará nuevamente en tutela el 
menor, y quedará sujeto a ella hasta que cumpla la mayor edad. 
  
Art. 487.- El menor emancipado que se dedique al comercio, está reputado como mayor de edad a los 
efectos de los hechos relativos al comercio mismo. 
  
Art. 488.- Se fija la mayor edad en dieciocho años cumplidos, y por ella se adquiere la capacidad para 
todos los actos de la vida civil. 
  
Art. 489.- El mayor de edad que se encuentre en un estado habitual de imbecilidad, enajenación mental 
o locura, debe estar sujeto a la interdicción, aunque aquel estado presente intervalos de lucidez. 
  
Art. 490.- Cualquier pariente puede solicitar la interdicción de su pariente. Lo mismo puede hacer 
cualquiera de los cónyuges respecto al otro. 
  
Art. 491.- En el caso de locura, si no se ha solicitado la interdicción por el cónyuge o los parientes, debe 
pedirse por el fiscal, el cual, en los casos de imbecilidad o de enajenación, puede también solicitarla 
contra una persona que no esté casada o no tenga parientes conocidos. 
  
Art. 492.- Las demandas de interdicción se presentarán ante el tribunal de primera instancia. 
  
Art. 493.- Se articularán por escrito los hechos de imbecilidad, enajenación mental o locura, y los que 
soliciten la interdicción presentarán los testigos y documentos de prueba. 
  
Art. 494.- El tribunal ordenará que el consejo de familia, convocado en la forma determinada en la 
sección cuarta del capítulo segundo del título de la menor edad, de la tutela y de la emancipación, 
informe acerca del estado de la persona cuya interdicción se pida. 
  
Art. 495.- Los que hayan provocado la interdicción no podrán formar parte del consejo de familia: sin 
embargo, el cónyuge o los hijos de la persona cuya interdicción se solicite, podrán ser emitidos en él, 
pero sin tener voto. 



 

 

 

  
Art. 496.- Recibido el informe del consejo de familia, el tribunal, en cámara de consejo, interrogará al 
demandado; si éste no puede presentarse, se le recibirá declaración en su propia casa, en la cual uno de 
los jueces comisionado al efecto, se personará con el secretario. En todos los casos el fiscal presenciará 
los interrogatorios. 
  
Art. 497.- Después del primer interrogatorio, el tribunal, si procede, nombrará un administrador 
provisional que cuide la persona y bienes del demandado. 
  
Art. 498.- La sentencia dada con motivo de una demanda de interdicción, no podrá pronunciarse más 
que en audiencia pública, oídas o citadas las partes. 
Art. 499.- Al desechar la demanda de interdicción, podrá el tribunal, sin embargo, ordenar si las 
circunstancias así lo exigiesen, que el demandado no pueda en adelante litigar, transigir, tomar 
prestado, recibir un capital mueble ni dar de él carta de pago, enajenar ni hipotecar sus bienes, sin el 
concurso de un consultor, nombrado en la misma sentencia. 
  
Art. 500.- Si se apelare de la sentencia de primera instancia, podrá el tribunal superior, si lo juzga 
necesario, interrogar de nuevo o hacer interrogar por medio de un delegado a la persona cuya 
interdicción se solicita. 
  
Art. 501.- De toda sentencia que produzca interdicción o nombramiento de consultor se expedirá copia 
a solicitud de los demandantes, quienes la notificarán a la parte que corresponda, y la harán fijar por 
carteles, dentro de los diez días, en la sala de audiencias y las notarías del distrito judicial. 
  
Art. 502.- La interdicción o nombramiento de consultor, producirá efecto desde el día en que se 
pronuncie la sentencia. Los actos ejecutados con posteridad por el sujeto a la interdicción, sin la 
asistencia del consultor, serán nulos de derecho. 
  
Art. 503.- Los actos anteriores a la interdicción podrán ser anulados, si existía la causa de la interdicción 
y era notoria en la época en que se otorgaron aquéllos. 
  
Art. 504.- Después de la muerte de una persona, no podrán ser impugnados, por causa de demencia, los 
actos por él mismo otorgados, si no hubiese sido declarada su interdicción o solicitada antes de su 
muerte, excepto en el caso de que la prueba de la denuncia resulte del acto mismo que se impugna. 
  
Art. 505.- Si no se apelase de la sentencia de interdicción, pronunciada en primera instancia, o si ésta 
fuere confirmada, se procederá al nombramiento de un tutor y de un protutor para la persona objeto de 
la interdicción conforme a las reglas prefijadas en el título de la menor edad, de la tutela y de la 
emancipación. El administrador provisional cesará en su cargo y dará cuenta al tutor, a no ser que él 
mismo haya obtenido el nombramiento. 
  
Art. 506.- El marido es de derecho el tutor legal de su mujer sujeta a interdicción. 
  
Art. 507.- La mujer podrá ser nombrada tutora de su marido. En este caso el consejo de familia 
determinará la forma y condiciones de la administración, sin perjuicio del recurso que ante los 
tribunales puede entablar la mujer que se considere perjudicada por el acuerdo de la familia. 
  



 

 

 

Art. 508.- A excepción de los cónyuges, de los ascendientes y descendientes, nadie estará obligado a 
conservar por más de diez años la tutela de una persona sujeta a interdicción. Concluido aquel tiempo, 
podrá el tutor pedir y deberá obtener su reemplazo. 
  
Art. 509.- El individuo interdicto será considerado como menor en lo relativo a su persona y bienes, 
aplicándose a estos casos las leyes dictadas sobre la tutela de los menores. 
  
Art. 510.- Las rentas de la persona objeto de la interdicción, deben principalmente destinarse a mitigar 
su suerte y acelerar su curación. Según las circunstancias de su enfermedad y el estado de su fortuna, 
podrá disponer el consejo de familia que se le atienda en su domicilio o se le traslade a un 
establecimiento de curación, y si fuere necesario, a un hospital. 
  
Art. 511.- Cuando se trate del matrimonio del hijo de una persona interdicta, se arreglará la dote, el 
anticipo a cuenta de la herencia, y las demás estipulaciones matrimoniales, por medio de un dictamen 
del consejo de familia aprobado por el tribunal, previo informe fiscal. 
  
Art. 512.- La interdicción cesa con las causas que la determinaron; sin embargo, no se pronunciará 
sentencia con este objeto, sin haber observado previamente las mismas formalidades prescritas para 
acordarla; el que esté sujeto a la interdicción no podrá recobrar el ejercicio de aquellos derechos, sino 
después de haberse pronunciado la sentencia que lo habilite. 
  
Art. 513.- Puede prohibirse a los pródigos el litigar, transigir, tomar prestado, recibir un capital mueble 
y dar carta de pago de él, enajenar o hipotecar sus bienes, sin la asistencia de un consultor nombrado 
por el tribunal. 
  
Art. 514.- Se puede pedir la prohibición de proceder sin la asistencia de ese consultor por los que tienen 
derecho para solicitar la interdicción; y su demanda debe instruirse y fallarse del mismo modo. No 
procede alzar esta prohibición, sino observando las mismas formalidades. 
  
Art. 515.- Sin oír al fiscal, no podrá pronunciarse sentencia sobre interdicción o nombramiento de 
consultor, ni en primera instancia, ni en apelación. 
  
Art. 516.- Todos los bienes son muebles e inmuebles. 
  
Art. 517.- Son inmuebles los bienes, o por su naturaleza, o por su destino, o por el objeto a que se 
aplican. 
  
Art. 518.- Las heredades y los edificios son inmuebles por su naturaleza. 
  
Art. 519.- Los molinos de viento o de agua, fijos sobre pilares y que constituyan parte del edificio, son 
también inmuebles por su naturaleza. 
  
Art. 520.- Las cosechas pendientes y los frutos aún no cogidos de los árboles, son también inmuebles. 
Desde que los granos estén segados y los frutos estén desprendidos, aunque no se hayan transportado, 
son ya muebles. Si sólo se ha desprendido una parte de la cosecha, ésta sólo será mueble. 
  
Art. 521.- Las maderas que se cortan en los bosques u otros sitios, se consideran muebles a medida que 
se derriban los árboles. 



 

 

 

  
Art. 522.- Los animales que el propietario de la heredad entrega al arrendatario o colono para el cultivo, 
estén o no tasados, se reputan inmuebles mientras están anexos a la heredad por efecto del convenio. 
Los que da el propietario a aparcería a otros que no sean el arrendatario o colonos, se reputarán 
muebles. 
  
  
Art. 523.- Las cañerías que sirven para conducir las aguas a una casa o a otra heredad, son inmuebles y 
constituyen parte de la finca a que están anexas. 
  
Art. 524.- Los efectos que el propietario de una finca ha colocado en ella para el servicio y beneficio de 
la misma, son inmuebles por su destino. Son también inmuebles por su destino, cuando han sido 
puestos por el propietario para el servicio y beneficio de la finca: Los animales destinados al cultivo. 
Los utensilios de la labranza. Las semillas dadas a los renteros o colonos porcioneros. Los pichones de 
los palomares. Los conejos de las conejeras. Las colmenas. Los peces de los estanques. Las prensas, 
calderas, alambiques, cubas y toneles. Los utensilios necesarios para la elaboración de las fraguas y 
otras fábricas. La paja y los abonos. Son también inmuebles, por su destino, todos los muebles que el 
propietario haya colocado en la finca, de un modo permanente. 
  
Art. 525.- Se considera que el propietario ha puesto en su finca efectos muebles de un modo 
permanente, cuando están unidos a la misma con yeso, mezcla o cemento, o cuando no pueden quitarse 
de allí sin romperse o deteriorarse, o sin romper o deteriorar la parte de la finca a que están unidos. Los 
espejos de una habitación se consideran colocados de un modo permanente, cuando el marco de los 
mismos hace un mismo cuerpo con el maderaje de la fábrica. Lo mismo sucede con los cuadros y otros 
adornos. Las estatuas son inmuebles, cuando están colocadas en un nicho dispuesto expresamente para 
ellas, aun cuando puedan separarse de allí sin romperse ni deteriorarse. 
  
Art. 526.- Son inmuebles por el objeto a que se aplican: El usufructo de las cosas inmuebles. Las 
servidumbres o cargas de las fincas. Las acciones que se dirigen a reivindicar una cosa inmueble. 
  
Art. 527.- Los bienes son muebles por su naturaleza o por disposición de la ley. 
Art. 528.- Son muebles por naturaleza; los cuerpos que pueden transportarse de un punto a otro, bien se 
muevan por sí mismos, como los animales, bien que no puedan cambiar de sitio sino por efecto de una 
fuerza exterior, como las cosas inanimadas. 
  
Art. 529.- Son muebles por la disposición de la ley: las obligaciones y acciones que tienen por objeto 
cantidades exigibles o efectos muebles; las acciones o intereses en las compañías de crédito público, de 
comercio o de industria, aunque pertenezcan a dicha compañías algunos bienes inmuebles 
dependientes de estas empresas. Estas acciones o intereses se reputan como muebles con respecto a 
cada socio, mientras subsiste la sociedad. También son muebles por disposición de la ley, las rentas 
perpetuas o vitalicias, bien graviten sobre el Estado o sobre particulares. 
  
Art. 530.- Cualquiera renta establecida perpetuamente como precio de la venta de un inmueble, o como 
condición de la cesión hecha a título oneroso o gratuito de una finca, es redimible por su naturaleza. Sin 
embargo, es lícito al acreedor el arreglar las cláusulas y condiciones de la redención. Le es lícito también 
pactar, que no se le reembolsará la renta sino después de cierto término, que nunca podrá pasar de 
treinta años: todo pacto contrario es nulo. 
  



 

 

 

Art. 531.- Los barcos, barcas, navíos, molinos y baños flotantes, y generalmente todos los aparatos 
industriales que no estén fijos sobre cimientos y que no constituyan parte del edificio, son muebles: no 
obstante, por la importancia de estos objetos, puede sujetarse el embargo de algunos de ellos a formas 
particulares, como se dirá en el Código de Procedimiento Civil. 
  
Art. 532.- Los materiales procedentes de la demolición de un edificio, y los que se han reunido para 
construir alguno nuevo, son muebles hasta que el obrero las haya empleado en una fábrica. 
  
Art. 533.- La palabra mueble, aplicada solo a las disposiciones de la ley o del hombre, sin otra adición o 
explicación, no comprende el dinero metálico, las piedras preciosas, las deudas activas, los libros, 
medallas, instrumentos de ciencias, artes y oficios, la ropa blanca, los caballos, equipajes, armas, granos, 
vinos, forrajes y otros géneros: tampoco comprende lo que es objeto de algún comercio. 
  
Art. 534.- Las palabras "muebles de menaje" sólo se comprenden los destinados al uso y adorno de las 
habitaciones, como tapicerías, camas, sillas, espejos, relojes, mesas, porcelanas y otros objetos de igual 
naturaleza. Los cuadros y estatuas que forman parte del menaje de una habitación, también se 
comprenden bajo el mismo nombre, pero no las colecciones de cuadros que haya en las galerías o 
piezas particulares. Lo mismo sucederá con las porcelanas; porque sólo se comprenderán bajo la 
denominación de muebles de menaje, los que formen parte del adorno de una habitación. 
  
Art. 535.- La expresión " bienes muebles", la de ajuar o efectos mobiliarios, comprenden generalmente 
todo lo que se considera mueble, según las reglas arriba establecidas. La venta o la donación de una 
casa amueblada, no comprende más que los muebles de menaje. 
  
Art. 536.- La venta o donación de una casa con todo la que se encuentre en ella, no comprende el dinero 
efectivo ni los créditos y demás derechos, cuyos títulos puedan estar depositados en la casa; pero se 
comprenden en ella todos los demás efectos muebles. 
  
Art. 537.- Los particulares pueden disponer libremente de los bienes que les pertenecen, con las 
modificaciones establecidas por las leyes. Los bienes que no pertenecen a particulares, se administran y 
no pueden ser enajenados sino del modo y según las reglas que les son peculiares. 
  
Art. 538.- Los caminos, vías y calles que están a cargo del Estado, los ríos, navegables o flotables, las 
orillas, las ensenadas y bahías en el mar, puertos, radas, y en general, todas las porciones del territorio 
dominicano, que no son susceptibles de propiedad particular, se considerarán como dependencias del 
dominio público. 
  
Art. 539.- Todos los bienes vacantes y sin dueño, y los de las personas que mueran sin herederos o 
cuyas herencias se abandonen, pertenecen al dominio público. 
  
Art. 540.- Las puertas, muros, fosos, y defensas de las plazas de guerra y de las fortalezas, también 
forman parte del dominio público. 
  
Art. 541.- En el mismo caso están los terrenos, fortificaciones y defensas de las plazas que ya no fueren 
de guerra: pertenecen al Estado, si no se han enajenado legítimamente, o si la propiedad no ha sido 
objeto de prescripción contra el mismo Estado. 
  



 

 

 

Art. 542.- Son bienes comunales, aquellos a cuya propiedad o usufructo han adquirido derecho los 
habitantes de uno o muchos pueblos. 
  
  
Art. 543.- Puede ejercerse en los bienes, o un derecho de propiedad, o un simple derecho de usufructo, 
o tan sólo un dominio útil. 
  
Art. 544.- La propiedad es el derecho de gozar y disponer de las cosas del modo más absoluto, con tal 
de que no se haga de ellas un uso prohibido por las leyes y reglamentos. (En relación con el Art. 544, el 
derecho de propiedad sufre una disminución en los alrededores de los Aeródromos, según Ley No. 
3199 de fecha 11 de febrero de 1952, G.O. 7392. 
  
Art. 545.- Nadie puede ser obligado a ceder su propiedad a no ser por causa de utilidad pública, previa 
justa indemnización pericial, o cuando haya discrepancia en la estimación, por juicio de Tribunal 
competente. (Modificado según Ley 4952 del 6 de julio de 1910, G. O. 2111). (Vér Artículo 8 inciso 9 de 
la Constitución). 
  
Art. 546.- La propiedad de una cosa, mueble, o inmueble, da derecho sobre todo lo que produce, y 
sobre lo que se le agrega accesoriamente, sea natural o artificialmente. Este derecho se llama de 
accesión. 
  
Art. 547.- Los frutos naturales e industriales de la tierra; los frutos civiles; las crías de los animales; 
pertenecen al propietario por derecho de accesión. 
  
Art. 548.- Los frutos que la cosa produce no pertenecen al propietario, sino con la obligación de 
reembolsar los gastos de labores, trabajos y simientes invertidos por terceras personas. 
  
Art. 549.- El mero no hace suyos los frutos, si no lo es de buena fe: en caso contrario está obligado a 
restituir los productos con la cosa, al propietario que la reivindique. 
  
Art. 550.- Se reputa poseedor de buena fe, al que posea como dueño en virtud de un título traslativo de 
la propiedad, cuyos vicios ignora. Deja de ser de buena fe, desde el momento en que sean conocidos 
aquellos vicios. 
  
Art. 551.- Todo lo que se le agrega o incorpora a la casa, pertenece al dueño de ésta, conforme a las 
reglas siguientes: 
  
Art. 552.- La propiedad del suelo comprende la de la superficie y la del subsuelo. El propietario puede 
hacer en la superficie todas las plantaciones y obras que crea convenientes, con las excepciones 
establecidas en el título de servidumbres. Puede hacer en el subsuelo todas las fábricas y excavaciones 
que juzgue oportunas, y sacar de ellas cuantos productos puedan darle, con sujeción siempre a las 
modificaciones establecidas en las leyes y reglamentos de minas y policía. 
  
Art. 553.- Todas las construcciones, plantaciones y obras hechas en un terreno o en su fondo, se 
presumen realizadas y a sus expensas por el propietario a quien pertenecen, si no se prueba lo 
contrario; todo sin perjuicio de la propiedad que un tercero podría haber adquirido por prescripción, 
sea en un subterráneo bajo el edificio perteneciente a otro, o bien de cualquiera otra parte de la misma 
finca. 



 

 

 

  
Art. 554.- El propietario del suelo que haya construido, hecho plantaciones u otras con materiales que 
no le perteneciesen, debe pagar su valor: también se le puede condenar a satisfacer daños y perjuicios, 
si hubiere motivo para ello; pero el dueño de los materiales no tiene derecho para retirarlos. 
  
Art. 555.- Cuando los plantíos, fábricas y obras se hayan hecho por un tercero, y con materiales suyos, 
puede retenerlos el dueño del terreno u obligar el tercero a que los retire. Si el dueño del suelo exige la 
destrucción de las plantaciones u obras, se ejecutará a expensas del que las hizo, sin que tenga derecho 
éste a indemnización alguna: también puede condenársele a resarcir, si procede, daños y perjuicios por 
los menoscabos que pueda haber experimentado el dueño de la de la tierra. Si el propietario prefiere 
conservar los plantíos o construcciones, deberá satisfacer el valor de los materiales y el precio de mano 
de obra, sin tener en cuenta el mayor o menor valor que haya podido recibir el predio; sin embargo, si 
las plantaciones, fábricas y obras hubieren sido hechas por un tercero despojado en juicio, pero que no 
hubiese sido sentenciado a restituir los frutos, no podrá el dueño, en virtud de su buena fe, pedir la 
destrucción de las obras o plantaciones referidas; pero tendrá la elección entre pagar el valor de los 
materiales y de la mano de obra, o pagar una cantidad igual al mayor valor adquirido por la finca. 
  
Art. 556.- Se denomina aluvión, el aumento de tierra que, sucesiva e imperceptiblemente, adquieren las 
fincas situadas a la orilla de un río o arroyo. El aluvión aprovecha al propietario de la orilla, sea el río 
navegable o no, pero con la obligación, si los barcos son conducidos a sirga, de dejar en la orilla la 
senda o camino que para remolcar aquéllos marquen los reglamentos. 
  
Art. 557.- Sucederá lo mismo con los terrenos dejados en seco, por retirarse insensiblemente el agua de 
una orilla sobre la otra. El dueño de la orilla descubierta tiene derecho a aprovecharse del aluvión, sin 
que el de la orilla opuesta pueda reclamar el terreno perdido. No tiene lugar aquella facultad en los 
descubiertos que deja el mar. 
  
Art. 558.- El aluvión no produce cambio en los lagos y estanques; cuyo dueño siempre conserva el 
terreno que cubre el agua, cuando se halla a la altura del desagüe, aun cuando llegue a disminuirse el 
volumen del agua. No adquiere el propietario del estanque derecho alguno sobre las tierras de la orilla 
que sus aguas lleguen a cubrir, en las crecidas extraordinarias. 
  
Art. 559.- Si un río, sea o no navegable, quita repentinamente una parte considerable y fácil de 
distinguir de un campo de la orilla y la lleva hasta otro inferior o a la orilla opuesta, el dueño de la parte 
disminuida, podrá reclamar su propiedad; pero está obligado a formalizar su demanda en un plazo de 
un año, pasado el cual no será admisible, a no ser que el dueño del predio a que se unió la parte 
arrebatada no haya todavía tomado posesión de ésta. 
  
Art. 560.- Las islas, isletas y terrenos que se forman en el álveo de los ríos navegables pertenecen al 
Estado, si no hubiere título o prescripción en contrario. 
  
Art. 561.- Las islas y terrenos formados en los ríos no navegables, pertenecen a los propietarios 
ribereños de la orilla en que la isla se haya formado; si ésta no aparece del lado de una de las orillas, 
pertenece a los propietarios de ambas, dividiéndola por la linea que se supone trazada por medio del 
río. 
  
Art. 562.- Si un río formando cauce de nuevo, corta y rodea la finca de un propietario ribereño, este 



 

 

 

propietario conserva el dominio sobre la finca, aunque la isla se haya formado en un río navegable. 
  
  
Art. 563.- Si un río, sea o no navegable, se abre nuevo cauce abandonando el antiguo, los dueños de las 
fincas nuevamente ocupadas hacen suyo, por vía de indemnización, el cauce antiguo, cada uno en 
proporción del terreno de que se ha visto privado. 
  
Art. 564.- Las palomas, conejos y peces que pasen a otro palomar, corral o estanque, pertenecen al 
dueño de éstos, siempre que no los haya atraído por medio de fraudes o artificios. 
  
Art. 565.- El derecho de accesión, cuando tiene por objeto dos cosas muebles, que pertenezcan a dos 
dueños distintos, está sujeto a los principios de la equidad natural. Las reglas siguientes servirán de 
ejemplo al juez para resolver los casos no previstos, según las circunstancias de cada uno de ellos. 
  
Art. 566.- Cuando dos cosas pertenecientes a dos distintos dueños, se han unido de modo que formen 
un solo cuerpo, pero que puedan aún separarse, en término que la una pueda sustituir sin la otra, el 
todo pertenece al dueño de la cosa que constituye la parte principal, pero con obligación de pagar al 
otro el valor de lo que se unió. 
  
Art. 567.- Se reputa parte principal, aquella a que se unió la otra, sólo para el uso, ornato o 
complemento de la primera. 
  
Art. 568.- Sin embargo, cuando la cosa unida es de más valor que la principal, y se empleó sin saberlo el 
dueño, puede entonces pedir éste que lo que se ha unido, se separe para restituírselo, aunque de esta 
desunión pudiera resultar detrimento a lo que se unió. 
  
Art. 569.- Si de dos cosas unidas para formar un solo cuerpo, la una no puede considerarse como 
accesoria de la otra, se reputa principal aquélla que es de mayor valor o volumen, si los valores son 
iguales, poco más o menos. 
  
Art. 570.- Si un artesano o cualquiera otro ha empleado alguna materia que no le pertenecía, para 
formar una cosa de nueva especie, pueda ésta o no tomar su forma primitiva, el dueño tiene derecho 
para reclamar la cosa que se ha formado, satisfaciendo el valor de la mano de obra. 
  
Art. 571.- Pero si ésta fuese de tal importancia, que su valor excediese en mucho al de la materia 
empleada, entonces la industria se reputaría por parte principal, y el artífice tendría derecho a retener la 
cosa elaborada, reembolsando a su dueño el valor de la materia. 
  
Art. 572.- Cuando uno ha empleado parte de la materia que pertenecía, y parte de otra que no era suya, 
en formar una nueva, sin que ni una ni otra se hayan destruido enteramente, pero que no se puedan 
separar sin detrimento, la cosa nueva queda común para ambos con proporción de la materia que a 
cada uno pertenecía, y del precio de la mano de obra. 
  
Art. 573.- Cuando se ha formado una cosa por la mezcla de muchas materias propias, de diferentes 
dueños, pero que ninguna de ellas puede ser considerada como la principal, si pueden separarse, puede 
pedir la división aquel sin cuyo conocimiento se mezclaron. Si no pueden separarse sin detrimento, sus 
dueños adquieren en común la propiedad de la mezcla, en proporción de la cantidad, calidad y valor 
de la perteneciente a cada uno. 



 

 

 

  
  
Art. 574.- Si la materia perteneciente a cada uno de los dueños es muy superior a la otra en cantidad y 
precio, el dueño de la de mayor valor podrá reclamar lo que ha resultado de la mezcla, reembolsando al 
otro el valor de su materia. 
  
Art. 575.- Cuando la cosa queda en común, entre los dueños de las materias de que fue formada, debe 
venderse en pública subasta en utilidad de todos. 
  
Art. 576.- En el caso de que el dueño, cuya materia fue empleada sin su consentimiento en formar otra 
distinta especie, puede reclamar la propiedad de ella, queda a su elección el pedir la restitución de su 
materia, tal cual estaba, y en la cantidad, peso, medida y bondad que tenía, o bien su valor. 
  
Art. 577.- Los que hubieren empleado materias pertenecientes a otros y sin noticia de los mismos, 
podrán también ser condenados a pagar daños y perjuicios, si hubiese lugar a ello, además de los 
medios coercitivos a que diese lugar el caso. 
  
Art. 578.- El usufructo consiste en el derecho de gozar de cosas cuya propiedad pertenece a otro, como 
éste mismo; pero conservando la sustancia de aquéllas. 
  
Art. 579.- El usufructo se establece por la ley o por la voluntad del hombre. 
  
Art. 580.- Puede constituirse puramente, a cierto día y con condición. 
  
Art. 581.- Puede establecerse sobre toda especie de bienes, muebles o inmuebles. 
  
Art. 582.- El usufructuario tiene derecho de gozar de toda especie de frutos, sean naturales, industriales 
o civiles, que pueda producir la cosa cuyo usufructo tiene. 
  
Art. 583.- Son frutos naturales: los que la tierra produce espontáneamente. Los esquilmos y las crías de 
los animales, son también naturales. Son frutos industriales de una finca, los que se consiguen por 
medio del cultivo. 
  
Art. 584.- Son frutos civiles: los alquileres de las casas, los intereses de las cantidades exigibles, y las 
rentas vencidas. Pertenece también a la clase de frutos civiles, el producto de los arrendamientos de 
tierras. 
  
Art. 585.- Los frutos naturales o industriales, que penden de sus ramas o raíces en el momento que se 
adquiere el usufructo, pertenecen al usufructuario. Los que se hallan en el mismo estado, en el 
momento de concluir el usufructo, pertenecen al propietario, sin abono de una ni otra parte de las 
labores ni semillas; pero sin perjuicio de la porción de frutos que pudiera haber adquirido el colono 
porcionero, si lo hubiese, al principiar o concluir el usufructo. 
  
Art. 586.- Se considera que los frutos civiles se adquieren día por día y pertenecen al usufructuario, en 
proporción del tiempo que dure su usufructo: esta regla se aplica a los precios de los arrendamientos de 
tierras, a los alquileres de las casas, y los demás frutos civiles. 
  



 

 

 

Art. 587.- Si el usufructo comprende las cosas de que no se puede usar sin que se consuman, como el 
dinero, los granos y líquidos, el usufructuario tiene derecho para servirse de ellas; pero con la 
obligación de restituir otras en igual cantidad y de la misma calidad y valor, o bien su precio al 
terminar el usufructo. 
  
Art. 588.- El usufructo de una renta vitalicia, da también al usufructuario, durante aquél, el derecho de 
percibir lo vencido, sin obligación de restituir cosa alguna. 
  
Art. 589.- Si el usufructo comprende cosas que, sin consumirse inmediatamente, se deterioran poco a 
poco por el uso, como ropa blanca o el menaje de casa, tiene el usufructuario derecho para servirse de 
ellas en los usos para que están destinadas, y no está obligado a restituirlas al fin del usufructo, sino en 
el estado en que se hallen, con tal que el deterioro no provenga de dolo o culpa suya. 
  
Art. 590.- Si el usufructo comprende bosques, está obligado el usufructuario a observar el orden y las 
cuantías de las cortas, conforme a la conveniencia y al uso constante de los propietarios, y no puede 
pedir indemnización alguna en su favor o de sus herederos, por las cortas ordinarias de maderas que 
hubiese dejado da hacer durante su usufructo. Los árboles que puedan sacarse de un plantío sin 
desmejorarlo, no constituyen parte del usufructo, sino con la obligación de parte del usufructuario, de 
conformarse con los usos de cada lugar, en cuanto a su reemplazo. 
  
Art. 591.- Es también utilidad del usufructuario, conformándose siempre con la costumbre de los 
propietarios, aquella parte del monte reservada para cortes de leña. 
  
Art. 592.- En todos los demás casos no puede el usufructuario tocar el monte; solamente puede emplear 
para los reparos a que esté obligado, los árboles arrancados o quebrados por accidente; puede también 
para dicho objeto hacer cortar algunos, si los necesita; pero con la obligación de hacer constar al 
propietario la necesidad. 
  
Art. 593.- Puede tomar del monte para cercas, los estantes y varas que sean necesarios; igualmente los 
aprovechamientos anuales o periódicos de los árboles, todo según el uso del país o la costumbre de los 
propietarios. 
  
Art. 594.- Los árboles frutales que mueren, los que por casualidad se arrancan o se tronchan, pertenecen 
al usufructuario, con obligación de reponerlos con otros. 
  
Art. 595.- El usufructuario puede gozar por sí mismo, dar arrendamiento a otro y aun vender o ceder su 
derecho, a título gratuito. Si arrienda, debe conformarse en cuanto a las épocas en que deben renovarse 
los arriendos y su duración, a las reglas establecidas para el marido, con respecto a los bienes de su 
mujer, en el título del contrato del matrimonio, y de los derechos respectivos de los esposos. 
  
Art. 596.- El usufructuario gozará del aumento que sobrevenga por aluvión a la finca, cuyo usufructo 
tiene. 
Art. 597.- Goza también de los derechos de servidumbre de paso, y en general de todos aquellos de que 
puede gozar el propietario, disfrutándolos como éste mismo. 
  
Art. 598.- Igualmente gozará del mismo modo que el propietario, las minas y canteras que se estén 
beneficiando al principiar el usufructo; pero si se tratase de un beneficio o laboreo que no pueda 
hacerse, sin previa licencia, el usufructuario no podrá gozar de 



 

 

 

ellos sin haber obtenido permiso del Gobierno. No tiene derecho alguno el usufructuario a las minas y 
canteras no descubiertas, ni a los veneros cuya explotación no se haya comenzado, ni al tesoro que 
pueda descubrirse durante el usufructo. 
  
Art. 599.- El propietario no puede, ni por hecho suyo ni de otra manera, perjudicar los derechos del 
usufructo. Este, por su parte, no puede reclamar al terminar el usufructo, indemnización alguna por las 
mejoras que pretendiese haber hecho, aun cuando el valor de la cosa se hubiese aumentado. Puede, sin 
embargo, él o sus herederos, quitar los espejos, cuadros y adornos que hubiese hecho colocar; pero con 
la obligación de reponer la finca o edificio a su anterior estado. 
  
Art. 600.- El usufructuario toma las cosas en el estado en que están, pero no puede entrar en un goce, 
sino después de haber hecho formar, en presencia del propietario o citándole formalmente, un 
inventario de los muebles y un estado de los inmuebles sujetos al usufructo. 
  
Art. 601.- Dará fianza de disfrutar como un buen padre de familia, si no se le dispensa de ella en el acta 
constitutiva del usufructo; sin embargo, el padre y la madre que tengan el usufructo legal de los bienes 
de sus hijos, el vendedor o el donante que reservaren el usufructo, no están obligados a afianzar. 
  
Art. 602.- Si el usufructuario no hallase fiador, se darán los inmuebles en arrendamiento o se podrán en 
secuestro. Se emplearán las cantidades de dinero comprendidas en el usufructo. Los géneros o 
mercancías se venderán, colocándose el dinero que produzcan. Los intereses de estas cantidades y los 
precios de los arrendamientos, pertenecen en este caso al usufructuario. 
  
Art. 603.- A falta de fianza por parte del usufructuario, el propietario puede exigir que se vendan los 
muebles que se consumen con el uso, para emplear su precio, como el de los géneros consumibles; y en 
tal caso, el usufructuario goza de los intereses durante el usufructo: podrá sin embargo, pedir aquél, y 
los jueces mandar, según las circunstancias, que se le deje una parte de los muebles necesarios para su 
uso, bajo simple caución juratoria, y con obligación de restituirlos al fin del usufructo. 
  
Art. 604.- La tardanza en dar fianza, no priva al usufructuario de los frutos a que pueda tener derecho: 
le son debidos desde el momento en que principió el usufructo. 
  
Art. 605.- El usufructuario no está obligado más que a las reparaciones de conservación. Las 
reparaciones principales son de cuenta del propietario, a no ser que se hayan ocasionado por falta de 
atender a las de conservación, después que principió el usufructo; pues en este caso está obligado a 
ellas el usufructuario. 
  
Art. 606.- Son reparaciones principales: las de las paredes maestras y de las bóvedas, y el 
restablecimiento de los tirantes y techos enteros. El de los diques, de los pretiles, represas o cercas por 
entero. Todos los demás son de conservación. 
  
Art. 607.- Ni el propietario ni el usufructuario están obligados a reedificar lo que el tiempo o el caso 
fortuito han destruido. 
  
Art. 608.- El usufructuario está obligado, durante el usufructo, a todas las cargas anuales de la finca, 
como son contribuciones y todo lo demás que en uso común se reputa como carga de los frutos. 
  



 

 

 

Art. 609.- Con respecto a las cargas que se impongan sobre la propiedad durante el usufructo, 
contribuirán a satisfacerlas el propietario y el usufructuario en la forma siguiente: El propietario está 
obligado a pagarlas, y el usufructuario debe abonarle los intereses. Si el usufructuario adelanta el pago, 
puede reclamar el capital terminado el usufructo. 
  
Art. 610.- El legado hecho por un testador de una renta vitalicia o pensión de alimentos, debe ser 
pagado por el legatario universal del usufructo íntegramente, y por el legatario a título universal del 
usufructo, en proporción de lo que disfrute, sin repetición alguna de su parte. 
  
Art. 611.- El usufructuario por título particular, no está obligado a las deudas a que la finca esté 
hipotecada; si se ve obligado a pagarlas, puede recurrir contra el propietario, sin perjuicio de lo que se 
dispone en el artículo 1020, título de las donaciones entre vivos y de los testamentos. 
  
Art. 612.- El usufructuario bien sea universal, o por título universal, debe concurrir con el propietario al 
pago de las deudas, del modo siguiente: Se valúa el precio de la finca usufructuada, y se fija después la 
contribución para las deudas, en proporción de este valor. Si el usufructuario quiere adelantar la suma 
con que debe contribuir la finca, se le debe restituir el capital al terminar el usufructo, sin devengar 
interés alguno. Si el usufructuario no quiere adelantar ese dinero, puede elegir el propietario entre 
pagarlo él, en cuyo caso, el usufructuario le satisfará interés mientras dure el usufructo; o hacer vender 
de los bienes sujetos al usufructo, la parte que sea suficiente para dicho pago. 
  
Art. 613.- El usufructuario tan sólo está obligado a los gastos del pleito que se refiera el usufructo, y a 
las demás condenas a que dicho pleito pueda dar lugar. 
  
Art. 614.- Si durante el usufructo ocurre alguna usurpación de la finca, de parte de un tercero, o se 
perturban de otro modo los derechos del propietario, el usufructuario está obligado a avisar a éste de la 
usurpación: no haciéndolo, es responsable de todos los daños que puedan resultar al propietario, como 
lo sería de las mejoras que él mismo ocasionare. 
  
Art. 615.- Si el usufructo sólo consiste en un animal, que pereciere sin culpa del usufructuario, no estará 
obligado a devolver otro ni a pagar su precio. 
  
Art. 616.- Si el ganado en que consiste el usufructo pereciese enteramente por casualidad o enfermedad 
y sin culpa del usufructuario, no tiene éste para con el propietario más obligación, que darle cuenta de 
las pieles o de su valor. Si no pereciese enteramente el ganado, está obligado el usufructuario a 
reemplazar igual número de cabezas de las que hayan perecido. 
  
Art. 617.- Se extingue el usufructo: 1o. por la muerte del usufructuario; 2o. por acabarse el tiempo para 
que se concedió; 3o. por la consolidación o reunión en una misma persona de las dos calidades de 
usufructuario y propietario; 4o. por el no uso del derecho en el transcurso de veinte años; 5o. por la 
pérdida total de la cosa en que consiste el usufructo. (Modificado según Ley 585 del 24 de octubre de 
1941, G. O. 5661). 
  
Art. 618.- También puede cesar por el abuso que haga de él el usufructuario, ya causando daños a la 
finca, ya dejándola perecer, por no atender su reparación. Los acreedores del usufructuario pueden ser 
parte en los litigios que se suscitaren en favor de la conservación de sus derechos; pueden ofrecer la 
reparación de los desperfectos causados, y dar seguridades para lo sucesivo. Pueden los jueces, según 
la gravedad de las circunstancias, o pronunciar la extinción 



 

 

 

completa del usufructo o mandar que el propietario no recobre el goce de la cosa gravada, sino con la 
obligación de pagar al usufructuario, o sus causahabientes, una cantidad anual y fija hasta el momento 
en que deba cesar el usufructo. 
  
Art. 619.- El usufructo que no está concedido a personas particulares, sólo dura treinta años. 
  
Art. 620.- El usufructo concedido hasta que un tercero haya llegado a determinada edad, dura hasta 
este tiempo, aun cuando el tercero haya muerto antes de ella. 
  
Art. 621.- La venta de las cosas sujetas a usufructo, no hace variar el derecho del usufructuario: éste 
continúa gozando de su usufructo, si formalmente no lo renunció. 
  
Art. 622.- Los acreedores del usufructuario pueden hacer que se anule la renuncia que éste hubiese 
hecho en perjuicio de aquéllos. 
  
Art. 623.- Si no se destruyó más que una parte de la cosa sujeta a usufructo, se conservará éste, en la 
parte que reste. 
  
Art. 624.- Si el usufructo sólo consiste en un edificio, y éste se ha destruido por incendio u otro 
accidente, o se cayese por muy viejo, el usufructuario no tendrá derecho a gozar, ni del suelo, ni de los 
materiales. Si el usufructo consistía en un predio del cual era parte un edificio, el usufructuario gozará 
del suelo y de los materiales. 
  
Art. 625.- Los derechos de uso y habitación se adquieren y pierden del mismo modo que el usufructo. 
  
Art. 626.- El usuario y el que tiene derecho de habitación, deben disfrutarlos como buenos padres de 
familia. 
  
Art. 627.- El usuario y el que tiene derecho de habitación, deben disfrutarlos como buenos padres de 
familia. 
  
Art. 628.- Los derechos de uso y habitación se arreglarán por el título o escritura que los hubiere 
establecido, y recibirán más o menos extensión, según lo que en ellos se disponga. 
  
Art. 629.- Si el título no explica la extensión de estos derechos, se arreglarán del modo siguiente: 
  
Art. 630.- El que tenga el uso de los frutos de una finca, no puede tomar de ellos más que los necesarios 
para sus urgencias y las de su familia. Puede también exigir lo preciso para las necesidades de los hijos 
que nacieren después de la concesión del uso. 
  
Art. 631.- El usuario no puede ceder ni arrendar su derecho a otro. 
  
Art. 632.- El que tiene el derecho de habitación en una casa, puede vivir en ella con su familia, aun 
cuando no estuviese casado cuando se le concedió el derecho. 
  
Art. 633.- El derecho de habitación se limita a lo que de ella necesiten aquel a quien se concede y su 
familia. 
  



 

 

 

Art. 634.- El derecho de habitación no puede ser cedido ni alquilado. 
  
Art. 635.- Si el usuario consume todos los frutos de la finca, u ocupa toda la casa, debe pagar los gastos 
del cultivo, los reparos de la conservación, y las contribuciones, como el usufructuario. Si tan sólo toma 
una parte de los frutos u ocupa una parte de la casa, debe contribuir en proporción de lo que goza. 
  
Art. 636.- El uso de los bosques y montes se arregla por leyes particulares. 
  
Art. 637.- La servidumbre es una carga impuesta sobre una heredad, para el uso y utilidad de una finca 
perteneciente a otro propietario. 
  
Art. 638.- La servidumbre no establece preeminencia alguna de una heredad sobre otra. 
  
Art. 639.- Tiene su origen o en la situación de los predios o en obligaciones impuestas por la ley, o en 
contrato hecho entre los propietarios. 
  
Art. 640.- Los predios inferiores están sujetos a recibir de los más elevados, las aguas que de éstos se 
derivan, sin que contribuya a ello la mano del hombre. El propietario inferior no puede elevar diques 
que impidan la corriente o descenso de las aguas. El propietario superior no puede ejecutar nada que 
sea causa del aumento de servidumbre que sufren los predios inferiores. 
  
Art. 641.- El que tiene dentro de su propiedad un manantial, puede disponer de él según su voluntad, 
salvo los derechos que el propietario del predio inferior haya podido adquirir por título o prescripción. 
  
Art. 642.- La prescripción en este caso no puede adquirirse, sino por el goce no interrumpido de veinte 
años, a contar desde el momento en que el propietario del predio inferior haya hecho y terminado obras 
aparentes, destinadas a facilitar la corriente y entrada o caída del agua en su propiedad. (Modificado 
según Ley 585 del 24 de octubre de 1941, G. O. 5661). 
  
Art. 643.- El propietario del manantial no puede cambiar su curso, cuando provee a los habitantes de un 
poblado del agua que es necesaria; pero si los habitantes no han adquirido o prescrito su uso, el 
propietario puede reclamar una indemnización que se determinará por peritos. 
  
Art. 644.- Derogado según Ley 288, del 26 de mayo de 1943, G.O. 5923. Párrafo según Ley 1643, del 14 
de febrero de 1948, G.O. 6752: En los casos de sequía prolongada, los residentes en los predios afectados 
por la sequía que estén distantes de las aguas públicas, tendrán derecho a tomar en las aguas naturales 
privadas de los predios vecinos las cantidades que necesiten para usos exclusivamente domésticos, sin 
perjuicio de las necesidades de los residentes en los predios en que se encuentran las aguas, todo 
mediante las determinaciones e indemnizaciones que fijen los Jueces de Paz, oyendo al inspector de 
agricultura, en caso de controversia. 
  
Art. 645.- Si se promueven cuestiones entre los propietarios a los cuales pueden ser útiles esas aguas, 
los tribunales al fallar deben conciliar el interés de la agricultura con el respeto a la propiedad; y en 
todos los casos deben observarse los reglamentos particulares y las costumbres locales sobre el curso y 
uso de las aguas. 
  
Art. 646.- Todo propietario puede obligar al dueño colindante a acotar sus propiedades contiguas. Los 
gastos de la obra se pagarán por mitad. 



 

 

 

  
Art. 647.- Todo propietario puede cercar su heredad, excepto en el caso prescrito en el artículo 682. 
  
Art. 648.- El propietario que quiere construir la cerca, pierde su derecho a los aprovechamientos 
comunes en proporción del terreno que sustrae. 
  
Art. 649.- Las servidumbres establecidas por la ley, tienen por objeto la utilidad pública de los 
particulares. 
  
Art. 650.- Las que se establezcan con motivo de la utilidad pública o comunal, tienen por objeto la 
senda a orilla de los ríos, la construcción o reparación de los caminos, y otras obras públicas o 
comunales. Todo lo que se refiere a esta clase de servidumbre, está determinado por las leyes o 
reglamentos particulares. 
  
Art. 651.- La ley somete a los propietarios a diferentes obligaciones, el uno respecto del otro, e 
independientes de todo contrato. 
  
Art. 652.- Parte de estas obligaciones están reglamentadas en las leyes de policía rural: otras son 
relativas a la pared y zanjas medianeras, al caso en que hayan que construir contra muro; a las vistas 
sobre la propiedad del vecino, o las vertientes de los tejados o techos, y al derecho de paso. 
  
Art. 653.- En los poblados y en los campos, toda pared que sirva de separación entre edificios en toda 
su medianería o entre patios y jardines, y aun entre cercados en los campos, se presume medianera si 
no hay títulos ni señas que prueben lo contrario. 
  
Art. 654.- Hay señal de no existir la medianería, cuando lo más alto de la pared esté derecho y a plomo 
sobre la superficie exterior de uno de los lados y presenta por el otro un plano inclinado. Existen 
también cuando en uno solo de los lados aparecen caballetes y filetes salientes de piedra que se 
hubiesen hecho al edificar la pared. En estos casos se considera el muro de la propiedad exclusiva del 
dueño del lado de cuya finca estén las vertientes o y se hallen empotrados los filetes y piedras salientes. 
  
Art. 655.- La reparación y construcción de la pared medianera, son de cuenta de todos aquellos que 
tengan derecho a la misma, y proporcionalmente al derecho de cada uno. 
  
Art. 656.- Sin embargo, todo copropietario de una pared medianera, puede excusarse de contribuir a los 
gastos de reparación y construcción, abonando el derecho de medianería, siempre que la pared 
medianera no sostenga un edificio de su propiedad. 
  
Art. 657.- Todo copropietario puede apoyar sus construcciones en el muro medianero, haciendo 
descansar en él vigas o tirantes, en todo el grueso de la pared, dejando un espacio de cincuenta y cuatro 
milímetros (dos pulgadas) próximamente, sin perjuicio del derecho que tiene el dueño colindante de 
reducir desbastando el tirante hasta la mitad de la pared, en el caso en que él mismo quisiera fijar las 
vigas en el mismo sitio o hacer en él una chimenea. 
  
Art. 658.- Todo copropietario puede hacer elevar la pared medianera; pero debe pagar él solo los gastos 
que aquella obra ocasione, los de las reparaciones para conservarla, y además, indemnizar, según su 
valor, por el peso que ocasione la mayor altura. 
  



 

 

 

Art. 659.- Si el muro medianero no se encuentra en estado de soportar la elevación, el que desee hacer la 
obra debe construir aquél de nuevo y por completo a su costa, y el exceso que hay de darse al espesor 
debe tomarse de su lado. 
  
Art. 660.- El dueño colindante que no haya contribuido a la mayor altura, puede adquirir la medianería 
de ella, pagando la mitad de su coste y el valor de la mitad del suelo tomado para el exceso de espesor. 
  
Art. 661.- Todo propietario, cuya casa está contigua a la pared, tiene también la facultad de hacerla 
medianera en todo o en parte, reembolsando al dueño del muro la mitad del valor del suelo sobre el 
que está edificada la pared. 
  
Art. 662.- Ninguno de los dueños colindantes puede hacer excavaciones en el fondo de la pared 
medianera, ni apoyar en ella obra alguna, sin el consentimiento del otro, o sin hacer, vista su negativa, 
determinar por peritos los medios necesarios para que la nueva obra no perjudique los derechos del 
colindante. 
  
Art. 663.- Cada uno puede obligar a su vecino en los poblados, a contribuir a las construcciones y 
reparaciones de las cercas que separan sus casas, patios y jardines que hubieren dentro de aquéllas; la 
altura de la cerca o pared se fijará, conforme a los reglamentos particulares o a los usos constantes y 
admitidos; y a falta de usos o reglamentos, toda pared de separación entre dos fincas vecinas que en lo 
futuro se construya o restablezca, debe tener por lo menos treinta y dos centímetros (diez pies) de 
altura, comprendiendo el caballete. 
  
Art. 664.- Cuando los diferentes pisos de una casa pertenecen a diversos propietarios, si los títulos de 
propiedad no regulan la forma en que hayan de hacerse las reparaciones y construcciones, deben 
hacerse en la siguiente forma: las paredes maestras y el techo, son de cuenta de todos los propietarios, 
cada uno en proporción de la parte que tenga. El propietario de cada piso debe hacer el suelo 
correspondiente al suyo. La escalera que conduce desde la planta baja al primer piso, es de cuenta del 
dueño de éste: el trozo que media entre el primero y segundo, corresponde al propietario del último, y 
así sucesivamente. 
  
Art. 665.- Cuando se reedifique una pared medianera o una casa, las servidumbres activas y pasivas se 
continúan respecto del nuevo muro o de la nueva casa, sin que puedan aumentarse, y con tal de que la 
obra se haga antes que haya podido adquirirse prescripción. 
  
Art. 666.- Las zanjas que haya entre dos predios, se suponen medianeras, siempre que no haya título o 
señal en contrario. 
  
  
Art. 667.- Se considerará señal de no existir la medianería, cuando la tierra extraída lo es sólo y está 
arrojada de uno de los lados de la zanja. 
  
Art. 668.- Se considerará dueño de la zanja, el propietario en cuya finca se haya echado la tierra 
extraída. 
  
Art. 669.- La conservación de la zanja medianera se hará a expensas de los dos dueños. 
  



 

 

 

Art. 670.- Se reputa medianera la empalizada o vallado que separa dos fincas, a no ser que una sola de 
ellas se encuentre en disposición de estar cercada, o que haya título o posesión bastante en contrario. 
  
Art. 671.- No está permitido plantar árboles grandes, sino a la distancia prescrita por las reglas vigentes 
a la sazón, o por los usos constantes y admitidos; y a falta de unos o de otros, podrá hacerse la 
plantación únicamente a la distancia de dos metros de la línea divisoria de las dos fincas, para los 
árboles grandes, y a la distancia de medio metro para los más pequeños y empalizadas vivas. 
  
Art. 672.- El dueño colindante puede exigir que se arranquen los árboles y vallados plantados a menor 
distancia. La persona sobre cuya propiedad caigan las ramas de los árboles del predio contiguo, puede 
obligar a su dueño a cortarlas. Si son las raíces que penetran en su propiedad puede él mismo cortarlas. 
  
Art. 673.- Los árboles que se encuentren en el vallado intermedio, son medianeros como éste, y cada 
uno de los propietarios tiene el derecho a cortarlos. 
  
Art. 674.- El que haga excavar un pozo, algibe, pila o letrina para su servicio cerca de una pared, sea o 
no medianera; el que en el mismo sitio se proponga construir chimeneas, horno, fogón o fragua; 
construir al lado un establo o establecer un almacén de sal o montón de materias corrosivas, está 
obligado a guardar la distancia de diecinueve decímetro (seis pies) entre la obra y el muro. 
  
Art. 675.- Ninguno de los propietarios contiguos puede, sin consentimiento del otro, abrir en la pared 
medianera ninguna ventana o abertura de cualquier clase que sea. 
  
Art. 676.- El propietario de una pared no medianera, pero contigua de una manera inmediata a la 
propiedad de otro, puede practicar en ella claraboyas o ventanas con rejas. Estas ventanas deben estar 
provistas de enrejado, cuyas barras estén por lo menos a un decímetro próximamente (tres pulgadas y 
ocho líneas) de distancia, y un bastidor de cristal fijo. 
  
Art. 677.- Estas claraboyas o ventanas no pueden abrirse sino a veintiséis decímetros (ocho pies) por 
cima del piso al que se quiere dar luz, si es el cuarto bajo; y a diecinueve decímetros (seis pies) más alta 
que el suelo de cada uno de ellos en los pisos superiores. 
  
Art. 678.- No pueden abrirse miradores ni ventanas para asomarse, balcones o construcciones 
semejantes sobre la propiedad, cerrada o no, del dueño contiguo, si no hay diecinueve decímetros (seis 
pies) de distancia entre la pared en que se practican y la mencionada finca. 
  
Art. 679.- No se pueden tener vistas de lado ni oblicuas sobre propiedades contiguas, a no ser a seis 
decímetros (dos pies) de distancia. 
  
Art. 680.- La distancia de que se ha hablado en los dos artículos precedentes, se cuenta desde la 
superficie exterior de la pared en que se hace la abertura; y si hay balcones o voladizos semejantes, 
desde la línea exterior hasta la línea de separación de las dos propiedades. 
  
Art. 681.- Todo propietario debe construir los techos de modo que viertan las aguas pluviales a su 
propiedad o a la vía pública, no pudiendo arrojarlas a la propiedad vecina. 
  
Art. 682.- El propietario cuyas fincas estén situadas dentro de otras y no tengan ninguna salida a la vía 
pública, puede reclamar un tránsito a través de los predios 



 

 

 

contiguos para la explotación de su propiedad, con la obligación de satisfacer indemnización 
proporcionada al daño que ocasione. 
  
Art. 683.- El tránsito debe tomarse por lo regular del lado en que sea más corto el trayecto a la vía 
pública. 
  
Art. 684.- Sin embargo, debe fijarse en el sitio menos perjudicial para el propietario de la finca que haya 
de gravarse. 
  
Art. 685.- La acción de indemnización en el caso previsto por el artículo 682, es prescriptible; y el 
tránsito debe continuar aunque no sea ya admisible dicha acción. 
  
Art. 686.- Es lícito a los propietarios establecer sobre sus fincas, o en favor de las mismas, las 
servidumbres que tengan por conveniente, siempre que el gravamen no se imponga a la persona ni en 
favor de ella, sino solamente en una finca con relación a otra, con tal de que estas cargas no contengan 
nada contrario al orden público. El uso y extensión de las servidumbres establecidas en esta forma, se 
determinan por el título de su constitución; y a falta de éste, por las reglas siguientes. 
  
Art. 687.- Las servidumbres se constituyen, o en beneficio de un edificio o de un terreno. Las 
pertenecientes al primer grupo se llaman urbanas, ya estén situados los edificios en poblados o en el 
campo. Las de segundo grupo se llaman rurales. 
  
Art. 688.- Las servidumbres son continuas o discontinuas. Las primeras son aquellas cuyo uso es o 
puede ser continuo, sin necesidad de los actos inmediatos del hombre, como las conducciones de aguas, 
vertientes, vistas y otras de esta especie. Las servidumbres discontinuas son aquellas que necesitan la 
intervención o el hecho inmediato actual del hombre para realizarse, tales como los derechos del 
tránsito, pasto, extraer aguas de un pozo y otras semejantes. 
  
Art. 689.- Las servidumbres son aparentes o no aparentes: Son aparentes, las que se anuncian desde 
luego por las obras exteriores, como una puerta, una ventana o un acueducto. Las servidumbres no 
aparentes, son las que no presentan signo exterior de su existencia, por ejemplo, la prohibición de 
edificar en un solar o de eliminar la construcción a altura determinada. 
  
Art. 690.- Las servidumbres continuas y aparentes, se adquieren por título, o por la posesión de treinta 
años. 
  
Art. 691.- Las servidumbres continuas no aparentes, y las discontinuas aparentes o no, no pueden 
constituirse sino en virtud de título. La posesión aunque sea inmemorial, no basta para establecerlas. 
  
Art. 692.- El destino que dé el padre de familia, equivale a un título, respecto de las servidumbres 
continuas y aparentes. 
  
Art. 693.- Se entiende que se ha realizado el caso previsto en el artículo anterior, cuando se haya 
probado que los dos predios ya divididos o separados, han pertenecido al mismo propietario, por lo 
cual se han puesto las cosas en el estado del que la servidumbre se deriva. 
  
Art. 694.- Si el propietario de dos heredades, entre las cuales existe una señal aparente de servidumbre, 
dispone de una de ellas sin que el contrato contenga ninguna 



 

 

 

cláusula relativa a la servidumbre, continuará ésta existiendo en favor o en perjuicio de la finca 
enajenada. 
  
Art. 695.- El título constitutivo de la servidumbre, respecto de aquellas que no pueden adquirirse por 
prescripción, no puede ser reemplazado sino por otro título en que el dueño del predio sirviente 
reconozca la servidumbre. 
  
Art. 696.- Cuando se constituye una servidumbre, se reputa acordado todo cuanto sea necesario para 
usar de ella. Así la servidumbre de extraer agua de la fuente de otro, tiene necesariamente derecho a la 
servidumbre de tránsito. 
  
Art. 697.- El que tiene derecho a una servidumbre, lo tiene también para hacer todas las obras 
necesarias para su uso y conservación. 
  
Art. 698.- Estas obras se ejecutarán a su costa, y no a la del dueño del predio sirviente, a no ser que 
establezca lo contrario el título de la constitución de la servidumbre. 
  
Art. 699.- Aun en el caso en que el propietario de la finca sirviente, esté obligado, por el título originario 
de la servidumbre, a hacer a su costa las obras necesarias para el uso o la conservación de la 
servidumbre, puede siempre librarse de aquella carga, abandonando el predio sirviente al dueño del 
dominante. 
  
Art. 700.- Si la finca en cuyo favor se ha establecido, llega a dividirse, queda la servidumbre en cada 
una de las dos porciones; pero sin que se aumente por esto el gravamen al predio sirviente. 
  
Art. 701.- El dueño del predio sirviente nada puede hacer que se dirija a disminuir el uso de la 
servidumbre o hacerlo más incómodo. Por lo tanto, no podrán mudar los sitios ni trasladar el ejercicio 
de la servidumbre, a otro paraje diferente del que se fijó al principio. Pero si esta designación primitiva 
hubiese llegado a ser más gravosa al dueño del predio sirviente, o si impidiere hacer en ella 
reparaciones de grande utilidad, podría ofrecer al propietario de la otra finca un sitio igualmente 
cómodo para el ejercicio de sus derechos, y éste no podrá rehusarlo. 
  
Art. 702.- El que tiene derecho de servidumbre no puede por su parte usar de él, sino conforme al 
contenido de la escritura, sin poder hacer, ni el en predio sirviente, ni en aquel a cuyo favor está la 
servidumbre, mudanza alguna que agrave la situación del predio. 
  
Art. 703.- Cesan las servidumbres, cuando las cosas se ponen en tal estado que ya no puede usarse de 
ellas. 
  
Art. 704.- Reviven, si las cosas se restablecen de modo que se pueda usar de las servidumbres, a no ser 
que haya pasado el tiempo bastante para hacer presumir la extinción de este derecho, según se dice en 
el artículo 707. 
  
Art. 705.- Toda servidumbre se extingue, cuando el predio a que se debe y el que lo debe se unen en 
una misma persona. 
  
Art. 706.- Se extingue la servidumbre por el no uso en el espacio de veinte años. (Modificado según Ley 
585 del 24 de octubre de 1941, G. O. 5661). 



 

 

 

  
Art. 707.- Los veinte años comienzan a contarse, según las diversas especies de servidumbres, o desde 
el día en que se dejó de usar de ellas, cuando se trata de las discontinuas, o desde el en que se ejecutó 
algún acto contrario a las servidumbres, cuando se trata de las continuas. (Modificado según Ley 585 
del 24 de octubre de 1941, G. O. 5661). 
  
Art. 708.- El modo de la servidumbre puede prescribirse como la misma servidumbre y de la misma 
manera. 
  
Art. 709.- Si el predio, en cuyo favor está la servidumbre, pertenece a muchos proindiviso, el uso de uno 
de ellos impide la prescripción con respecto a los demás. 
  
Art. 710.- Si entre los copropietarios se halla alguno contra quien no pudo correr la prescripción, tal 
como un menor, éste habrá conservado el derecho de los demás. 
  
Art. 711.- La propiedad de los bienes se adquiere y trasmite por sucesión, por donación entre vivos o 
testamentaria, y por efecto de obligaciones. 
  
Art. 712.- La propiedad se adquiere también por accesión o incorporación, y por prescripción. 
  
Art. 713.- Los bienes que no tienen dueño, pertenecen al Estado. 
  
Art. 714.- Hay cosas que a nadie pertenecen, y cuyo uso es común de todos. Las leyes de policía regulan 
el modo de disfrutarlas. 
  
Art. 715.- La facultad de cazar o de pescar, está también determinada por leyes particulares. 
  
Art. 716.- La propiedad de un tesoro pertenece al que lo encuentra en su propia finca: si se encuentra en 
finca de otro, pertenece por mitad al que lo ha descubierto y al dueño de la finca. Se considera como 
tesoro, todo lo que se encuentre escondido o enterrado, que se descubre por pura casualidad, y cuya 
propiedad nadie puede justificar. 
  
Art. 717.- También se regulan por leyes particulares los derechos sobre los objetos echados al mar, y los 
que la mar arroja, sea cualquiera su naturaleza; y sobre las plantas y yerbas que nacen y crecen en sus 
costas. Lo mismo sucede con las cosas perdidas, cuyo dueño no se presente. 
  
Art. 718.- Las sucesiones se abren por la muerte de aquel a quien se derivan. 
  
Art. 719.- Abrogado. 
  
Art. 720.- Si varias personas llamadas respectivamente a sucederse, perecen en un mismo acto, sin que 
pueda reconocerse cuál de ellas ha muerto la primera, la presunción de supervivencia se determinará 
por las circunstancias del hecho; y a falta de éstos por la edad o la fuerza del sexo. 
  
Art. 721.- Si los que hayan muerto juntos tuviesen menos de quince años, se presumirá que sobrevivió 
el de mayor edad. Si fuesen mayores de sesenta, la presunción estará en favor del más joven. Si algunos 
de ellos tuviesen menos de quince años, y otros más de sesenta, se supondrá que han sobrevivido los 
primeros. 



 

 

 

  
Art. 722.- Si los que han perecido juntos fueren mayores de quince años y menores de sesenta, la 
supervivencia se supondrá en el varón, si hay igualdad de edad, o si la diferencia que existe no excede 
de un año. Si fueren del mismo sexo, se tendrá en cuenta la presunción de supervivencia que da lugar a 
la sucesión en el orden natural; de modo que se considerará que ha sobrevivido el más joven. 
  
Art. 723.- La ley regula el orden de suceder entre los herederos legítimos; a falta de éstos, los bienes 
pasan a los hijos naturales, después al cónyuge que sobreviva, y en último caso al Estado. 
  
Art. 724.- Los herederos legítimos se considerarán de pleno derecho poseedores de los bienes, derechos 
y acciones del difunto, y adquieren la obligación de pagar todas las cargas de la sucesión: los hijos 
naturales, el cónyuge superviviente y el Estado, deben solicitar la posesión judicialmente, y conforme a 
las reglas que se determinarán. 
  
Art. 725.- Para suceder es preciso existir necesariamente en el momento en que la sucesión se abre. Por 
consiguiente, están incapacitados para suceder: 1o. el que no ha sido aún concebido; 2o. el niño que no 
haya nacido viable. 
  
Art. 726.- Los extranjeros tienen el derecho de suceder, de disponer sobre sus bienes y de recibir de la 
misma manera que los dominicanos. En los casos de divisoria de una misma sucesión entre 
coherederos extranjeros y dominicanos, éstos retirarán de los bienes situados en la República una 
porción igual al valor de los bienes situados en país extranjero, de los cuales estuviesen excluidos por 
cualquier título que fuese. 
  
Art. 727.- Se consideran indignos de suceder, y como tales se excluyen de la sucesión: 1o. el que hubiere 
sido sentenciado por haber asesinado o intentar asesinar a la persona de cuya sucesión se trate; 2o. el 
que hubiere dirigido contra éste una acusación que se hubiese considerado calumniosa; 3o. el heredero 
mayor de edad que, enterado de la muerte violenta de su causahabiente, no la hubiere denunciado a la 
justicia. (Modificado según Ley 1097 del 26 de enero de 1946, G. O. 6388). 
  
Art. 728.- No incurren en la exclusión a que se refiere el párrafo 3o. del artículo anterior, los 
ascendientes y descendientes, los afines en el mismo grado, o cónyuges, hermanos, hermanas, tíos, tías, 
sobrinos y sobrinas del autor de la muerte. 
  
Art. 729.- El heredero excluido de la sucesión como indigno, está obligado a restituir todos los frutos y 
rentas que haya percibido, desde el momento en que se abrió la sucesión. 
  
Art. 730.- Los hijos del declarado indigno, que tenga derecho a la sucesión directamente y no por 
representación, no están excluidos por la falta cometida por su padre; pero éste, en ningún caso, puede 
reclamar en los bienes de la misma sucesión, el usufructo que la ley concede a los padres en los bienes 
de sus hijos. (En adición a los casos establecidos en los Arts. 727 y 730, se dictó la Ley 1097 del 26 de 
enero de 1946, G.O. 6388.) 
  
Art. 731.- Suceden los hijos y descendientes del difunto, sus ascendientes y los colaterales en el orden y 
según las reglas que a continuación se determinan. 
  
Art. 732.- La ley no atiende ni al origen ni a la naturaleza de los bienes para arreglar el derecho de 
heredarlos. 



 

 

 

  
Art. 733.- La herencia perteneciente a ascendientes y colaterales, se divide en dos partes iguales: una 
para los parientes de la línea paterna, y otra para los de la materna. Los parientes uterinos o 
consanguíneos no son excluidos por los carnales; pero no toman parte más que en su línea, excepto en 
los casos previstos en el artículo 752. Los parientes carnales adquieren en las dos líneas. No hay 
devolución de una a otra línea, sino cuando no halla ascendiente ni colateral alguno en una de ellas. 
  
Art. 734.- Hecha esta primera división entre las líneas paterna y materna, no se hace ya otra entre las 
diversas ramas de cada línea, sino que la mitad que toca a cada una pertenece al heredero o herederos 
más próximos en grado, excepto el caso de la representación, como más adelante se dirá. 
  
Art. 735.- La proximidad de parentesco se gradúa por el número de generaciones; y cada generación se 
llama grado. 
  
Art. 736.- La serie de los grados forma la línea: se llama recta, la serie de los grados entre personas que 
descienden unas de otras; colateral, la serie de los grados entre personas que no descienden unas de 
otras, pero descienden de un padre común. La línea recta se divide en recta descendiente y recta 
ascendiente. La primera es la que une la cabeza con los que descienden de él; la segunda, la que une a 
una persona con aquellos de quienes descienden. 
  
Art. 737.- En la línea recta se cuentan tantos grados como generaciones hay entre las personas: así el 
hijo, con respecto a su padre, está en el primer grado, el nieto en el segundo, y así recíprocamente lo 
están el padre y el abuelo, respecto de sus hijos y nietos. 
Art. 738.- En la línea colateral, se cuentan los grados por las generaciones que hay desde el uno de los 
parientes hasta el padre común exclusive, y desde éste al otro pariente. Así es que de dos hermanos 
están en el segundo grado; el tío y el sobrino en el tercero; los primos hermanos en el cuarto, y así de los 
demás. 
  
Art. 739.- La representación es una ficción de la ley, cuyo efecto es hacer entrar a los representantes en 
el lugar, grado y derechos de los representados. 
  
Art. 740.- La representación en la línea recta descendiente, se prolonga hasta el infinito. Se admite en 
todos los casos, ya concurran los hijos de la persona de cuya herencia se trata con los descendientes de 
otro hijo ya muerto, o bien concurran en grados iguales o desiguales entre sí los descendientes de los 
hijos, si éstos hubiesen muerto todos. 
  
Art. 741.- La representación no tiene lugar en favor de los ascendientes; el más próximo en cada línea 
excluye siempre al más remoto. 
  
Art. 742.- En la línea colateral, procede la representación en favor de los hijos y descendientes de los 
hermanos o hermanas del difunto, ya vengan a la sucesión en concurrencia con sus tíos o tías, o bien si 
han muerto todos los hermanos o hermanas, y la sucesión corresponde a sus descendientes de grados 
más o menos iguales. 
  
Art. 743.- En todos los casos en que la representación se admita, la partición se verifica por estirpes; si 
una misma estirpe ha producido muchas ramas, la subdivisión se hará también en cada una de ellas 
por estirpe, y los miembros de la misma rama parten entre sí por cabezas. 
  



 

 

 

Art. 744.- No se representa a las personas vivas, sino únicamente a las que han muerto. Se puede 
representar a aquel a cuya sucesión se hubiere renunciado. 
  
Art. 745.- Los hijos o sus descendientes suceden a sus padres, abuelos y demás ascendientes, sin 
distinción de sexo ni de primogenitura, aunque procedan de diferentes matrimonios. Suceden por 
iguales partes e individualmente, cuando todos se encuentran en el primer grado y vienen a suceder 
por derecho propio: suceden por estirpes, cuando todos o parte de ellos vienen a la sucesión en 
representación. 
  
Art. 746.- Si el difunto no ha dejado ni descendencia, ni hermanos, ni hermanas, ni hijos de éstos, la 
sucesión se divide por mitad entre los ascendientes de la línea materna y los de la paterna. El 
ascendiente de grado más próximo tiene derecho a la mitad, designada a su línea, con exclusión de 
todos los demás. Los ascendientes del mismo grado sucederán por cabezas. 
  
Art. 747.- Los ascendientes heredan, con exclusión de los demás, cuando se trate de cosas cedidas por 
ellos a sus hijos y descendientes muertos sin descendencia, siempre que aquéllas existan en naturaleza 
en la sucesión. Si los objetos expresados hubiesen sido enajenados, recibirán los ascendientes el importe 
a que pudieren ascender; también suceden en la acción de reversión, que pueda tener el donatario. 
  
Art. 748.- Cuando los padres de una persona muerta sin descendencia le han sobrevivido, si aquélla 
dejó hermanos o hermanas o descendientes de éstos, la sucesión se divide en dos porciones iguales, de 
las cuales únicamente se concede una al padre y a la madre que deben subdividirse entre sí por partes 
iguales. La otra mitad pertenece a los hermanos o hermanas o descendientes de éstos, en la forma que 
determina la sección quinta de éste capítulo. 
  
Art. 749.- Si la persona que haya muerto sin posteridad deja hermanos o hermanas o descendientes de 
éstos, cuyos padres hayan muertos con anterioridad, la parte que, conforme al artículo anterior, le 
estaba designada, se unirá a la mitad concedida a los hermanos o hermanas o sus representantes en la 
forma que previene la sección quinta del presente capítulo. 
  
Art. 750.- En caso de muerte anterior de los padres de una persona fallecida sin descendencia, sus 
hermanos o hermanas o sus descendientes están llamados a heredarles, con exclusión de los 
ascendientes y de los demás colaterales. Suceden por derecho propio, o en representación, y en la forma 
determinada en la sección segunda del presente capítulo. 
  
Art. 751.- Si han sobrevivido los padres de la persona muerta sin posteridad, sus hermanos o hermanas 
o sus representantes no percibirán más que la mitad de la herencia. Si han sobrevivido únicamente uno 
de los padres, percibirán aquéllos las tres cuartas partes. 
  
Art. 752.- La partición de la mitad o de las tres cuartas partes que corresponden a los hermanos o 
hermanas, con arreglo al artículo precedente, se debe hacer por iguales partes, si proceden del mismo 
matrimonio; si son de matrimonio diferente, la división se opera por mitad entre las dos líneas, materna 
y paterna del difunto; los hermanos carnales figuran en las dos líneas, y los uterinos y consanguíneos, 
cada uno en su línea respectiva. Si no hay hermanos o hermanas más que de una sola línea, adquieren 
íntegra la herencia, con exclusión de los demás parientes de la otra. 
  
Art. 753.- A falta de hermanos o hermanas o descendientes de los mismos, y a falta de ascendientes en 
una u otra línea, la sucesión pertenece en una mitad a los 



 

 

 

ascendientes supervivientes, y en la otra mitad a los parientes más próximos de la otra línea. Si 
concurrieren parientes colaterales de un mismo grado, harán entre sí la división por cabezas. 
  
Art. 754.- En el caso previsto en el artículo anterior, el padre o la madre que sobreviva tiene el usufructo 
de la tercera parte de los bienes que no herede en propiedad. 
  
Art. 755.- Los parientes que se encuentren fuera de los límites del duodécimo grado, no tienen derecho 
a la sucesión. A falta de parientes de grado hábil, para suceder en una línea, suceden en él todos los 
parientes de la otra. 
  
Art. 756.- Derogado según Ley 121 del 26 de mayo de 1939, G. O. 5317. Esta Ley fué sustituida por la 
Ley 357 del 31 de octubre de 1940, G. O. 5517. La Ley 357 fué sustituida por la Ley 985 del 31 de agosto 
de 1945, G. O. 6321. 
  
Art. 757.- Derogado según Ley 121 del 26 de mayo de 1939, G. O. 5317. Esta Ley fué sustituida por la 
Ley 357 del 31 de octubre de 1940, G. O. 5517. La Ley 357 fué sustituida por la Ley 985 del 31 de agosto 
de 1945, G. O. 6321. 
  
Art. 758.- Derogado según Ley 121 del 26 de mayo de 1939, G. O. 5317. Esta Ley fué sustituida por la 
Ley 357 del 31 de octubre de 1940, G. O. 5517. La Ley 357 fué sustituida por la Ley 985 del 31 de agosto 
de 1945, G. O. 6321. 
  
Art. 759.- Derogado según Ley 121 del 26 de mayo de 1939, G. O. 5317. Esta Ley fué sustituida por la 
Ley 357 del 31 de octubre de 1940, G. O. 5517. La Ley 357 fué sustituida por la Ley 985 del 31 de agosto 
de 1945, G. O. 6321. 
  
Art. 760.- Derogado según Ley 121 del 26 de mayo de 1939, G. O. 5317. Esta Ley fué sustituida por la 
Ley 357 del 31 de octubre de 1940, G. O. 5517. La Ley 357 fué sustituida por la Ley 985 del 31 de agosto 
de 1945, G. O. 6321. 
  
Art. 761.- Derogado según la Ley 121 del 26 de mayo de 1939, G. O. 5317. Esta Ley fue sustituida por la 
Ley 357 de 31 de octubre de 1940, G. O. 5517. La Ley 985 del 31 de agosto de 1945, G. O. 6321, 
reemplaza la Ley 357. 
  
Art. 762.- Las disposiciones de los artículos 757 y 758, no son aplicables a los hijos adulterinos o 
incestuosos. La ley no les concede más que alimentos. 
  
Art. 763.- Para regular estos alimentos se tendrán en cuenta las facultades del padre o de la madre, y el 
número y condiciones de los hijos legítimos. 
  
Art. 764.- Cuando el padre o la madre del hijo adulterino o incestuoso le hayan hecho aprender un 
oficio o arte mecánico, o le hayan asegurado alimentos vitalicios, no podrán hacer ninguna reclamación 
contra su sucesión. 
  
Art. 765.- La sucesión del hijo natural muerto sin descendencia, pertenece al padre o la madre que lo 
haya reconocido, o por mitad a ambos, si el reconocimiento hubiere sido por parte de uno y otro. 
  



 

 

 

Art. 766.- (Derogado según Ley 121 del 26 de mayo de 1939, G. O. 5317). 
  
Art. 767.- Si el difunto no deja parientes en grado hábil de suceder ni hijos naturales, los bienes 
constitutivos de su sucesión pertenecen al cónyuge que sobreviva. 
  
Art. 768.- A falta del cónyuge superviviente, recaerá la sucesión en el Estado. 
 
Art. 769.- El cónyuge superviviente y la administración de los bienes del Estado que pretendan tener 
derecho a la sucesión, deben poner los sellos y formalizar los inventarios, en las formas prescritas para 
la aceptación de las sucesiones, a beneficio de inventario.  

  
Art. 770 En el mismo término, el secretario entregará a cada acreedor colocado una cuenta de 
colocación ejecutiva contra el adjudicatario, o contra la caja en que se hubieren depositado los fondos. 
La factura de costas del abogado no se podrá entregar sino a condición de presentar éste las 
certificaciones de cancelación de las inscripciones de los acreedores no colocados. Estas certificaciones 
quedarán anexas al expediente. 
  
Art. 771 El acreedor colocado, al dar carta de pago del importe de su colocación, consiente en la 
cancelación de su inscripción. A medida que se vayan pagando colocaciones, el conservador de 
hipotecas, al presentársele la factura y la carta de pago del acreedor, descargará de oficio la inscripción 
hasta el alcance de la suma finiquitada. 
La inscripción de oficio se cancelará definitivamente por la justificación que hiciere el adjudicatario de 
haber pagado la totalidad de su importe a los acreedores colocados, o a la parte embargada. 
  
Art. 772 Cuando la enajenación tuviere lugar por expropiación forzosa, el orden se promoverá por el 
acreedor más diligente o por el adquiriente. 
Se puede también promover por el vendedor, pero únicamente cuando el importe fuere exigible. 
  
En todos los casos, el orden no se abrirá sino después del cumplimiento de todas las formalidades 
prescritas para la extinción de las hipotecas. 
  
El orden se introducirá y se regulará en las formas establecidas por el presente título. 
Los acreedores con hipotecas legales que no las hubieren hecho inscribir en el plazo fijado por el 
artículo 2195 del Código Civil, no podrán ejercer derecho de preferencia sobre el importe de la venta, 
sino cuando se hubiere abierto el orden de pago en los tres meses que sigan a la expiración de dicho 
plazo, y bajo las condiciones determinadas por la última disposición del artículo 717. 
  
Art. 773 No se podrá promover el orden si hubiere menos de cuatro acreedores inscritos, cualquiera 
que hubiere sido el modo de enajenación. 
  
Expirados los términos establecidos por los artículos 750 y 772, la parte que quisiere promover el orden, 
presentará instancia al presidente del tribunal, a fin de que se haga proceder al preliminar del arreglo 
amistoso, en las formas y con los plazos establecidos por el artículo 751. 
  
A falta de acuerdo amigable, se arreglará por el tribunal la distribución del precio, juzgando como en 
materia sumaria, por emplazamiento notificado a persona o en el domicilio, a requerimiento de la parte 
más diligente, sin otro procedimiento que conclusiones motivadas. La sentencia se notificará 
únicamente al abogado, si lo hubiere constituido.  



 

 

 

En caso de apelación, se procederá, como lo previenen los artículos 763 y 764. 
  
Art. 774 El que adquiere, se paga especialmente de preferencia por el costo del extracto de las 
inscripciones y de las denuncias de los acreedores inscritos. 
  
Art. 775 Todo acreedor podrá tomar inscripción para conservar los derechos de su deudor; pero el 
importe de la colación de éste último se distribuirá entre todos los acreedores que se hubieren inscrito, 
o hecho oposición antes de la clausura del orden. 
  
Art. 776 En casos de no observarse las formalidades y plazos fijados por los artículos 753 y 
755, párrafo 2do., y 769, el abogado promovente caducará en la instancia, sin necesidad de intimación 
ni sentencia. El juez proveerá a su reemplazo, de oficio o a requerimiento de una parte, por auto inscrito 
en el expediente, cuyo auto no será susceptible de ningún recurso. 
  
Lo mismo se procederá con respecto al abogado a quien se comisione, y no cumpliese las obligaciones 
que se le imponen por los artículos 758 y 761. 
  
El abogado que caducare en el procedimiento estará obligado a entregar inmediatamente los 
documentos bajo recibo al que lo reemplazare, y no se le pagarán sus costas sino después de la clausura 
del orden. 
 
Art. 777 El adjudicatario por expropiación forzosa que quisiere hacer pronunciar la cancelación de 
inscripciones antes de la clausura del orden, deberá consignar su importe y los intereses vencidos, sin 
ofrecimientos reales hechos previamente. Si no se hubiere abierto el orden, deberá requerir su apertura 
después de expirado el plazo que se fija en el artículo 750. Depositará, en apoyo a su requerimiento, el 
recibo de la caja pública, y declarará que se propone hacer pronunciar la validez de la consignación y la 
cancelación de las inscripciones. 
 
En los ocho días que sigan a la expiración del término para la presentación de títulos, fijado por el 
artículo 754, intimará por acto de abogado a abogado, y previa notificación a la parte embargada, si no 
tuviere abogado constituido, que tome comunicación de su declaración, y que la conteste en los quince 
días, si hubiere lugar a ello. A falta de contestación en este término, el juez, por auto dado en el 
expediente, declarará válida la consignación y pronunciará la cancelación de todas las inscripciones 
existentes, con mantenimiento de su efecto sobre el producto de la venta. En caso de contestación, se 
decidirá por el tribunal, sin retardo de las operaciones del orden. 
  
Si éste se hubiera abierto ya, el adjudicatario, después de la consignación hará su declaración en el 
expediente, bajo la firma de su abogado, acompañada del recibo del depósito en la caja pública. 
  
Se procederá, como antes se ha dicho, después de vencido el término de las presentaciones de títulos y 
documentos. 
  
En caso de enajenación, que no se debiere a procedimiento de expropiación forzosa, el adquiriente que 
quisiere obtener la liberación definitiva de todos los privilegios e hipotecas, por la vía de la 
consignación, después de haber llenado todas las formalidades requeridas al efecto, efectuará esta 
consignación sin hacer previamente ofrecimientos reales.  
 



 

 

 

Para ello, intimará al vendedor, a fin de que le presente, en el término de quince días, la cancelación de 
las inscripciones existentes, y le hará conocer el importe de las sumas del capital y de los intereses que 
se proponga consignar. 
  
Transcurrido este plazo, se realizará la consignación, y en los tres días siguientes, el adquiriente o 
adjudicatario requerirá la apertura del orden, depositando el recibo de la consignación hecha en la caja 
pública. Se procederá entonces, en virtud de requerimiento, conforme a las disposiciones indicadas 
anteriormente. 
  
Art. 778 Toda contestación relativa a la consignación del importe de la venta, se formulará en el 
expediente por un reparo motivado, a pena de nulidad; y el juez remitirá para ante el tribunal a los 
contendientes. 
  
La audiencia se promoverá mediante simple acto de abogado a abogado, sin más procedimiento que 
conclusiones motivadas, procediéndose después como lo indican los artículos 761, 763 y 764. 
Podrá pronunciarse en favor del adjudicatario o adquiriente la prelación en el pago de las costas 
sacadas del importe de la venta. 
  
Art. 779 La adjudicación en falsa subasta que interviene en el curso del orden y aún después del arreglo 
definitivo y de la entrega de las facturas, no dará lugar a nuevo procedimiento. El juez modificará el 
estado de colocación, según los resultados de la adjudicación, y hará ejecutivas las facturas contra el 
nuevo adjudicatario. 
  

TITULO XV 
DE LA PRISION 

 
Art. 780 Ningún apremio corporal podrá ejecutarse sino un día después de haberse notificado la 
sentencia que lo hubiere pronunciado, con intimación de cumplir lo que en ella se ordenare. Dicha 
notificación se hará por un alguacil comisionado al efecto, bien por dicha sentencia, o bien por el 
presidente del tribunal de primera instancia del lugar en que se encuentre el perseguido. 
  
La notificación contendrá también elección de domicilio en el distrito en que estuviere establecido el 
tribunal que ha dictado la sentencia si la parte actora no residiere allí. 
  
Art. 781 El apremiado no podrá ser preso: 1o. antes de la salida y después de la puesta del sol; 2o. los 
días de fiesta legal; 3o. en los edificios consagrados al culto, pero únicamente durante los ejercicios 
religiosos; 4o. en el lugar y durante la celebración de las sesiones de las autoridades constituidas; 5o. en 
una casa cualquiera, aún en su domicilio, a no ser que así lo hubiere ordenado el juez de paz del lugar, 
quien deberá, en este caso, transportarse a la casa con el oficial ministerial, o comisionar al efecto a un 
comisario de policía. 
  
Art. 782 No se podrá tampoco arrestar al apremiado, cuando, citado como testigo ante un juez de 
instrucción o un tribunal de primera instancia o de Suprema Corte, sea portador de un salvoconducto. 
Se podrá acordar éste por el juez de instrucción, el presidente del tribunal o de la corte en que los 
testigos deban ser oídos. 
 Para ello son necesarias las conclusiones del fiscal. 
  



 

 

 

El salvoconducto regulará la duración de su efecto, a pena de nulidad. 
En virtud de él, no se podrá arrestar al apremiado ni el día fijado para su comparecencia, ni durante el 
tiempo necesario para ir y para regresar. 
  
Art. 783 Además de las formalidades ordinarias de todos los actos, contendrá el de prisión: 1o. 
mandamiento reiterando la intimación de que trata el artículo 780; 2o. elección de domicilio en la 
común en que se encuentre detenido el apremiado, si la parte actora no residiere allá; el alguacil irá 
acompañado de dos agentes de policía. 
  
Art. 784 Transcurrido un año entero después de la intimación ya dicha, se le hará nuevamente otra por 
un alguacil comisionado al efecto. 
  
Art. 785 En caso de rebelión, el alguacil podrá establecer una guardia a las puertas para impedir la 
evasión, y requerir enseguida la fuerza armada; persiguiéndose entonces al apremiado conforme a las 
disposiciones del Código de Procedimiento Criminal. 
  
Art. 786 Si el apremiado quiere que el caso se someta a referimiento, se le conducirá en seguida ante el 
presidente del tribunal de primera instancia del distrito a que corresponda el lugar en que se haya 
hecho el arresto; el cual fallará como se prescribe para estos casos; si el arresto se hace fuera de las horas 
de la audiencia, se conducirá al apremiado a la casa del presidente. 
  
Art. 787 El auto relativo al referimiento se insertará en el acta levantada por el alguacil, y tendrá 
ejecución inmediatamente. 
  
Art. 788 Siempre que el apremiado no requiriese que el caso se someta a referimiento o cuando una vez 
sometido, el presidente ordenare que se continúe el procedimiento, se conducirá al apremiado a la 
prisión del lugar; y si no la hubiere, a la del lugar más próximo: el alguacil y todos los demás que 
conduzcan, reciban o retengan al apremiado en un lugar de detención no designado legalmente, serán 
perseguidos como culpables del crimen de detención arbitraria. 
  
Art. 789 El acta de prisión del apremiado en el libro o registro de la cárcel enunciará: 1o. la sentencia; 
2o. los nombres y documentos de la parte actora; 3o. la elección de su domicilio en caso de que no viva 
en la común; 4o. los nombres, residencia y profesión del apremiado; 5o. la consignación de un mes de 
alimentos por lo menos, cuando el apremio sea a requerimiento de parte; 6o. mención de la copia que se 
haya dejado al apremiado hablando con él personalmente tanto del acta de prisión como del asiento o 
entrada en la cárcel. Este será firmado por el alguacil. 
  
Art. 790 El alcaide o carcelero transcribirá en su registro la sentencia que autorizare el arresto, y si el 
alguacil no presentase esta sentencia, el carcelero rehusará recibir al apremiado, y hacer el asiento en su 
libro de entrada. 
  
Art. 791 El acreedor estará obligado a consignar de antemano los alimentos, en el caso que así 
procediere; éstos no se podrán retirar cuando hubiere retención, si no fuere con el consentimiento del 
que retiene. 
  
Art. 792 Se podrá hacer un mandamiento de retención al encarcelado, por otros que tengan derecho a 
ejercer contra él el apremio corporal.  



 

 

 

Al prevenido de un delito se le puede también hacer mandamiento de retención, y quedará detenido 
por efecto de este procedimiento, aunque se hubiere ordenado su libertad y quedado absuelto del 
delito. 
 
Art. 793 Para el mandamiento de retención se observarán las formalidades prescritas anteriormente 
sobre la prisión; sin embargo, el alguacil no tendrá que ir acompañado de agentes de policía, y el actor 
quedará libre de consignar los alimentos, si ya lo estuviesen. 
  
El actor que hubiere hecho encarcelar podrá proveerse contra aquél por quien continuare detenido el 
apremiado ante el tribunal del lugar en que se encuentre éste detenido, a fin de hacerlo contribuir al 
pago de los alimentos por partes iguales. 
  
Art. 794 Faltando la observancia de las formalidades anteriormente prescritas, el encarcelado podrá 
pedir la nulidad de la prisión, y la demanda se llevará al tribunal del lugar en que se hallare detenido; 
en caso de que la demanda en nulidad se funde sobre medios pertinentes al fondo o principal, se 
llevará ante el tribunal a quien competa la ejecución de la sentencia. 
  
Art. 795 En cualquier caso, la demanda se podrá formar a breve término en virtud de permiso del juez, 
y hacerse el emplazamiento por el alguacil comisionado al efecto, en el domicilio elegido en el acta de 
registro de la cárcel; se juzgará sumariamente la causa, previas conclusiones del fiscal. 
  
Art. 796 La nulidad de la prisión, por cualquiera causa que se pronuncie, no implica la nulidad del 
mandamiento de retención. 
  
Art. 797 El deudor cuya prisión se declare nula no podrá ser detenido por la misma causa, sino un día a 
lo menos después de haber salido de la cárcel. 
  
Art. 798 Se pondrá en libertad al preso, si consigna en manos del alcaide, carcelero o guardián de la 
prisión, lo que es causa del encarcelamiento y las costas de la captura. 
  
Art. 799 Si el encarcelamiento se declara nulo, se podrá condenar al promovente al pago de los daños y 
perjuicios en favor del perseguidor. 
  
Art. 800 El encarcelado legalmente, obtendrá su libertad: 1o. por el consentimiento del que lo ha hecho 
encarcelar, y de los que hayan pedido su retención en la cárcel, si los hubiere; 2o. por el cumplimiento 
de lo que sea causa de prisión, tanto respecto de aquél, como del que pidió su retención, con las costas 
líquidas de los del encarcelamiento y de la restitución de los alimentos consignados; 3o. por haber 
dejado el promovente de consignar previamente los alimentos en los casos que proceda; 4o. si el 
apremiado ha entrado en la edad de setenta años; y si, en este último caso, no es estelionatario; 5o. por 
la expiración del plazo fijado en la sentencia que pronuncie el apremio. 
  
Art. 801 Se podrá dar el consentimiento para la excarcelación del preso ante notario o en el registro de 
la cárcel. 
  
Art. 802 La consignación de lo que fuere causa de la prisión se hará en manos del alcaide o carcelero, 
sin que se necesite orden previa; y si estos rehusasen admitirla se les citará a breve término y en virtud 
del permiso ante el tribunal del lugar por un alguacil comisionado al efecto. 
  



 

 

 

Art. 803 La libertad, por causa de no haberse consignado los alimentos se ordenará en vista de la 
certificación de esta circunstancia, expedida por el alcaide o carcelero, la cual se anexará a la solicitud 
presentada al presidente del tribunal, sin que para todo esto se necesite intimación previa. 
  
Si a pesar de esto, el promovente que ha tardado en consignar los alimentos, hiciere consignación antes 
de que el preso haya reclamado su libertad, esta demanda no será ya admitida. 
  
Art. 804 No podrá volver a encarcelar por la misma causa al que haya obtenido su libertad por falta de 
consignación de alimentos. 
  
Art. 805 Las demandas para obtener la excarcelación se presentarán en el tribunal del distrito en que se 
encuentre el detenido. Estas demandas se harán a breve término, en el domicilio elegido en el registro 
de la cárcel, en virtud de permiso del juez, previa solicitud presentada al efecto; se comunicarán al 
fiscal, y se juzgarán sin instrucción en la primera audiencia con prioridad a cualquier otra causa y sin 
transferimiento ni entrada en turno. 
  

TITULO XVI 
DEL REFERIMIENTO 

 
Art. 806 (Los artículo del 806 al 811 fueron derogados y sustituidos por los artículos 101 a 112 y 140 y 
141 de la Ley No. 834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 807 (Los artículos 806 al 811 fueron derogados y sustituidos por los artículos 101 al 112 y 140 y 141 
de la Ley No. 834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 808 (Los artículos 806 al 811 fueron derogados y sustituidos por los artículos 101 al 112 y 140 y 141 
de la Ley No. 834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 809 (Los artículos 806 al 811 fueron derogados y sustituidos por los artículos 101 al 112 y 140 y 141 
de la Ley No. 834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 810 (Los artículos 806 al 811 fueron derogados y sustituidos por los artículos 101 al 112 y 140 y 141 
de la Ley No. 834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 811 (Los artículos 806 al 811 fueron derogados y sustituidos por los artículos 101 al 112 y 140 y 141 
de la Ley No. 834 del 15 de julio de 1978). 
  
  

SEGUNDA PARTE 
PROCEDIMIENTOS DIVERSOS 

LIBRO PRIMERO 
TITULO I 

DE LOS OFRECIMIENTOS DE PAGO Y DE LA 
CONSIGNACION 

 
Art. 812 Toda acta de ofrecimiento de pago designará el objeto ofrecido, de modo que no se pueda 
sustituir con otro; y si se hace en especies, contendrá la enumeración y la calidad de éstas. 
  



 

 

 

Art. 813 En dicha acta se mencionará la respuesta, la no admisión o la aceptación del acreedor, y si 
firmado, rehusado o declarado no poder hacerlo. 
  
Art. 814 En caso de que el acreedor rehusare lo ofrecido, podrá el deudor, para librarse, consignar la 
suma o la cosa ofrecida, con observancia de las formalidades prescritas por el artículo 1259 del Código 
Civil. 
  
Art. 815 La demanda que se pueda intentar en validez o en nulidad de los ofrecimientos o de la 
consignación, se formulará según las reglas establecidas para las demandas principales; y si es 
incidental lo será por simple escrito. 
  
Art. 816 La sentencia que declare la validez de los ofrecimientos, ordenará en el caso de que éstos hayan 
tenido lugar sin la consignación, que a falta de recibir el acreedor la suma o la cosa ofrecida éstas sean 
consignadas; y pronunciará la cesación de los intereses, desde el día de la realización del depósito en la 
caja pública. 
  
Art. 817 La consignación voluntaria u ordenada, se efectuará siempre a cargo de los que hagan 
oposición, si los hubiere, poniéndolo en conocimiento del acreedor. 
  
Art. 818 Lo demás se regula por las disposiciones del Código Civil, relativas a los ofrecimientos de pago 
y a la consignación. 
  

TITULO II 
DEL DERECHO DE LOS PROPIETARIOS SOBRE 

LOS MUEBLES, EFECTOS Y FRUTOS DE SUS 
INQUILINOS Y ARRENDATARIOS, Y DEL EMBARGO 

RETENTIVO CONTRA LOS DEUDORES TRANSEÚNTES 
 
Art. 819 (Mod. por el Art. 4 de la Ley No. 571 del 4 de octubre de 1941). Los propietarios e inquilinos 
principales de casas o bienes rurales, haya o no contrato por escrito, pueden, después de un día del 
mandamiento de pago y sin previo permiso del juez de paz, hacer embargar por deuda de alquileres y 
arrendamientos vencidos, los efectos y frutos que se encuentren en dichas casas o establecimientos 
rurales y en las tierras que a ellos correspondan. Pueden también hacer que se embargue al instante, en 
virtud de permiso que se haya obtenido del juez de paz, previa solicitud al efecto. 
  
Están asimismo facultados para hacer el embargo del ajuar que tenga la casa o la finca, cuando ha sido 
quitado de su sitio sin su consentimiento, y conservar su privilegio sobre él con tal que hayan efectuado 
su reivindicación conforme a lo dispuesto en el artículo 2102 del Código Civil. 
  
Art. 820 Los efectos de los subarrendatarios o sub locatarios que estén en los lugares ocupados por 
ellos, y los frutos de las tierras que subarrienden, se pueden embargar a causa de los alquileres o 
arrendamientos adeudados, por el inquilino o arrendatario de quien los hubieron; pero obtendrán la 
suspensión del procedimiento, justificando que han pagado sin fraude, no pudiendo oponer pagos 
hechos adelantados o sea con anticipación. 
  
Art. 821 El embargo de esta clase se hará en la misma forma que el ejecutivo, pudiéndose constituir 
depositario al mismo a quien se embarga; y en caso de que haya frutos se procederá conforme a lo que 
prescribe el título IX del libro anterior. 



 

 

 

  
Art. 822 Todo acreedor, aunque carezca de título, puede, sin previo mandamiento de pago, pero con 
permiso del presidente del tribunal de primera instancia, y aún del juez de paz, hacer embargar los 
efectos que encuentre en la común en que resida y que pertenezcan a su deudor transeúnte. 
  
Art. 823 El que embarga será depositario de los efectos, si están en su poder; y en caso contrario se 
establecerá uno. 
  
Art. 824 Tratándose de los embargos a que se contrae el presente título, no se podrá proceder a la venta 
sino después que haya sido declarada la validez de aquellos; y en el caso del artículo 821, el embargado, 
y el que embarga en el del artículo 823, o el depositario si lo hubiere, serán condenados a la 
presentación de los efectos por apremio. 
  
Art. 825 Además de esto, se observarán las reglas anteriormente prescritas para el embargo ejecutivo y 
para la venta y distribución de las sumas que de él provinieren. 
  

TITULO III 
DEL EMBARGO EN REINVINDICACION 

 
Art. 826 No se podrá proceder al embargo en reivindicación sino en virtud de auto del presidente del 
tribunal de primera instancia, a solicitud de parte; y esto, a pena de daños y perjuicios, tanto contra la 
parte como contra el alguacil que haya procedido al embargo. 
  
Art. 827 Todo pedimento para obtener embargo en reivindicación, designará sumariamente los efectos 
en que recaiga el embargo. 
  
Art. 828 El juez podrá, aunque sea en días de fiestas legales, permitir se haga el embargo en 
reivindicación. 
  
Art. 829 Si aquél en cuya casa se encontraren los objetos que se quiere reivindicar rehusare la entrada o 
se opusiere al embargo, se recurrirá al juez para que decida en referimiento, suspendiéndose, no 
obstante, el embargo; sin perjuicio de la facultad que tiene el requerente de establecer una guardia a las 
puertas de la casa. 
  
Art. 830 Al embargo en reivindicación se procederá en la misma forma que al embargo ejecutivo, salvo 
que el mismo contra cuya persona se trabe, pueda ser constituído depositario. 
  
Art. 831 La demanda en validez del embargo se formulará ante el tribunal del domicilio de aquél contra 
quien se ejerce el procedimiento; y si está en conexión con una instancia ya pendiente se formulará ante 
el tribunal que conozca de esta instancia. 

 
TITULO IV 

DE LA PUJA ULTERIOR EN CASO DE ENAJENACION 
VOLUNTARIA 

 
Art. 832 Las notificaciones y los requerimientos prescritos por los artículos 2183 y 2185 del Código Civil 
serán practicados por un alguacil comisionado al efecto por el presidente del tribunal de primera 
instancia del distrito en que tenga lugar, en virtud de simple 



 

 

 

pedimento, y en unas y otros se indicará la constitución de abogado cerca del tribunal en donde la 
nueva subasta y el orden de los pagos tendrán lugar. El acto de requerimiento para la subasta 
expresará, juntamente con el ofrecimiento e indicación de la fianza, citación a tres días ante el tribunal 
para recibirla, en lo cual se actuará como en materia sumaria. Esta citación será notificada en el 
domicilio del abogado constituido, y al mismo tiempo se dejará copia del acto de compromiso de la 
fianza, y del depósito, en la secretaría del tribunal de los títulos que hagan constar su solvencia. Y si 
ocurriere el caso en el que el nuevo pujador diere prenda en dinero o en rentas sobre el Estado, a falta 
de fianza, conforme al artículo 2041 del Código Civil, hará notificar junto con la citación la copia del 
acto que dé fe de la consignación de la prenda. Si la fianza es rechazada, la nueva subasta será 
declarada nula, y el adquiriente sostenido en sus derechos, a menos que no haya otras pujas ulteriores 
hechas por diferentes acreedores. 
  
Art. 833 Cuando una puja ulterior haya sido notificada con citación en los términos indicados en el 
artículo precedente, cada uno de los acreedores inscritos tendrá el derecho a hacerse subrogar en el 
procedimiento judicial, si el nuevo postor o el nuevo propietario no continúan la acción durante un mes 
después de la puja ulterior. La subrogación se pedirá por simple instancia de intervención, y será 
notificada por acto de abogado a abogado. El mismo derecho de subrogación quedará abierto a 
beneficio de los acreedores inscritos, cuando en el curso del procedimiento haya habido colusión, 
fraude o negligencia de parte del actor. En todos los casos anteriores, la subrogación tendrá lugar por 
cuenta y riesgo del nuevo postor, para lo cual la fianza continúa siendo obligatoria. 
  
Art. 834 Después de la transcripción, los acreedores privilegiados o hipotecarios en los términos de los 
artículos 2123, 2127 y 2128 del Código Civil no podrán tomar inscripción hábil contra el precedente 
propietario. 
  
Art. 835 No obstante, el vendedor o el copartícipe pueden inscribir hábilmente los privilegios que les 
están conferidos por los artículos 2108 y 2109 del Código Civil, dentro de los cuarenta y cinco días del 
acto de venta o de partición, sin embargo de cualquiera otra transcripción de actos hechos en dicho 
término. 
  
Art. 836 Para que pueda llegarse a la reventa en subasta indicada por el artículo 2187 del Código Civil, 
el actor hará imprimir varios edictos que contengan: 1o. la fecha y la naturaleza del acto de enajenación 
sobre el cual la puja ulterior ha sido hecha, el nombre del notario que lo extendió, o el de cualquiera 
autoridad que fue llamada a hacerlo; 2o. el precio enunciado en el acto, si se trata de una venta, o la 
tasación hecha de los inmuebles en la notificación a los acreedores inscritos si se trata de un cambio o 
de una donación; 3o. el montaje de la puja ulterior; 4o. los nombres, profesiones y domicilios del 
anterior propietario, del adquiriente o donatario, del nuevo pujador y del que fuere subrogado a éste, 
en el caso del artículo 833; 5o.la indicación sumaria de la naturaleza, y la situación de los bienes 
enajenados; 6o. el nombre y la residencia del abogado constituído por el actor; 7o. la indicación del 
tribunal en donde la puja ulterior tendrá lugar, lo mismo que el día, el lugar y la hora de la 
adjudicación. Dichos edictos serán fijados, quince días por lo menos, y treinta días a lo más, antes de la 
adjudicación, en la puerta del domicilio del antiguo propietario, y en los lugares designados en el 
artículo 699 del presente Código. Una copia del mismo edicto se insertará en uno de los periódicos de la 
localidad, en el mismo plazo y en cumplimiento del artículo 696; y todo se hará constar como se tiene 
dicho en los artículos 698 y 699. 
  
 



 

 

 

Art. 837 Quince días por lo menos y treinta días a lo más antes de la adjudicación, serán intimados 
tanto el antiguo como el nuevo propietario para que asistan a ella al lugar y en el día y la hora que se 
indiquen. Igual intimación se hará al acreedor que hubiere hecho la puja ulterior, si es el nuevo 
propietario, u otro acreedor subrogado el promovente. En el mismo término será depositado en la 
secretaría del tribunal el acto de enajenación, que servirá para la subasta. El precio indicado en dicho 
acto, o el valor declarado y el monto de la puja ulterior tendrán lugar de primera postura. 
  
Art. 838 El que hiciere la puja ulterior, aún en el caso de ser subrogado en el acto de la diligencia de la 
nueva subasta, será declarado adjudicatario, si en el día fijado para la adjudicación no se presenta otro 
postor. Serán aplicables a los casos de puja ulterior los artículos 701, 702, 705, 706, 707, 711, 712, 713, 
717, 731, 732, y 733 del presente Código, lo mismo que los artículos 734 y siguientes relativos a la falsa 
subasta. Las formalidades prescritas por los artículos 705, 706, 832, 836 y 837serán observadas bajo pena 
de nulidad, y las nulidades deberán ser propuestas bajo la de caducidad, del modo siguiente: las que 
corresponden a la declaración de puja ulterior y la citación, antes de la sentencia que deba estatuir 
sobre la recepción de la fianza; las que sean relativas a las formalidades de la subasta, tres días por lo 
menos antes de la adjudicación. Por lo que respectas a las primeras nulidades, se estatuirá por la 
sentencia sobre recepción de la fianza; y para las demás, antes de la adjudicación. No estará sujeta a 
oposición ninguna sentencia en defecto sobre materia de puja ulterior, en caso de enajenación 
voluntaria. Solamente podrá apelarse de las sentencias que estatuyan sobre las nulidades anteriores al 
recibimiento de la fianza o sobre la misma recepción de ésta, y de las que se dictaren sobre la demanda 
para subrogación intentada por colusión o fraude. La adjudicación a causa de puja ulterior, en caso de 
enajenación voluntaria no podrá someterse a nueva puja ulterior. Los efectos de la adjudicación a 
consecuencia de puja ulterior en caso de enajenación voluntaria, se arreglarán, por lo que hace al 
vendedor y al adjudicatario, por las disposiciones del artículo 717 del presente Código. No obstante, 
después de la sentencia de adjudicación a causa de puja ulterior, la extinción de las hipotecas legales, si 
no ha tenido lugar antes, se hace como en los casos de enajenación voluntaria, y los derechos de los 
acreedores con hipotecas legales, se arreglarán por el último párrafo del artículo 772. 
  
  

TITULO V 
DEL PROCEDIMIENTO QUE DEBE SEGUIRSE PARA 
OBTENER COPIA DE UN ACTO, O PARA HACERLO 

REFORMAR 
 
Art. 839 Todo notario o cualquiera otro depositario que rehusare expedir copia de un acto a las partes 
interesadas en él en nombre directo, a los herederos o causahabientes, será compelido a hacerlo hasta 
por apremio corporal, mediante citación a breve término hecha en virtud del permiso del presidente del 
tribunal de primera instancia. 
(Véase en lo que respecta al apremio corporal el Art. 8-2-a de la Constitución de la República). 
(Fue suprimida la expresión "sin preliminar de conciliación" que aparecía en este artículo, en virtud del 
Art. 4 de la Ley No. 5210 del 11 de septiembre de 1959). 
  
Art. 840 El asunto será juzgado sumariamente, y la sentencia ejecutada no obstante oposición o 
apelación. 
  
Art. 841 La parte que quiera obtener copia de un acto que no haya sido registrado o que esté 
incompleto peticionará para obtenerla al presidente del tribunal de primera instancia, salvo la ejecución 
de las leyes y reglamentos relativos al registro. 



 

 

 

  
Art. 842 La copia será librada, si ha lugar a ello, en ejecución del mandamiento puesto al pie de la 
instancia, del cual se hará mención al final de la copia expedida. 
  
Art. 843 En el caso de negativa de parte del notario o depositario, será sometido el punto, en 
referimiento, al presidente del tribunal de primera instancia. 
  
Art. 844 La parte que quiera hacerse librar una segunda copia, sea de la minuta de un acto, sea por 
forma de ampliación, de una copia depositada, presentará para tal efecto, solicitud al presidente del 
tribunal de primera instancia; por el auto que se dicte se requerirá al notario para que dé los 
testimonios pedidos en el día y la hora que le serán indicados, y a las partes interesadas para que se 
hallen presentes al acto; de tal auto se hará mención al pie de la segunda copia, lo mismo que de la 
cantidad por la cual podrá procederse a una ejecución, o si el crédito ha sido cancelado o cedido en 
parte. 
  
Art. 845 En caso de disentimiento, las partes ocurrirán en referimiento. 
  
Art. 846 Todo aquél, que en el curso de una instancia, quiera obtener copia o un extracto de un acto en 
el cual no haya sido parte, procederá conforme a las reglas siguientes. 
  
Art. 847 La demanda para obtener compulsorio será hecha por escrito de abogado a abogado; será 
llevada a la audiencia por un simple acto y juzgada sumariamente, sin ningún otro procedimiento. 
  
Art. 848 La sentencia será ejecutoria no obstante apelación u oposición. 
  
Art. 849 Se levantarán actas de compulsas o confrontación, junto con la copia expedida por el notario o 
depositario, a menos que el tribunal que la haya ordenado cometiere el encargo a uno de sus miembros, 
o a cualquiera otro juez del tribunal de primera instancia o a cualquiera otro notario. 
  
Art. 850 En todos los casos, las partes podrán asistir a las actuaciones, y hacer insertar en el acta que ha 
de levantarse las observaciones o reparos que juzguen oportunos. 
  
Art. 851 Cuando los anticipos que se hubieren hecho para la minuta del acto y los emolumentos o 
costas, se adeuden al depositario, podrá éste negarse a entregar la copia mientras no se le hayan pagado 
todos los gastos, inclusos los de la misma copia. 
  
Art. 852 Las partes podrán confrontar la copia con la minuta, cuya lectura será hecha por el depositario; 
si aquellas creyeren que no hay conformidad, se ocurrirá en referimiento al presidente del tribunal, el 
cual hará la confrontación, para cuyo efecto el depositario estará obligado a presentar la minuta. El 
requerente deberá avanzar las costas, así del acta como del transporte del depositario. 
  
Art. 853 Los secretarios y depositarios de registros públicos librarán, sin mandamiento judicial, las 
copias o extractos, a cuantos los requieran, pagándoseles sus emolumentos, bajo pena de costas, daños 
y perjuicios. 
 
Art. 854 No se librará a la misma parte una segunda copia de sentencia sino en virtud de auto del 
presidente del tribunal que la haya dado. Para el caso, se observarán las formalidades prescritas para 



 

 

 

obtener una segunda copia de los actos pasados entre los notarios, que contengan la fórmula ejecutiva. 
  
(Véase la Ley No. 679 del 23 de mayo de 1934 en lo que concierne a la fórmula ejecutiva). 
  
Art. 855 Todo aquel que quiera hacer ordenar la rectificación de un acto del estado civil, hará para el 
efecto, su solicitud al presidente del tribunal de primera instancia. 
(Véase sobre rectificación de un acto del estado civil, Arts. 88 y sigs. de la Ley No. 659 del 17 de julio de 
1944). 
  
Art. 856 Se decidirá sobre el particular, mediante informe de un juez comisario, y después de haberse 
oído las conclusiones del fiscal. Los jueces ordenarán, si así lo estiman conveniente, que se llame a las 
partes interesadas y que el consejo de familia sea con anterioridad convocado. 
  
Cuando haya lugar al llamamiento de las partes interesadas, se citarán, y si estuvieren en litis, la 
citación e hará por acto de abogado a abogado. 
(Fue suprimida la expresión "Sin que sea necesario llenar el preliminar de conciliación" que 
aparecía en este artículo, en virtud del Art. 4 de la Ley No. 5210 del 11 de septiembre de 1959). 
  
Art. 857 Ninguna rectificación, ningún cambio podrá hacerse en el tenor del acta; pero las sentencias 
que ordenaren la rectificación, se inscribirán en los registros por el oficial del estado civil, tan pronto 
como se les hubieren remitido, y de ellas se hará mención al margen del acto reformado. Después no 
podrá librarse copia de él sino con las rectificaciones ordenadas, bajo pena de daños y perjuicios contra 
el oficial que la hubiere librado. 
  
Art. 858 En el caso de que no hubiere más parte interesada que el solicitante de la rectificación, y 
cuando éste crea tener motivos para quejarse de la sentencia, podrá, dentro de los tres meses de la fecha 
de dicha sentencia, apelar ante la Suprema Corte de Justicia, presentando al presidente de ella una 
instancia, al pie de la cual se indicará el día en que será estatuído sobre el particular en audiencia, 
después de oídas las conclusiones del ministro fiscal. 
  

TITULO VI 
DE ALGUNAS DISPOSICIONES RELATIVAS A LA TOMA 

DE POSESION DE LOS BIENES DE UN AUSENTE 

 
Art. 859 En el caso previsto en el Artículo 112 del Código Civil, y para que sobre él se pueda estatuir, se 
presentará instancia del presidente del tribunal, acompañada de los documentos que en ella se 
mencionen y le sirvan de apoyo. En vista de ella, el presidente comisionará a un juez para que presente 
informe el día que se indique; y la sentencia será pronunciada después de haberse oído el dictamen del 
fiscal. 
  
Art. 860 Se procederá del mismo modo en los casos en que se trate de la toma de posesión 
provisional autorizada por el artículo 120 del Código Civil. 
  

TITULO VII 
DE LA AUTORIZACION A LA MUJER CASADA 

 
Art. 861 Cuando la mujer casada quiera obtener autorización para hacer valer sus derechos en justicia, y 
habiéndolo intimado a su marido, obtuviere una negativa; 



 

 

 

fundándose en ella, solicitará la autorización por medio de un escrito en forma, dirigido al presidente 
del tribunal de primera instancia de su domicilio, el cual dictará auto, permitiéndole citar al marido a 
un día indicado, ante la cámara de consejo, para que exprese allí las causas de su negativa. 
  
Art. 862 Oído el marido, o no habiendo comparecido, y después de las conclusiones del fiscal, se dará 
sentencia que estatuirá sobre la demanda de la esposa. 
  
Art. 863 En el caso de presunción de ausencia del marido, o cuando haya sido declarada ésta, la mujer 
que quiera hacerse autorizar para reclamar sus derechos en justicia presentará, del mismo modo, 
instancia al presidente del tribunal, que ordenará la comunicación al fiscal, y comisionará a un juez 
para que presente informe el día que se indique. 
  
Art. 864 La mujer del que esté sujeto a interdicción, se hará autorizar en la forma prescrita por el 
artículo anterior, acompañando a la instancia la sentencia de interdicción. 
  

TITULO VIII 
DE LA SEPARACION DE BIENES 

  
Art. 865 No podrá ser introducida demanda alguna en separación de bienes sin una autorización previa 
que el presidente del tribunal deberá dar, en vista de la instancia que le será presentada con tal objeto: 
antes de acordar la autorización, el presidente podrá hacer las observaciones que juzgue convenientes. 
  
Art. 866 El secretario del tribunal inscribirá, sin demora alguna, en un cuadro al efecto en la sala de 
audiencias, un extracto de la demanda en separación la cual contendrá: 1ro. la fecha de la demanda; 
2do. los nombres, profesiones y residencia de los esposos; 3ro. los nombres y residencia del abogado 
constituido, que estará obligado a enviar, para tal efecto, dicho extracto al secretario, dentro de los tres 
días de la demanda. 
  
Art. 867 Igual extracto se insertará en los cuadros colocados con tal objeto, en la sala de audiencia del 
tribunal de comercio, y en las notarías, de los lugares donde hubiere uno y otras. Las dichas inserciones 
serán certificadas por los secretarios a quienes corresponda. 
  
Art. 868 El mismo extracto será inserto, a diligencia de la esposa, en uno de los periódicos que se 
impriman en el lugar donde tiene su asiento el tribunal, y si no lo hubiere allí en uno de aquellos 
establecidos en la provincia o distrito más inmediato, si lo hubiere. Dicha inserción será comprobada 
como está establecido en el título Del Embargo Inmobiliario, artículo 698. 
  
Art. 869 No podrá pronunciarse sentencia alguna, salvo los actos conservatorios, sobre demanda en 
separación, sino un mes después de haberse llenado las formalidades prescritas en los artículos que 
anteceden, que deberán observarse bajo pena de nulidad, la cual podrá oponerse por el marido o por 
sus acreedores. 
  
Art. 870 La confesión del marido no hará prueba, aún en el caso que no hubiere acreedores. 
  
Art. 871 Los acreedores del marido podrán, hasta que recaiga sentencia definitiva, intimar al abogado 
de la mujer, por acto de abogado a abogado, la comunicación, y los documentos que la justifiquen, y 
hasta intervenir para la conservación de sus derechos. (Fué suprimida la expresión "sin preliminar de 



 

 

 

conciliación" que aparecía en este artículo, en virtud del Art. 4 de la Ley No. 5210 del 11 de septiembre 
de 1959). 
  
Art. 872 La sentencia de separación será leída en audiencia pública del tribunal de comercio del lugar, 
si lo hubiere en él; y un extracto de dicha sentencia conteniendo la fecha, la designación del tribunal 
que la haya pronunciado, los nombres, profesiones y residencia de los esposos, se insertará en un 
cuadro destinado para este objeto, y expuesto durante un año, en la sala de audiencia de los tribunales 
de primera instancia y de comercio del domicilio de marido, aún cuando no sea negociante; y no 
habiendo tribunal de comercio, en la sala principal de la casa del ayuntamiento a que corresponda el 
domicilio del marido. Un extracto igual se insertará en el cuadro expuesto en las notarías, si las hubiere. 
La mujer no podrá comenzar la ejecución de la sentencia antes que las formalidades indicadas se hayan 
cumplido, sin que, no obstante, sea necesario esperar la expiración del dicho término de un año. Las 
disposiciones de este artículo no contrarían en nada las del artículo 1445 del Código Civil. 
  
Art. 873 Si las formalidades prescritas en el presente título han sido observadas, los acreedores del 
marido no podrán, después de la expiración del término indicado en el artículo anterior, ser admitidos 
a deducir tercería contra la sentencia de separación de bienes. 
Art. 874 La renuncia de la mujer a la comunidad, se efectuará en la secretaría del tribunal donde se 
halle en instancia la demanda en separación de bienes. 
  

TITULO IX 
DE LA SEPARACION PERSONAL 

 
Art. 875 El cónyuge que crea tener motivos suficientes para ejercer su acción en separación personal 
estará obligado a presentar al presidente del tribunal de su domicilio, una instancia que exprese 
sumariamente los hechos, a la cual acompañará, si los hubiere, los documentos que tenga en apoyo. 
  
Art. 876 La instancia será contestada por un auto que diga que las partes comparecerán ante el 
presidente el día que fuere indicado en el mismo auto. 
  
Art. 877 Las partes comparecerán en persona, sin asistencia de abogado a abogado ni de consultores. 
  
Art. 878 El presidente hará a los cónyuges las reflexiones que crea propias para reconciliarlos; si no lo 
lograre dictará a continuación del primer auto un segundo que diga que, atendiendo a que no ha 
podido conciliar las partes, las remite a proseguir su acción, sin preliminar de conciliación; autorizará 
por el mismo auto a la mujer a proceder en la demanda, y a retirarse provisionalmente de la casa en que 
las partes hayan convenido, o que el mismo presidente indique de oficio; ordenará también que los 
efectos necesarios para el uso diario de la mujer le sean remitidos. Las demandas en suministro se 
llevarán a la audiencia del tribunal. 
(Véanse las leyes Nos. 5119 del 4 de mayo de 1959 que modificó el Título I, libro II del Código de 
Procedimiento Civil y suprimió el preliminar de conciliación y 5210 del 11 de septiembre de 1959 que 
suprimió en algunos artículos del Código las expresiones relativas al preliminar de conciliación). 
  
Art. 879 La causa será instruida en la misma forma que las demás demandas civiles, y juzgada después 
de oídas las conclusiones del fiscal. 
  
 



 

 

 

Art. 880 Un extracto de la sentencia que pronuncie la separación se insertará en los cuadros expuestos, 
tanto en las salas de audiencia de los tribunales, como en las oficinas de los notarios, según se ha dicho 
en el artículo 872. 
  
Art. 881 La administración provisional de los hijos quedará a cargo del marido demandante o 
demandado en separación personal, a menos que, en virtud de la demanda justificada de la madre, de 
la familia, o a requerimiento del fiscal, disponga otra cosa el tribunal para el mejor provecho de los 
hijos. 

 
TITULO X 

DE LAS DELIBERACIONES DEL CONSEJO DE FAMILIA 

 
Art. 882 Cuando el nombramiento de un tutor no fuese hecho en su presencia, le será notificado a 
diligencia del miembro del consejo designado por el mismo; dicha notificación se hará en los tres días 
de la deliberación, y un día más por cada tres leguas de distancia entre el lugar donde se reunió el 
consejo y el domicilio del tutor. 
  
Art. 883 Todas las veces que en las deliberaciones del consejo de familia no hubiere unanimidad, se 
hará mención en el acta del parecer de cada uno de los miembros que lo compongan. El tutor, el 
protutor o curador, y hasta los miembros del consejo, tendrán recurso abierto contra la deliberación, 
entablando la demanda contra los miembros que hayan opinado en favor de ella, sin que sea necesario 
citar en conciliación. 
(Véase las Leyes 5119 del 4 de mayo de 1959 que modificó el Título I, Libro II del Código de 
Procedimiento Civil y suprimió el preliminar de conciliación y 5210 del 11 de septiembre de 1959 que 
eliminó en algunos artículos del Código las expresiones relativas al preliminar de conciliación). 
  
Art. 884 La causa será juzgada sumariamente. 
  
Art. 885 En todos los casos en que se trate de una deliberación sujeta a homologación, se presentará al 
presidente copia en forma de deliberación, el cual, por auto al pie de ella, ordenará la comunicación 
fiscal. 
  
Art. 886 El fiscal dará sus conclusiones al pie de dicho auto, y la minuta de la sentencia de 
homologación se pondrá seguidamente a dichas conclusiones en el mismo expediente. 
  
Art. 887 Cuando el tutor o la persona encargada de solicitar la homologación, no lo efectuare en el 
término fijado por la deliberación, o dentro de quince días, si el término no se hubiere fijado, cualquiera 
de los miembros del consejo podrá solicitar la homologación, quedando a cargo del tutor las costas que 
se ocasionaren, sin que pueda haber lugar a repetición. 
  
Art. 888 Los miembros del consejo que creyeren deber suyo oponerse a la homologación lo declararán 
por auto extrajudicial, a aquel que estuviere encargado de solicitarla, y si no fueren llamados, podrán 
hacer oposición a la sentencia. 
  
Art. 889 Las sentencias dadas sobre deliberaciones de un consejo de familia, estarán sujetas a apelación. 
  
  
  



 

 

 

  
 

TITULO XI 
DE LA INTERDICCION 

 
Art. 890 En todo procedimiento de interdicción, los hechos de imbecilidad, demencia o furor se 
enunciarán en la instancia presentada al presidente del tribunal, acompañando los documentos 
justificativos, indicando los testigos. 
  
Art. 891 El presidente del tribunal ordenará la comunicación de la instancia al fiscal, y comisionará a un 
juez para presentar informe el día que se indique. 
  
Art. 892 En vista del informe del juez y de las conclusiones del fiscal, el tribunal ordenará que un 
consejo de familia, formado según el modo determinado por el Código Civil, sección IV del capítulo II, 
título De la Menor edad, de la tutela y de la emancipación, emita parecer sobre el estado de la persona 
cuya interdicción se pide. 
  
Art. 893 La instancia y la deliberación del consejo de familia serán notificados al demandado, antes que 
se proceda a su interrogatorio. Si el interrogatorio y los documentos presentados fueren insuficientes, y 
cuando los hechos puedan ser justificados por testigos, el tribunal ordenará, si hubiere lugar a ello, se 
proceda a una información testimonial, que se efectuará en la forma ordinaria. El mismo tribunal podrá 
ordenar, cuando las circunstancias lo exijan, que la información se haga sin la presencia del 
demandado; pero en este caso su consultor podrá representarlo. 
  
Art. 894 La apelación interpuesta por aquél cuya interdicción haya sido pronunciada será dirigida 
contra el que la promovió; y la que se interponga por el que la promovió, o por uno de los miembros 
del consejo de familia, será contra aquél cuya interdicción ha sido promovida. En el caso que se hubiere 
nombrado consultor, la apelación de aquél a quien se le hubiere impuesto será dirigida contra el que 
provocó la interdicción. 
  
Art. 895 Cuando no se haya apelado de la sentencia de interdicción, o si se confirmare en la apelación, 
se procederá al nombramiento de un tutor y de un protutor a la persona cuya interdicción se haya 
pronunciado, siguiendo para el caso las reglas establecidas en el título X del las Deliberaciones del 
consejo de familia. El administrador provisional nombrado en cumplimiento del artículo 497 del 
Código Civil cesará en sus funciones, y dará cuenta al tutor si no fuere la misma persona. 
  
Art. 896 La demanda para levantar la interdicción, será instruída y juzgada en la misma forma que la 
interdicción. 
  
Art. 897 La sentencia que pronuncie prohibición de litigar, transigir, prestar, recibir un capital 
mobiliario, dar descargo de él, enajenar o hipotecar sin la asistencia de un consultor, tendrá publicidad 
en la forma prescrita por el artículo 501 del Código Civil. 
  

TITULO XII 
DEL BENEFICIO DE CESION 

 
Art. 898 Los deudores que se encontraren en el caso de reclamar la cesión judicial, acordada por el 
artículo 1268 del Código Civil, estarán obligados, para el efecto, 



 

 

 

a depositar en la secretaría del tribunal donde la demanda será presentada, su balance, sus libros, si los 
tiene, y sus títulos activos. 
  
Art. 899 El deudor ocurrirá ante el tribunal de su domicilio. 
  
Art. 900 La demanda será comunicada al fiscal; pero no tendrá efecto suspensivo para procedimiento 
alguno, salvo que los jueces ordenaren, citadas las partes, que se sobresea provisionalmente. 
  
Art. 901 El deudor admitido a gozar del beneficio de la cesión estará obligado a reiterarla 
personalmente, y no por procuración, en la audiencia del tribunal de comercio de su domicilio a donde 
hubieren sido citados sus acreedores. 
  
Art. 902 Si no hubiere tribunal de comercio, la reiteración dicha se hará en la casa consistorial un día de 
sesión; la declaración del deudor se hará constar, en este último caso, por acta de alguacil, que será 
firmada por el presidente del ayuntamiento. 
  
Art. 903 Los nombres, profesión y residencia del deudor se insertarán en un cuadro público 
destinado a este objeto, colocado en la sala de audiencia del tribunal de comercio de su domicilio, del 
tribunal de primera instancia que ejerza sus funciones, y en el lugar de las sesiones del ayuntamiento. 
  
Art. 904 La sentencia que admite el beneficio de la cesión servirá de poder a los acreedores para el 
efecto de hacer vender los bienes muebles e inmuebles del deudor; en estas ventas se procederá en las 
formas prescritas para los herederos a beneficio de inventario. 
  
Art. 905 No podrán ser admitidos al beneficio de la cesión: los estelionatarios, los quebrados 
fraudulentamente, las personas condenadas por robo o estafa, ni los cuentadantes, ni los tutores, 
administradores y depositarios. 
  
Art. 906 Por lo demás, las disposiciones del presente título en nada prejuzgan respecto del comercio, 
que se regirá siempre por su código peculiar. 
  

LIBRO II 
PROCEDIMIENTOS RELATIVOS A LA APERTURA 

DE UNA SUCESION 
TITULO I 

DE LA FIJACION DE SELLOS POR CAUSA DE 
FALLECIMIENTO 

 
Art. 907 Cuando fuere procedente la fijación de sellos, por causa de fallecimiento, lo practicarán los 
jueces de paz; y a falta de éstos, sus suplentes en ejercicio. 
  
Art. 908 Unos y otros usarán del sello del juzgado de paz. 
  
Art. 909 Podrán requerir la fijación de sellos: 1o. todos aquellos que se crean con derecho en la sucesión 
o en la comunidad; 2o. todos los acreedores por título ejecutivo, o autorizados por el presidente del 
tribunal de primera instancia, o por el juez de paz de la Común en que deban fijarse los sellos; 3o. y en 
caso de ausencia del cónyuge, de los herederos o de uno de ellos, los individuos que habitaban con la 
persona fallecida, y hasta sus comensales y asalariados. 



 

 

 

Art. 910 Los que se crean con derechos y los acreedores menores emancipados, podrán requerir la 
fijación de sellos sin asistencia de su curador. Si fuesen menores no emancipados, si careciesen de tutor, 
o en caso de ausencia en este último, podrán requerirla uno de sus parientes. 
  
Art. 911 Se procederá a la fijación de sellos, ya a diligencia del fiscal, ya en virtud de declaración del 
alcalde pedáneo y aún lo hará el juez de paz de oficio: 1o. si el menor carece de tutor, y ningún pariente 
hubiere requerido la formalidad del sello; 2o. si estuvieren ausentes el cónyuge, los herederos, o uno de 
ellos; 3o. si el difunto era depositario público, en cuyo caso sólo se pondrán los sellos a causa de ese 
depositario, y sobre los objetos que lo constituyan. 
  
Art. 912 La facultad de fijar los sellos corresponde exclusivamente al juez de paz del lugar, o a sus 
suplentes en ejercicio. 
  
Art. 913 Si los sellos no hubieren sido fijados antes de la inhumación del cadáver, el juez de paz 
consignará en su acta el momento en que se le hubiere requerido colocarlos, y las causales que hubieren 
retardado el requerimiento o la fijación de ellos. 
  
Art. 914 El acta de fijación de sellos contendrá: 1o. la fecha del año, mes, día y hora de la operación; 2o. 
los motivos que causan la fijación; 3o. los nombres, profesión y morada del requeriente, si lo hubiere, y 
la elección de domicilio que hubiere hecho en la común en que se fijen los sellos, en el caso de no ser 
vecino de ella; 4o. si no hubiere parte requeriente, el acta expresará que la fijación de sellos se practicó 
de oficio o por requerimiento o declaración de uno de los funcionarios mencionados en el artículo 911; 
5o. el auto que ordenó esa formalidad, en el caso de que haya recaído; 6o. la comparecencia y 
exposición de las partes; 7o. la designación de los lugares, escritorios, baúles y armarios en que se 
hayan colocado los sellos; 8o. una breve descripción de los efectos que no se hubieren puesto bajo 
sellos; 9o. el juramento, al concluir la fijación de los sellos, que deben prestar los moradores, sobre que 
nada han traspuesto, ni visto o sabido que persona alguna lo haya distraído directa ni indirectamente; 
10o. el establecimiento del guardián presentado, si tuviese las cualidades requeridas; y en caso 
contrario, el nombramiento de sujeto idóneo, hecho de oficio por el juez de paz. 
  
Art. 915 Las llaves de las cerraduras que se hallen bajo sellos quedarán, hasta que se quiten éstos, en 
poder del secretario del juzgado de paz, que consignará en el acta la entrega que se le haga a ellas, no 
pudiendo el juez de paz ni el secretario volver a la casa hasta el momento de quitar los sellos bajo pena 
de inhabilitación: a menos que se le requiera para ello o que preceda un auto motivado. 
  
Art. 916 Si al acto de la fijación de los sellos, se encontrare un testamento u otros papeles cerrados o 
sellados, el juez de paz hará constar su forma exterior, el sello y el sobrescrito, si lo tuviere, rubricará la 
cubierta junto con las partes presentes, si supieren o pudieren hacerlo, con fijación del día y hora en que 
ante el mismo haya de abrirse el paquete o legajo, expresándolo todo en el acta que firmarán las partes 
o se hará mención de su negativa. 
  
Art. 917 El juez de paz, a instancia de cualquiera parte interesada y antes de proceder a la fijación de 
sellos, investigará el paradero del testamento, cuya existencia se le hubiere noticiado; y en caso de 
hallarlo, procederá como ya se ha indicado. 
  
Art. 918 El día y hora prefijados, sin necesidad de citación, los paquetes o legajos cerrados encontrados 
por el juez de paz serán abiertos por este magistrado en presencia de las partes, si concurrieren, para 



 

 

 

comprobar su estado y ordenar su depósito siempre que su contenido concierna a la sucesión. 
  
Art. 919 Si los paquetes o pliegos cerrados indicaren por su rótulo u otra prueba escrita pertenecer a 
tercera persona, el juez de paz ordenará que sea llamada dentro del plazo que fijare, para que se halle 
presente a la apertura, la que efectuará el día prefijado con o sin su presencia; y si los documentos no 
fueren atinentes a la sucesión, se los devolverá sin hacer saber su contenido, o lo sellará de nuevo para 
que le sea entregado al dueño a su primer requerimiento. 
  
Art. 920 Si se encontrare un testamento abierto, el juez de paz hará constar su estado, observando lo 
preceptuado por el artículo 916. 
  
Art. 921 Si las puertas estuviesen cerradas, o hubiese obstáculos para la fijación de los sellos, si antes de 
llenar esa formalidad o durante ella surgieren dificultades, el juez de paz dictará entonces, con carácter 
provisional, lo que fuere procedente, y dará cuenta inmediatamente con su disposición al presidente 
del tribunal de primera instancia de su distrito, para que resuelva conforme a derecho. 
  
Art. 922 En todos aquellos casos en que tenga el juez de paz que ocurrir a la autoridad del presidente 
del tribunal, sea en materia de sellos o de cualquiera otra, cuanto se hiciere y ordenare, quedará 
consignado en el acta autorizada por el juez de paz. 
  
Art. 923 Una vez confeccionado el inventario, no podrán fijarse los sellos a menos que se impugne el 
inventario como diminuto. Cuando se requiera la fijación de sellos durante la confección del inventario, 
no se fijarán sellos sino sobre los objetos que aún no hayan sido inventariados. 
  
Art. 924 Cuando no aparezcan bienes muebles, el juez de paz levantará un acta de carencia. Si sólo 
hubiere el mobiliario destinado para uso de los moradores de la casa, o el exceptuado por la ley de 
dicha formalidad, el juez de paz levantará acta, designando brevemente dichos muebles. 
  
Art. 925 Habrá en la secretaría de cada tribunal de primera instancia un registro en que habrán de 
inscribirse por su orden las operaciones de fijación de sellos, conforme a la declaración que de ellas 
tienen el deber de hacer dentro de las veinticuatro horas los jueces de paz del distrito judicial 
expresándose en él los nombres y vecindad de las personas cuyos objetos se hubieren sellado; los 
nombres y vecindad del juez de paz que practicó la operación y el día y hora en que se efectuó. 
  

TITULO II 
DE LAS OPOSICIONES AL ROMPIMIENTO DE 

SELLOS 
 
Art. 926 Las oposiciones al rompimiento de sellos pueden hacerse por declaración en el acta de la 
operación, o por medio de un acto notificado a la secretaría del juzgado de paz. 
  
Art. 927 Toda oposición de esta clase contendrá, bajo pena de nulidad, y además de las ritualidades 
usuales en todo acto; 1o. elección de domicilio en la común o distrito del juzgado de paz en que se 
hayan puesto los sellos, siempre que el oponente no resida en él; 2o. la expresión circunstanciada de la 
causal de la oposición. 
  
 
 



 

 

 

TITULO III 
       DEL ROMPIMIENTO DE SELLOS 

 
Art. 928 No se podrá quitar los sellos ni confeccionarse el inventario sino tres días después de la 
inhumación del cadáver, si fueron puestos aquellos anteriormente; y tres días después de la fijación, si 
se practicó después de la inhumación, bajo pena de nulidad de las actas del rompimiento de sellos y 
confección de inventario, y de los daños y perjuicios a cargo de aquellos que hubieren promovido y 
practicado dichos actos; a no ser que por causas urgentes, que deberán expresarse en el auto, el juez de 
paz lo disponga de otro modo. En este caso, si las partes interesadas con derecho de asistir al 
rompimiento de los sellos no comparecieren, el juez de paz llamará de oficio en su representación un 
notario, y no habiéndolo al síndico del ayuntamiento, tanto para quitar los sellos, como para la 
confección del inventario. 
  
Art. 929 Si los herederos o algunos de ellos fuere menor no emancipado, no se procederá a romper los 
sellos, sin que antes se le haya nombrado tutor, o declarado su emancipación. 
  
Art. 930 Todos los que tengan derecho a requerir la fijación de sellos pueden solicitar su rompimiento, 
excepto los que sólo los hicieren fijar cumplimentando lo preceptuado por el artículo 909. 
  
Art. 931 Las formalidades exigidas para obtener el rompimiento de los sellos, son: 1o. un requerimiento 
especial, consignado en el acta del juez de paz; 2o. un auto del juez de paz expresivo del día y hora en 
que se procederá al rompimiento; 3o. intimación al cónyuge superviviente, herederos presuntivos, 
albacea o ejecutor testamentario, legatarios universales y a título universal, si fueren conocidos, y a los 
oponentes, para que asistan al acto de romper los sellos. No será preciso llamar a los interesados 
residentes a distancia de más de tres leguas; pero el juez de paz nombrará de oficio a un notario, y si no 
lo hubiese, al síndico del ayuntamiento, para que les represente en el acto de levantar los sellos y 
formular el inventario. Los oponentes serán citados en el domicilio que hubieren elegido. 
  
Art. 932 El cónyuge, el ejecutor testamentario, los herederos, los legatarios universales y los que fueren 
a título universal, podrán asistir personalmente o por representación a todas las diligencias que 
procedan para el rompimiento de sellos y la confección de inventario. Los oponentes no tendrán 
derecho a asistir personalmente o por representación sino a la primera actuación; pero estarán 
obligados a hacerse representar en las demás por un sólo personero en que convengan de común 
acuerdo, o que en caso contrario, les nombrará el juez de paz de oficio. Si entre estos mandatarios 
hubiere abogados, acreditarán sus poderes presentando el título de su mandante; y el abogado más 
antiguo, de los que representen acreedores fundados en título auténtico, asistirá el abogado más 
antiguo de los oponentes fundado en título aun bajo firma privada. La antiguedad se arreglará 
definitivamente desde la primera actuación. 
  
Art. 933 Si uno de los oponentes tuviere intereses distintos o contrarios a los otros, podrá asistir 
personalmente o por medio de un mandatario, a sus expensas. 
  
Art. 934 Los oponentes por la conservación de los derechos de su deudor, no podrán asistir a la primera 
actuación, ni concurrir a la elección del mandatario común, para las demás asistencias. 
  
  
Art. 935 El cónyuge común en bienes, los herederos, el ejecutor testamentario y legatarios universales o 
a título universal podrán ponerse de acuerdo sobre la elección 



 

 

 

de uno o dos notarios, y de uno o dos peritos tasadores; y si no lo hicieren, conforme a la naturaleza de 
los objetos, se procederá al avalúo por uno o dos notarios o peritos tasadores nombrados de oficio por 
el juez de paz, ante quien prestarán juramento los peritos nombrados. 
  
Art. 936 El acta de rompimiento de los sellos ha de contener: 1o. la fecha; 2o. los nombres, profesión, 
vecindad y elección de domicilio de la parte requeriente; 3o. indicación del auto que manda romper los 
sellos; 4o. indicación de la intimación preceptuada por el artículo 931; 5o. la comparecencia y reparos de 
las partes; 6o. el nombramiento de los notarios, peritos y tasadores que deben hacer el avalúo; 7o. el 
reconocimiento de los sellos, comprobando su íntegro estado; en caso contrario, se harán constar sus 
alternaciones, salvo lo que sobre esta materia fuere procedente proveer en sus casos; 8o. los 
requerimientos sobre pesquisas o indagaciones, sus resultas, y todas las otras demandas sobre que 
fuere procedente resolver. 
  
Art. 937 Los sellos deberán romperse sucesivamente y a medida que vaya formalizándose el inventario, 
y han de fijarse de nuevo al fín de cada actuación. 
  
Art. 938 Podrán reunirse los objetos de una misma especie a fin de inventariarlos sucesivamente por su 
orden, volviéndolos a colocar bajo sellos. 
  
Art. 939 Si se hallaren objetos y papeles extraños a la sucesión, reclamados por algún tercero, serán 
entregados a quien corresponda; y en caso de no poder entregarse instantáneamente, si no que sea 
preciso describirlos, esta descripción se consignará en el acta de sellos, y no en el inventario. 
  
Art. 940 En el caso de que cese la causa que motivase la fijación de sellos antes de su rompimiento, o 
durante el curso de esa formalidad, se romperán sin hacerse descripción. 
  

 
TITULO IV 

DE LA FORMACION DE INVENTARIO 

 
Art. 941 Pueden requerir la formación del inventario, los que tengan derecho para requerir el 
rompimiento de los sellos. 
  
Art. 942 El inventario deberá hacerse en presencia; 1o. del cónyuge superviviente; 2o. de los herederos 
presuntos; 3o. del ejecutor testamentario, en caso de que sea conocido el testamento; 4o. de los 
donatarios y legatarios universales o a título universal, ya sean en propiedad, ya en usufructo, previa 
citación en forma, siempre que residan a distancia de tres leguas. Cuando residan a distancias mayores, 
el juez de paz nombrará un notario, y en caso de no hacerlo, al síndico procurador, para que represente 
a todos los que no hubieren concurrido. 
  
Art. 943 Además de las formalidades comunes a todo acto notarial, deberá contener el inventario: 1o. 
los nombres, profesión y morada de los requerientes, de los comparecientes y de los ausentes, si fueren 
conocidos; del notario o síndico procurador llamado a representarles; de los peritos tasadores; y 
mención del auto que nombra al notario o síndico procurador en representación de los ausentes y no 
comparecientes; 2o. la indicación de los lugares en que se practique el inventario; 3o. la descripción y 
estimación de los efectos, que debe efectuarse en su justo valor y sin ningún aumento; 4o. la indicación 
de la calidad, peso y marca de la vajilla; 5o. la designación de las especies en numerario; 6o. los papeles 
se clasificarán anotándolos al principio y al final; irán rubricados 



 

 

 

por el notario; si hubiere libros y registros de comercio se comprobará su estado; las fojas se rubricarán 
y se foliarán también, en caso de que no lo estuvieren; y si aparecieren espacios en blanco en dichas 
páginas se barretearán; 7o. la declaración de los títulos activos y pasivos; 8o. mención del juramento 
que deben prestar los que estaban en posesión de los objetos antes del inventario, o que habitaban la 
casa en que aquéllos se encontraban, expresivo de que ni distrajeron ni han visto o sabido que se 
hubiese distraído cosa alguna; 9o. la entrega de los efectos y papeles que se hiciere, si ha lugar, en 
manos de la persona que se conviniere, o que a falta de avenimiento se nombrare por el juez de paz. 
  
Art. 944 Si al momento de hacer el inventario surgieren dificultades, o si se formaren requerimientos 
para la administración de la comunidad o de la sucesión o para otros objetos, y las otras partes no 
accedieren, el notario dejará que las partes se presenten en referimiento ante el presidente del tribunal 
de primera instancia del distrito. 
  

TITULO V 
DE LA VENTA DE MOBILIARIO 

 
Art. 945 Cuando haya de efectuarse alguna venta de mobiliario dependiente de una sucesión, en 
cumplimiento del artículo 826 del Código Civil, dicha venta se hará en la forma determinada en el 
artículo Del embargo ejecutivo. 
  
Art. 946 Se procederá a la venta a requerimiento de una de las partes interesadas, en virtud del auto del 
juez de paz constitucional, por un vendutero, y a falta de éste por un alguacil. 
  
Art. 947 Se llamarán las partes que tengan derecho para asistir al inventario, y que tengan su domicilio 
real o electo a la distancia de tres leguas. El acto se notificará en el domicilio electo. 
  
Art. 948 Si surgieren dificultades, se decidirán provisionalmente por el juez de paz. 
  
Art. 949 La venta se realizará en el lugar en que se encuentren los efectos, a menos que se disponga 
hacerla en otro lugar más ventajoso. 
  
Art. 950 La venta se efectuará, tanto en presencia como en ausencia de las partes, y sin que sea preciso 
nombrar representante por los no comparecientes; y se hará constar en el acta la presencia o ausencia 
del requeriente. 
  
Art. 951 Para todos aquellos casos en que fuere necesaria la concurrencia del juez de paz y el notario, en 
la formación de inventario y venta del mobiliario, si faltare el segundo, hará sus veces el primero, y el 
suplente ejercerá las funciones de juez de paz. 
  
Art. 952 Si las partes fueren mayores de edad, y estuvieren presentes y acordes, sin concurrencia de 
tercero interesado quedarán exentas del cumplimiento de las formalidades prescritas en los títulos 
anteriores. 
  

TITULO VI 
DE LA VENTA DE BIENES INMUEBLES 

PERTENECIENTES A MENORES 

 



 

 

 

Art. 953 La venta de los inmuebles pertenecientes a menores no podrá ser ordenada sino previa 
deliberación del consejo de familia, enunciando la naturaleza de los bienes y su valor aproximado. 
  
Esta deliberación no será necesaria, si los bienes pertenecen al mismo tiempo a mayores que 
promuevan la venta, en cuyo caso se procederá conforme al título De las particiones y licitaciones. 
  
Art. 954 Cuando el tribunal homologue la deliberación del consejo de familia declarará, por las misma 
sentencia, que la venta tendrá lugar sea ante uno de los jueces del tribunal en audiencia de pregones, 
sea ante un notario comisionado al efecto. Si los inmuebles estuvieren situados en varias provincias o 
distritos, el tribunal podrá comisionar un notario en cada uno de ellos, y también por comisión 
rogatoria a cada uno de los tribunales donde radiquen los bienes. 
  
Art. 955 La sentencia que ordenare la venta determinará el precio estimado de cada uno de los 
inmuebles que van a venderse, y las condiciones de la venta. El precio estimativo será regulado por la 
deliberación del consejo de familia, tomando por base los títulos de propiedad o los contratos de 
arrendamiento, auténticos, o bajo firma privada, que tengan fecha cierta. Sin embargo, el tribunal podrá 
según las circunstancias, hacer que se proceda a la estimación total o parcial de los inmuebles. Esta 
estimación tendrá lugar, según la importancia y la naturaleza de los bienes, por uno o tres peritos que el 
tribunal comisionará al efecto. 
  
Art. 956 Si la estimación ha sido ordenada, el o los peritos después de haber prestado juramento, sea 
ante el presidente del tribunal, sea ante un juez de paz encargado por aquél redactarán su informe, que 
indicará sumariamente las bases de la estimación, sin entrar en detalles descriptivos de los bienes que 
se van a vender. La minuta del informe será depositada en la secretaría del tribunal, y no se dará de ella 
copia alguna. 
  
Art. 957 La subasta será abierta mediante pliego de condiciones, depositado por el abogado en la 
secretaría del tribunal, o formado por el notario comisionado y depositado en su estudio, si la venta 
debe tener lugar ante Notario. El pliego de condiciones contendrá: 1o. la enunciación de la sentencia 
que autoriza la venta; 2o. la de los títulos que establecen propiedad; 3o. la indicación de la naturaleza, 
así como de la situación de los bienes que van a venderse, la de la indicación de cada heredad con su 
contenencia aproximativa, y la de sus linderos y confines; 4o. la enunciación del precio sobre el que las 
pujas han de hacerse; y las condiciones de la venta. 
  
Art. 958 Después del depósito del pliego de condiciones, se redactarán e imprimirán varios edictos que 
contendrán; 1o. la enunciación de la sentencia que haya autorizado la venta; 2o. los nombres, 
profesiones y domicilios del menor, de su tutor y del protutor; 3o. la designación de los bienes, tal cual 
haya sido inserta en el pliego de condiciones; 4o. el precio sobre el cual serán abiertas las pujas de cada 
uno de los bienes que vayan a venderse; 5o. el día, el lugar y la hora de la adjudicación, así como la 
indicación, sea del notario y de su residencia, sea del tribunal ante el cual la adjudicación tendrá lugar; 
y en uno u otro caso, del abogado del vendedor. 
  
Art. 959 (Mod. por la Ley No. 3080 del 18 de septiembre de 1951). Los edictos se fijarán ocho días por lo 
menos y quince a lo más antes de la adjudicación en los lugares designados en el artículo 699, y además 
en la puerta del notario que proceda a la venta; todo lo cual será comprobado conforme se ha dicho en 
el mismo artículo citado. 
  



 

 

 

Art. 960 Una copia de los edictos será insertada en el mismo término en el periódico indicado por el 
artículo 696, lo que será comprobado como lo establece el artículo 698. 
  
Art. 961 Según fuere la naturaleza e importancia de los bienes, podrá darse a la venta mayor 
publicidad, conforme a los artículos 697 y 700. 
  
Art. 962 (Mod. por la Ley No. 3080 del 18 de septiembre de 1951). El protutor del menor será llamado a 
la venta, conforme lo prescribe el artículo 459 del Código Civil; para el efecto, le serán notificados el día, 
la hora y el lugar de la adjudicación cinco días antes, con la advertencia de que  se procederá a ella 
tanto en su ausencia como en su presencia. 
  
Art. 963 (Mod. por la Ley No. 3080 del 18 de septiembre de 1951). Si en el día indicado para la 
adjudicación, las pujas no se elevaren sobre el precio fijado, el tribunal podrá ordenar, mediante simple 
instancia, y en cámara de consejo, que los bienes serán adjudicados por menos de la tasación, y la 
adjudicación será transferida a un término que se indicará por la sentencia, y que no podrá ser menos 
de ocho días. Esta adjudicación se volverá a enunciar por edictos e inserciones de ellos en los 
periódicos, como se ha prescrito, cinco días por lo menos antes de la adjudicación. 
  
Art. 964 Se declararán comunes al presente título los artículos 701, 705, 706, 707, 711, 712, 
713, 733, 734, 735, 736, 737, 738, 739, 740 y 741. Sin embargo, si las pujas se hicieren ante un notario, 
podrán hacerse por cualquier persona sin ministerio de abogado. En los casos de venta ante notario si 
hubiere lugar por ella a falsa subasta, el procedimiento tendrá lugar ante el tribunal. 
  
El certificado, haciendo constar que el adjudicatario no ha llenado las condiciones exigidas, será librado 
por el notario. El acta de adjudicación se depositará en la secretaría del tribunal para que sirva de base a 
la subasta. 
  
Art. 965 Dentro de los ocho días después de la adjudicación, cualquiera persona podrá hacer una puja 
ulterior de la sexta parte más del precio de ella, ciñéndose a las formalidades y términos reglamentados 
por los artículos 708, 709 y 710 del presente Código. Cuando tenga lugar una segunda adjudicación, 
después de la puja ulterior antedicha, no podrá recibirse otra más sobre los mismos bienes. 
  

TITULO VII 
DE LAS PARTICIONES Y LICITACIONES 

 
Art. 966 En los casos indicados por los artículos 823 y 838 del Código Civil, cuando la partición deba ser 
hecha judicialmente se procederá a ella a requerimiento de la parte más diligente. 
  
Art. 967 Entre dos demandantes, el proseguimiento pertenecerá a aquél que hubiere hecho visar 
primero el original de su acto de requerimiento por el secretario del tribunal, con expresión del día y 
hora en que fuere visado. 
  
Art. 968 El tutor especial y particular que deba darse a cada menor de los que tengan intereses opuestos 
será nombrado conforme a las reglas establecidas en el título De las Deliberaciones del Consejo de 
Familia. 
  
Art. 969 Por la sentencia que recaiga sobre una demanda en partición se comisionará, si hubiere lugar, 
un juez con arreglo al artículo 823 del Código Civil y al mismo 



 

 

 

tiempo un notario. Si durante el curso de la partición el juez o el notario tuvieren algún impedimento, 
el presidente del tribunal, previa instancia proveerá a su reemplazo, por medio de un auto que no será 
susceptible ni de oposición ni de apelación. 
  
Art. 970 Cuando el tribunal decida sobre una demanda en partición la sentencia que recaiga ordenará la 
partición, si hubiere lugar a ella, o la venta por licitación por ante un juez del mismo tribunal, o ante un 
notario de conformidad al artículo 954. Ya sea que se ordene la partición, ya la licitación, el tribunal 
podrá declarar que se proceda inmediatamente a la una o a la otra, sin necesidad de tasación pericial 
anterior, aún cuando hubiere menores en causa. Siempre que se trate de licitación, el tribunal fijará el 
precio sobre el que haya de efectuarse la subasta, conforme el artículo 955. 
  
Art. 971 Cuando el tribunal ordenare la tasación, podrá comisionar el efecto a uno o a tres peritos que 
prestarán juramento, como se ha dicho en el artículo 956. Los nombramientos y los informes de los 
peritos se harán llenándose las formalidades prescritas en el título de los Informes de peritos. Los 
informes de los peritos indicarán sumariamente las bases de la estimación, sin entrar en detalles 
descriptivos de los bienes que se vayan a partir o a licitar. El que promueva la partición o la licitación, 
pedirá la ratificación del informe, por simples conclusiones notificadas de abogado a abogado. 
  
Art. 972 Deberán observarse para la venta, las formalidades prescritas en el título de la Venta de bienes 
inmuebles pertenecientes a menores, agregándose al pliego de condiciones: los nombres, residencias y 
profesión del promovente; los nombres, y residencia de su abogado; y los nombres, residencias y 
profesiones de los solicitadores y de sus respectivos abogados. 
  
Art. 973 Entre los ocho días del depósito del pliego de condiciones, en la secretaría del tribunal o en la 
oficina del notario, se intimará, por un simple acto, a los solicitadores en el estudio de sus respectivos 
abogados para que tomen comunicación del dicho pliego. Si sobrevinieren algunas dificultades sobre 
él, serán resueltas en la audiencia, sin más escrito que un simple acto de abogado. No podrá 
pretenderse la invalidación de la sentencia que recayere sino por la vía de apelación en los plazos y con 
las formalidades prescritas por los artículos 731 y 732 del presente Código. No se podrá impugnar ni 
por la oposición ni por la apelación, cualquiera otra sentencia sobre dificultades que se relacionen con 
formalidades que deban llenarse, posteriores a la intimación de tomar comunicación del pliego de 
condiciones. Si en el día indicado para la adjudicación las pujas no alcanzaren a cubrir el precio fijado 
para la subasta, se procederá como se ha dicho en el artículo 963. Dentro de los ocho días de la 
adjudicación, toda persona podrá hacer puja ulterior por una sexta parte más del precio principal, 
conformándose a las condiciones y a las formalidades prescritas por los artículos 708, 709 y 710. Esta 
puja ulterior producirá los mismos efectos que en la venta de los bienes menores. 
  
Art. 974 Cuando la situación de los inmuebles haya exigido varias tasaciones periciales distintas, y cada 
inmueble haya sido declarado indivisible no habrá sin embargo lugar a la licitación de ellos, si resulta 
de la reunión de todos los informes, que la totalidad de los inmuebles pueda partirse cómodamente. 
  
Art. 975 Cuando la demanda en partición no tenga por objeto sino la división de uno o varios 
inmuebles, sobre los cuales los derechos de los interesados estuvieren ya liquidados, los peritos 
llamados a hacer la estimación, arreglarán los lotes del modo prescrito por el artículo 466 del Código 
Civil y después que su informe haya sido ratificado, los lotes se sortearán, sea por ante el juez 
comisionado, sea por ante el notario comisionado con anterioridad por el tribunal en los términos del 
artículo969. 
  



 

 

 

Art. 976 En todos los otros casos, y especialmente cuando el tribunal hubiere ordenado la partición, sin 
necesidad de informe pericial, el promovente hará intimar a los copartícipes para que comparezcan el 
día indicado por ante el notario que estuviere comisionado, con el objeto de  proceder al arreglo de 
cuentas, colación, formación de la masa, deducciones de valores, arreglo de lotes y suministros; todo 
como está mandado en el Código Civil, artículo 828. Se procederá del mismo modo, después que haya 
tenido lugar la licitación, si el precio de la adjudicación debe confundirse con otros objetos en una masa 
común de partición, para formar el balance entre los diversos lotes. 
  
Art. 977 El notario comisionado procederá por sí sólo, sin necesidad de la asistencia de un segundo 
notario, o de testigos: si las partes se hicieren asistir cerca de él de un consultor, los honorarios de éste 
quedarán a cargo de la que lo llevare, sin entraren los gastos de la partición. En el caso del artículo 837 
del Código Civil, el notario redactará un acta separada, donde consten las dificultades y reparos de las 
partes, la cual entregará en la secretaría del tribunal, donde quedará retenida. Si el juez comisario 
remitiere las partes a la audiencia, la indicación del día en que deberán comparecer hará las veces de 
emplazamiento. No habrá necesidad de intimación alguna para comparecer, sea ante el juez, sea a la 
audiencia. 
  
Art. 978 Cuando la masa que deba partirse, las colaciones y deducciones hayan sido establecidas por el 
notario, según los artículos 829, 830 y 831 del Código Civil, los lotes serán hechos por uno de los 
coherederos, si todos ellos son mayores, si están acordes en la elección, y si el que hubiere sido elegido 
acepta la comisión; en el caso contrario, el notario, sin necesidad de ningún otro procedimiento, 
remitirá las partes por ante el juez comisario, el cual nombrará un perito. 
  
Art. 979 El coheredero elegido por las partes, o el perito nombrado para la formación de los lotes, 
establecerá la composición de ellos por un informe que redactará en forma el notario, a continuación de 
las operaciones precedentes. 
  
Art. 980 Cuando los lotes hayan sido designados, y se hubiere decidido sobre las contestaciones 
relativas a su formación, si las ha habido, el promovente hará intimar a los copartícipes para que en día 
determinado concurran al estudio del notario, con el fin de presenciar la clausura de su acta, oir la 
lectura de ella, y suscribirla con él, si pueden y quieren hacerlo. 
  
Art. 981 El Notario entregará la copia del acta de partición a la parte más diligente, para que promueva 
su homologación por el tribunal; oyendo el informe del juez comisario, el tribunal homologará la 
partición, si hubiere lugar a ello, debiendo hallarse presentes las partes, o citadas, si todas no han 
comparecido a la clausura del acta, y después de haber dado sus conclusiones el fiscal. 
  
Art. 982 La sentencia de homologación ordenará el sorteo de los lotes, sea por ante el juez comisario, 
sea ante el notario, el cual los entregará inmediatamente después del sorteo. 
  
Art. 983 Tanto el sorteo del tribunal, como el notario, están obligados a librar cuantos extractos totales o 
parciales del acta de partición requieren las partes interesadas. 
  
Art. 984 Las formalidades antedichas se observarán en las licitaciones y particiones que tengan por 
objeto hacer cesar la indivisión, cuando haya menores u otras personas que no gozando de sus 
derechos civiles, tengan interés en ellas. 
  



 

 

 

Art. 985 Finalmente, cuando todos los copropietarios o coherederos sean mayores, en el goce de sus 
derechos civiles y se hallen presentes o estén debidamente representados, podrán abstenerse de los 
procedimientos judiciales, o abandonarlos en todo estado de causa, y ponerse de acuerdo para proceder 
de la manera que crean más conveniente. 
  

TITULO VIII 
DEL BENEFICIO DE INVENTARIO 

 
Art. 986 Si el heredero, antes de tomar la calidad de tal quisiere, conforme a lo establecido en el Código 
Civil, hacerse autorizar para proceder a la venta de efectos mobiliarios pertenecientes a la sucesión, 
presentará su solicitud para el objeto el presidente del tribunal de primera instancia del distrito en 
donde la sucesión esté abierta. La venta que se autorice será hecha por un oficial público, después de 
los edictos y publicaciones que se exigen por este Código para la venta del mobiliario. 
  
Art. 987 Cuando haya motivos para proceder a la venta de alguno o algunos inmuebles pertenecientes a 
una sucesión en que haya heredero con beneficio de inventario, éste presentará el presidente del 
tribunal donde aquella esté abierta, una solicitud para el caso, en la cual se designarán sumariamente 
los inmuebles. Dicha solicitud será comunicada al fiscal; y oídas sus conclusiones y en vista del informe 
del juez comisionado al efecto, se dictará sentencia autorizando la venta con fijación del precio sobre el 
cual serán admitidas las pujas, u ordenando previamente que los inmuebles sean vistos y estimados por 
un perito nombrado de oficio. En este último caso, el informe pericial será ratificado por el tribunal, 
previa instancia; y después de las conclusiones del fiscal, el tribunal ordenará la venta. 
  
Art. 988 Cuando se proceda a la venta, en cada uno de los casos previstos en los dos artículos 
anteriores, se observarán las formalidades prescritas en el título De la Venta de Bienes pertenecientes a 
menores. Se declaran comunes al presente título los artículos 701, 702, 705, 706, 707, 711, 712, 713, 733, 
734, 735, 736, 737, 738, 739, 740, 741 y 742, los dos últimos párrafos del artículo 964 y el artículo 965 del 
presente Código. El heredero beneficiario será reputado heredero puro y simple, si hubiere vendido 
inmuebles sin ceñirse a las reglas prescritas en el presente título. 
  
Art. 989 La venta del mobiliario y de las rentas pertenecientes a la sucesión, cuando haya lugar de 
procederse a ella, se hará observándose las formalidades prescritas para la venta de aquella clase de 
bienes, bajo pena contra el heredero beneficiario de ser reputado heredero puro y simple. 
  
Art. 990 El precio de la venta del mobiliario será distribuido a prorrata entre los acreedores oponentes, 
observándose las formalidades indicadas en el título De la Distribución de prorrata. 
  
Art. 991 El precio de la venta de los inmuebles será distribuido observando el orden de los privilegios e 
hipotecas. 
  
Art. 992 El acreedor, o cualquiera parte interesada que quiera obligar al heredero beneficiario a dar 
fianza, le hará la intimación para tal efecto, por un acto extrajudicial notificado personalmente o en su 
domicilio. 
  
Art. 993 Dentro de los tres días de esta intimación, y un día más por cada tres leguas de distancia, entre 
el domicilio del heredero y la común donde se halle el asiento del tribunal, estará obligado dicho 
heredero a presentar fiador en la secretaria del tribunal donde la sucesión esté abierta, con las 
formalidades prescritas para la recepción de fiador. 



 

 

 

  
Art. 994 Cuando se suscitaren las dificultades relativas a la admisión del fiador, los acreedores 
promoventes serán representados por el abogado más antiguo. 
  
Art. 995 Para la rendición de cuentas sobre beneficio de inventario, se observarán las formalidades 
prescritas en el título De la Rendición de Cuentas. 
  
Art. 996 Las acciones que tenga que intentar el heredero beneficiario contra la sucesión, serán 
propuestas contra los otros herederos; si no los hubiere o que tales acciones sean intentadas por todos, 
lo serán contra un curador para el beneficio de inventario, nombrado con las mismas formalidades que 
el curador para una sucesión vacante. 
  

TITULO IX 
DE LA RENUNCIA A LA COMUNIDAD, O A SUCESIONES, 

Y DE LA VENTA DE INMUEBLES DOTALES 

 
Art. 997 La renuncia a una comunidad o a una sucesión, se hará en la secretaría del tribunal de primera 
instancia del distrito en el cual la disolución de la comunidad o la apertura de la sucesión haya tenido 
lugar, inscribiéndose sobre el registro prescrito por el Art. 784 del Código Civil, y de conformidad con 
el artículo 1457 del mismo Código, sin necesidad de otra formalidad. Cuando deba procederse a la 
venta de inmuebles dotales, en los casos previstos por el artículo 1558 del Código Civil, la venta será, 
mediante escrito, previamente autorizada por sentencia dada en audiencia pública. Serán además 
aplicables a estos casos los artículos 954, 955 y siguientes del título de la Venta de bienes inmuebles 
pertenecientes a menores. 
  

TITULO X 
DEL CURADOR DE UNA SUCESI0N VACANTE 

  
Art. 998 Cuando después de la expiración de los plazos señalados para hacer inventario y para 
deliberar, no se presentare persona alguna reclamando una sucesión en la que no haya heredero 
conocido, o que los que haya hubieren renunciado a ella, tal sucesión se reputará vacante; y se le 
proveerá de un curador, de conformidad al artículo 812 del Código Civil. 
  
Art. 999 En los casos de concurrencia entre dos o más curadores, el que fue nombrado primero, tendrá 
la preferencia, sin necesidad de darse sentencia. 
  
Art. 1000 El curador estará obligado, ante todo, a hacer constar el estado de la sucesión por un 
inventario, si no ha sido hecho, y a hacer vender los muebles, observando las formalidades prescritas en 
los títulos Del Inventario, y De la Venta del Mobiliario. 
  
Art. 1001 No podrá procederse a la venta de los inmuebles y rentas sino observándose las formalidades, 
prescritas en el título Del Beneficio de Inventario. 
  
Art. 1002 Las formalidades exigidas al heredero beneficiario sobre la manera de administrar y rendir 
cuentas de su administración se aplicarán del mismo modo al curador de la sucesión vacante. 
  
  
 



 

 

 

LIBRO III 
TITULO UNICO 
DEL ARBITRAJE 

 
Art. 1003 (Mod. por la Ley No. 845 del 15 de julio de 1978). Toda persona puede establecer 
compromisos sobre los derechos de que puede disponer libremente. 
  
Cuando surjan dificultades, si no interviene un acuerdo para la designación de árbitros, la parte más 
diligente intimará a las otras partes, por acto de alguacil, para que designe los árbitros en un plazo de 8 
días francos. Esta intimación contendrá el nombre y el domicilio del árbitro escogido por el 
demandante. Si en el plazo impartido, los demandados no hacen conocer el nombre de los árbitros 
escogidos por ellos, el presidente del tribunal de comercio competente en virtud del artículo 420 del 
Código de Procedimiento Civil procederá, sobre instancia del demandante, a su designación. La 
ordenanza no será susceptible de ningún recurso. Copia de la instancia y de la ordenanza será 
notificada en el plazo de 8 días francos, a los demandados, así como a los árbitros con requerimientos 
de proceder al arbitraje. 
  
Los artículos 1003 al 1028 del Código de Procedimiento Civil son aplicables en tanto que no sean 
contrarios a la presente Ley. 
  
Art. 1004 No pueden establecerse compromisos, sobre los dones y legados de alimentos, 
alojamiento y vestidos; sobre las separaciones entre marido y mujer, ni en las cuestiones de estado 
personal; sobre las causas que conciernen al orden público, al Estado, a los bienes nacionales, a los 
municipios, establecimientos públicos, dones y legados en beneficio de los pobres; sobre las 
concernientes a las tutelas, menores y sujetos a interdicción; sobre los que conciernan o interesen a 
personas que se presuman ausentes; y generalmente sobre todas las que estén encomendadas a la 
defensa de un curador. 
  
Art. 1005 El compromiso podrá hacerse por medio de un acta ante los árbitros elegidos o por 
instrumento ante notario o bajo firma privada. 
  
Art. 1006 El compromiso expresará la causa del litigio, y los nombres de los árbitros, bajo pena de 
nulidad. 
  
Art. 1007 Será válido el compromiso aún cuando en él no se fije el término, en cuyo caso el cometido de 
los árbitros no durará sino tres meses desde el día del compromiso. 
  
Art. 1008 Durante el término del arbitraje, los árbitros no podrán ser revocados sino por el 
consentimiento unánime de las partes. 
  
Art. 1009 Las partes y los árbitros observarán en el procedimiento los plazos y las formalidades 
establecidas, y que deben seguirse por ante los tribunales, a menos que las partes hayan convenido lo 
contrario. 
  
Art. 1010 Las partes podrán, al tiempo y después del compromiso, renunciar a la apelación. 
Cuando el arbitraje verse sobre un asunto que esté en apelación o sobre revisión civil, la sentencia 
arbitral será definitiva y sin apelación. 
  



 

 

 

Art. 1011 Los actos de procedimiento y las actas del Ministerio de los árbitros se harán por todos los 
árbitros, a menos que el compromiso no los autorice a comisionar a uno de entre ellos. 
  
Art. 1012 El compromiso concluye; 1ro. por la muerte, no aceptación, renuncia o impedimento de uno 
de los árbitros, cuando no hubiere cláusula que permita seguir adelante, o que diga que el reemplazo 
será hecho por elección de las partes, o del árbitro o árbitros restantes; 2do. por la expiración del 
término estipulado, o el de tres meses, si no se fijó en dicho compromiso; 3ro. por el empate, cuando los 
árbitros no tengan la facultad para nombrar un tercero. 
  
Art. 1013 La muerte, cuando todos los herederos son mayores, no extinguirá el compromiso; el término 
para proceder y juzgar, se suspenderá durante el que se necesita para hacer el inventario y deliberar. 
  
Art. 1014 Los árbitros no podrán renunciar, si han dado principio a sus operaciones; ni podrán ser 
recusados, cuando no sea por causa sobrevenida después del compromiso. 
  
Art. 1015 Cuando ocurriere inscripción en falsedad, aunque sea puramente civil, o cuando se presentare 
algún incidente criminal, los árbitros dejarán a las partes ocurrir a ventilar el incidente por ante quien 
proceda; y el plazo para el arbitraje se suspenderá y no seguirá contándose sino desde el día de la 
sentencia sobre el incidente. 
  
Art. 1016 Cada una de las partes está obligada a producir sus defensas y documentos, quince días, por 
lo menos, antes de la expiración del término del compromiso; y los árbitros estarán obligados a juzgar 
sobre las que se les hubieren presentado. La sentencia será firmada por todos los árbitros, y en caso de 
que hubiere más de dos, si la minoría rehusara firmar, los demás árbitros harán mención de ello, y la 
sentencia tendrá el mismo efecto que si hubiera sido firmada por todos. 
  
Las sentencias arbitrales no están en caso alguno sujetas a oposición. 
  
Art. 1017 En caso de empate, los árbitros autorizados a nombrar un tercero, estarán obligados a hacerlo 
por la misma decisión que declare el empate; si no pudieren convenir en el nombramiento, lo 
declararán en el acta que se extenderá al efecto; y el tercero será nombrado por el presidente del 
tribunal a quien corresponda ordenar la ejecución de la decisión arbitral, para cuyo efecto se le 
presentará instancia por la parte más diligente. En ambos casos los árbitros divididos estarán obligados 
a redactar sus respectivos dictámenes, motivándolos, ya sea en una misma acta, ya en actas separadas. 
  
Art. 1018 El árbitro llamado como tercero, estará obligado a decidir dentro de un mes, contado desde el 
día de su aceptación, a menos que este plazo no fuere prolongado por el acta de su nombramiento; y no 
podrá fallar sino después de haber conferenciado con los árbitros que estuvieren divididos en 
opiniones, los cuales serán intimados para reunirse con tal objeto. Si todos los árbitros no quieren, el 
tercero fallará solo, debiendo conformarse, no obstante, a uno de los dictámenes de los otros árbitros. 
  
Art. 1019 Los árbitros y el tercero en discordia, decidirán conforme a las reglas de derecho, a menos que 
el compromiso no les acuerde el poder de fallar como amigables componedores. 
  
Art. 1020 La sentencia arbitral se hará ejecutiva, por auto del presidente del tribunal de primera 
instancia del distrito en el cual se haya dado; para este efecto la minuta de la sentencia será depositada 
por uno de los árbitros dentro de los tres días de la fecha de su pronunciamiento, en la secretaría del 
tribunal. Si el compromiso hubiere sido sobre la apelación de 



 

 

 

una sentencia la decisión arbitral se depositará en la secretaría del tribunal que conozca de la apelación; 
y el acto ejecutivo será dado por el presidente de él. Las diligencias para los gastos de depósito y los 
derechos del registro no podrán ser practicadas sino contra las partes. 
  
Art. 1021 Las sentencias arbítrales, aún cuando fueren preparatorias, no podrán ser ejecutadas sino 
después que se haya obtenido el auto que se acuerde a este fin por el presidente del tribunal fiscal; y de 
dicho auto se dará copia a continuación de la decisión. El conocimiento de la ejecución de la sentencia 
corresponde al tribunal, cuyo presidente dió el exequátur. 
  
Art. 1022 Las sentencias arbítrales no podrán en caso alguno ser opuestas a terceros. 
  
Art. 1023 La apelación de las sentencias arbítrales serán llevadas ante los tribunales de primera 
instancia, cuando se trate de asuntos que sin el arbitraje hubiesen sido, ya en primera, ya en última 
instancia, de la competencia de los jueces de paz; y ante la Suprema Corte de Justicia, por los asuntos 
que hubiesen sido, ya en primera, ya en última instancia, de la competencia de los tribunales de 
primera instancia. 
  
Art. 1024 Las reglas que se han establecido para la ejecución provisional de las sentencias de los 
tribunales, serán aplicables a las sentencias arbítrales. 
  
Art. 1025 (Derogado por la Ley No. 1077 del 17 de marzo de 1936). 
  
Art. 1026 La revisión civil podrá intentarse contra las sentencias arbítrales en los plazos, formas y casos 
anteriormente indicados para las sentencias de los tribunales ordinarios, y se llevará ante el tribunal 
que habría sido competente para conocer de la apelación. 
  
Art. 1027 No podrán, sin embargo, ser propuestos como medios de revisión civil: 1ro. la inobservancia 
de las formalidades ordinarias, si las partes hubiesen convenido lo contrario, conforme se ha dicho en el 
artículo 1009; 2do. el medio que resulte de que se haya decidido sobre cosa no pedida, salvo el derecho 
de impugnar el fallo por nulidad, conforme al artículo siguiente. 
  
Art. 1028 No será necesario intentar apelación, ni revisión civil, en los casos siguientes: 1ro. cuando la 
sentencia haya sido dada sin compromiso, o fuera de los términos del compromiso; 2do. cuando lo 
haya sido sobre compromiso nulo, o cuyos términos habían expirado; 3ro. cuando haya sido dada por 
árbitros que no estaban autorizados a hacerlo en ausencia de otros; 4to. si la sentencia ha sido dada por 
un tercero sin haber conferenciado antes con los árbitros divididos en pareceres; 5to. y último, cuando 
se haya fallado sobre cosa no perdida. En todos estos casos, las partes recurrirán, en oposición al auto 
de ejecución, ante el tribunal que lo haya dado, y pedirán la nulidad del acto calificado sentencia 
arbitral. 
  

DISPOSICIONES GENERALES 
 
Art. 1029 Ninguna de las nulidades, multas y caducidades pronunciadas en el presente Código será 
conminatoria. 
  
Art. 1030 Ningún acto de alguacil o de procedimiento se podrá declarar nulo, si la nulidad no está 
formalmente pronunciada por la ley. En los casos en que la ley no hubiere pronunciado la nulidad, se 



 

 

 

podrá condenar al curial, sea por omisión o contravención, a una multa que no bajará de un peso, ni 
excederá de veinte. 
  
Art. 1031 Los procedimientos o los actos nulos o frustratorios, y los actos que den lugar a una 
condenación de multa, quedarán a cargo de los curiales que los hubieren hecho; los cuales; según las 
circunstancias, serán además responsables de los daños y perjuicios de la parte, y estarán sujetos aún a 
suspensión de sus funciones. 
  
Art. 1032 Los ayuntamientos y los establecimientos públicos están obligados, para intentar una 
demanda en justicia, a conformarse a las leyes administrativas. 
  
Art. 1033 (Mod. por la Ley No. 296 del 30 de mayo de 1940). El día de la notificación y el del 
vencimiento no se contarán en el término general fijado por los emplazamientos, las citaciones, 
intimaciones y otros actos hechos a persona o domicilio. Este término se aumentará de un día por cada 
treinta kilómetros de distancia; y la misma regla se seguirá en todos los casos previstos, en materia civil 
o comercial, cuando en virtud de leyes, decretos o reglamentos haya lugar a aumentar un término en 
razón de las distancias. Las fracciones mayores de quince kilómetros aumentarán el término de un día, 
y las menores no se contarán para el aumento, salvo el caso en que la única distancia existente, aunque 
menor de quince kilómetros, sea mayor de ocho, en el cual dicha distancia aumentará el plazo de un día 
completo. Si fuere feriado el último día de plazo, éste será prorrogado hasta el siguiente. 
  
Art. 1034 Las notificaciones para hallarse presente a los informes periciales, lo mismo que los 
emplazamientos hechos en virtud de sentencia de acumulación, indicarán solamente el lugar, el día y la 
hora de la primera actuación o de la primera audiencia, y no habrá necesidad de reiterarlas, aún cuando 
la actuación o la audiencia continuaren en otro día. 
  
Art. 1035 Cada vez que se trate de tomar un juramento, recibir una fianza, proceder a un informativo 
testimonial, a un interrogatorio sobre hechos y artículos, nombrar peritos, y generalmente hacer 
cualquier operación en virtud de una sentencia, y que las partes o los lugares contenciosos se 
encuentren muy apartados, los jueces podrán dar comisión para el caso, a un tribunal vecino, a un juez 
y hasta un juez de paz, según lo exija la naturaleza del asunto. Del mismo modo, y por las mismas 
causas, podrán autorizarse mutuamente los tribunales a nombrar, ya a uno de sus miembros, ya a un 
juez de paz de su jurisdicción, para proceder a las operaciones ordenadas. 
  
Art. 1036 Los tribunales, según la gravedad de las circunstancias, podrán, en las causas que cursen ante 
ellos, pronunciar aun de oficio, por mandamiento expreso, la supresión de escritos, declararlos 
calumniosos, y ordenar la impresión y publicación de sus sentencias por medio de la prensa. 
  
Art. 1037 (Derogado y sustituido por el Art. 121 de la Ley No. 834 del 15 de julio de 1978). 
  
Art. 1038 Los abogados que hayan defendido a las partes en las causas sobre las que hubieren recaído 
sentencias definitivas, estarán obligados a continuar en la ejecución de estas sentencias, sin necesidad 
de nuevos poderes, con tal que la ejecución tenga lugar dentro del año de haberse pronunciado 
aquellas. 
  
Art. 1039 Todas las notificaciones hechas a personas públicas, con calidad para recibirlas, deberán ser 
visadas por éstas en el original, sin costas. Cuando haya negativa, el original será visado por el fiscal 
cerca del tribunal de primera instancia del mismo domicilio de 



 

 

 

los que hubieren rehusado firmar; a los cuales se les podrá condenar, oídas las conclusiones del fiscal, a 
una multa que no podrá ser menos de dos pesos. 
  
Art. 1040 Todos los actos que competan a un Juez, se harán en el local donde funcione el tribunal; el 
juez estará siempre asistido del secretario, que guardará las minutas y librará las copias: en caso de 
urgencia, el juez podrá resolver desde su residencia las instancias que le fueren presentadas; todo salva 
la ejecución de las disposiciones contenidas en el título del Referimiento. 

 
 

 


